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Presentación

8

La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión de los Estados 
Unidos Mexicanos contempla dentro de su estructura orgánica al Cen-

tro de Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias (cedip), ór-
gano de carácter institucional que tiene como objeto principal la prestación 
de servicios de apoyo técnico, de manera objetiva, imparcial y oportuna, 
así como la generación de información analítica requerida para el cumpli-
miento de las funciones de la Cámara. Dentro de sus actividades más 
importantes están la de realizar reuniones académicas vinculadas al estu-
dio del derecho e investigaciones parlamentarias, la participación en las 
actividades de capacitación —que comprenden la formación, actualiza-
ción y especialización de los funcionarios de la Cámara de Diputados— 
así como promover la suscripción de convenios de colaboración con cen-
tros de estudios parlamentarios y especialistas de instituciones académicas 
nacionales e internacionales para el intercambio de experiencias y de 
personal.

Cumpliendo a cabalidad con las anteriores funciones, el cedip en con-
junto con la Fundación Manuel Giménez Abad de Estudios Parlamentarios 
y del Estado Autonómico con sede en las Cortes de Aragón, así como con 
el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autó-
noma de México, organizaron las iv Jornadas de Derecho Parlamentario 
México-España, encuentro académico de renovada tradición cuya temática 
principal fue “Retos del Estado Moderno”.
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La relación hispanoamericana ha sido fundamental para la realización 
de las Jornadas de Derecho Parlamentario; cabe señalar que el vínculo 
forjado durante más de cinco siglos entre México y España no sólo per-
meó profundamente en la cultura mexicana, sino que también ha impac-
tado en el desarrollo de nuestras instituciones sociales y jurídicas: hace 
200 años, con la emisión del primer proyecto constitucional mexicano 
denominado Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexica-
na, promulgado en 1814, se delinearon las bases de nuestras raíces cons-
titucionales y parlamentarias con una sólida influencia de la Constitución 
de Cádiz de 1812, ordenamiento que representó el más importante venero 
de libertades, identidad y soberanía para las naciones americanas que es-
taban formándose en aquel momento; esta profunda conexión ha quedado 
plasmada en la memoria constitucional mexicana, a tal grado que nuestra 
Carta Magna vigente, dos siglos después, mantiene el catálogo de princi-
pios y derechos fundamentales que los constituyentes forjaron durante el 
siglo xix.

Desde entonces, y tras los recientes festejos por los bicentenarios de 
dichos ordenamientos constitucionales, los países de Hispanoamérica he-
mos coincidido en el aprecio por las libertades y los derechos humanos, 
por la prevalencia de la justicia social, por mantener regímenes constitu-
cionalmente responsables, acotados por la ley, fundados principalmente 
en la representación política y poniendo el principio de soberanía nacio-
nal como uno de los ejes fundamentales en el surgimiento y desarrollo 
del constitucionalismo.

El fuerte lazo que une a los pueblos iberoamericanos se ha manteni-
do a pesar de los vaivenes históricos, las luchas de independencia, los 
cambios sociales tras estos acontecimientos y la gran distancia que los 
separa en un sentido meramente geográfico. Incluso hoy más que nunca 
existe una tendencia hacia la confluencia de los modelos de gobierno 
tanto presidenciales como parlamentarios: mientras que países con siste-
mas parlamentarios buscan adecuar algunas figuras del sistema presiden-
cial, en países con sistemas presidencialistas, como el mexicano, se han 
realizado diversas reformas constitucionales para disponer de instrumen-
tos parlamentarios, tales como la pregunta parlamentaria, la iniciativa 

preferente, la comparecencia regulada, así como la posibilidad de confor-
mar gobiernos de coalición.

Frente a esta situación, el intercambio de ideas, experiencias y pro-
puestas entre los países hispanoamericanos se ha vuelto indispensable 
para alcanzar un diseño institucional pleno y eficaz que responda a las 
necesidades de la realidad social actual. Por ello, las Jornadas de Derecho 
Parlamentario representan un importante espacio de difusión, intercomu-
nicación e interacción entre estos países;1 son también una importante 
plataforma para el desarrollo de ideas orientadas al perfeccionamiento 
del modelo institucional de cada Nación a partir de la experiencia com-
parada que permite ampliar el panorama y las perspectivas, tanto de los 
observadores jurídicos externos, como de los que día con día construyen 
la arquitectura normativa de sus respectivos países.

El desarrollo e importancia del Poder Legislativo debe tenerse pre-
sente en la concepción de todo Estado contemporáneo, ya que desde sus 
orígenes su labor cotidiana ha sido velar por el bienestar de la ciudada-
nía. Hay que recordar que el Parlamento en la Edad Moderna surgió para 
representar los intereses de los grupos sociales emergentes que estaban 
sometidos por sistemas absolutistas; en poco tiempo, se convirtió en la 
institución en donde los límites al ejercicio del poder y la representación 
popular dejaron de ser una simple inspiración y se volvieron una realidad 
que debía forjarse a través del tiempo. Al día de hoy, el Parlamento man-
tiene esa función originaria, pues caracteriza la plataforma fundacional 
de la representación ciudadana, sostiene la vigencia de las Constitucio-
nes, produce las leyes necesarias para normar aspectos indispensables de 
la sociedad, ejerce la rendición de cuentas y permite el equilibrio entre 
los Poderes del Estado.

Lo anterior nos permite visualizar la entrañable relación entre el Par-
lamento y la democracia; estos dos conceptos se imbrican, se definen y se 

1. Por citar un ejemplo actual, es posible acotar que en México la experiencia de la reforma 
constitucional en materia de reelección legislativa ha generado la necesidad de profesio-
nalizar a los legisladores para llevar a cabo exitosamente sus funciones de representativi-
dad. En ese sentido, no tenemos duda de que las reflexiones presentadas en las Jornadas 
serán sumamente provechosas.
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nutren de forma directamente proporcional. Los Estados constituciona-
les modernos han hecho de la democracia una clave para la gobernabili-
dad, al interiorizarla dentro de sus culturas y ordenamientos jurídicos y 
preverla como un verdadero valor universal, una forma de vida que no 
pertenece a ningún país ni región. Sobre este aspecto, el derecho inter-
nacional transita en la misma dirección, pues desde 1948 la Declaración 
Universal de Derechos Humanos determinó que “la voluntad del pueblo 
será la base de la autoridad del gobierno”.2

Para avanzar hacia una mejor sincronía entre democracia y parlamento, 
se necesita de un Parlamento deliberativo, que implica el disentir, negociar, 
construir acuerdos para votar resolutivos y leyes, así como la aprobación o 
el rechazo de esos actos parlamentarios; de esta forma, el Poder Legislativo 
tiene la responsabilidad específica de conciliar expectativas e intereses 
conflictivos de la pluralidad de los sectores sociales que representa.

El reto actual de los Estados modernos, tema que ocupa esta edición 
de las Jornadas, es consolidar una verdadera democracia deliberativa, 
efectiva y eficiente, lo que sólo es posible si el Parlamento tiene las mis-
mas características. 

En las últimas décadas, el creciente pluralismo político dentro del Con-
greso Mexicano ha generado que esta institución pase por uno de los mo-
mentos de mayor activismo legislativo en toda su historia, prueba de ello 
es que más de 25 por ciento del total de reformas constitucionales y más 
de 46 por ciento de los cambios legislativos sobre la legislación federal se 
han generado en pleno siglo xxi ;3 tan sólo durante la actual lxii Legisla-
tura, el número de reformas constitucionales asciende ya a 62 ,4 lo que re-
presenta la cuarta cifra más grande de la historia constitucional mexicana.

No obstante, el creciente activismo en el proceso de reforma a la Ley 
Suprema mexicana no se agota sólo en las operaciones aritméticas, tam-
bién destaca el contenido e implicaciones de las recientes reformas estruc-

turales realizadas al texto constitucional durante la lxii Legislatura, así 
como el de las leyes secundarias orientadas a normar el contenido de las 
primeras, en las que se han abordado temas de gran trascendencia para el 
país, como las materias educativa, energética, político-electoral, penal, 
transparencia, telecomunicaciones y competencia económica, entre otras. 

Los anteriores cambios han generado la necesidad de que existan 
mecanismos que permitan sistematizar, difundir, explicar y analizar el 
contenido y alcance de los anteriores cambios normativos. Para hacer 
frente a este fenómeno se requiere crear y fortalecer las estructuras de 
apoyo técnico que permitan dar contenido sustantivo a la tarea legislati-
va. Hoy más que nunca, el Congreso debe propiciar que sus recursos 
humanos operen de manera eficaz y eficiente para lograr un buen diseño 
de la legislación, lo que implica perfeccionar las actividades previas al 
debate parlamentario, como son los estudios de impacto regulatorio, el 
análisis del costo/beneficio o proyecciones de impacto presupuestal, los 
estudios de constitucionalidad y convencionalidad de las propuestas y, 
en general, cualquier tipo de información analítica que permita mejorar 
la toma de decisiones por parte de los legisladores. 

En ese tenor, es claro que el Parlamento requiere de instituciones de 
apoyo parlamentario que cumplan con los siguientes elementos: la sistema-
tización de un cúmulo de saberes y de conocimientos técnicos que logren 
armonizar el edificio normativo con los cambios que se dan constantemen-
te en el mundo real, personal con suficiente preparación técnica y especia-
lizada, así como espacios fuera del Pleno que logren la aprehensión de 
nuevos conocimientos, la generación del intercambio académico y la cons-
trucción de acuerdos, cuando el recinto parlamentario no resulta suficiente 
ante la ausencia de una mayoría predominante en el Congreso.

La propuesta internacional para fortalecer la centralidad del Parla-
mento ha sido el establecimiento de centros de investigación de carácter 
institucional, dentro de la estructura parlamentaria de cada país. Estas 
entidades no sólo pueden aportar los insumos informativos necesarios 
para la profesionalización del trabajo parlamentario, sino también —con 
una perspectiva de mediano plazo— mejorar el desempeño del Congreso 
y fortalecer la democracia. 

2. Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 21.
3. López Ayllón, Sergio, El desafío del Congreso y el futuro del país, El Universal, 27 de junio 

de 2013.
4. Cifra actualizada al 1 de junio de 2014. Reformas constitucionales por periodo presiden-

cial, portal electrónico de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión.
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Los centros de investigación requieren proveer la información y 
análisis con la calidad necesaria para cubrir las necesidades específicas 
de los legisladores y mejorar con ello el proceso de toma de decisiones. 
Con la información adecuada y la investigación parlamentaria los legis-
ladores comprenden tanto los aspectos generales, como las particulari-
dades de la problemática que enfrentan en el acontecer diario, 
contando con mejores herramientas para que las determinaciones sean 
más efectivas y eficientes.

La investigación que generan esas entidades ayuda a mejorar la diná-
mica natural del propio Congreso. Una investigación útil y objetiva puede 
contribuir a que los legisladores construyan acuerdos derivados de un co-
nocimiento de mayor alcance y más profundo. Incluso el uso de informa-
ción técnica profesional, así como las investigaciones de calidad, fortalecen 
la imagen pública del Congreso y la de los propios legisladores, permitien-
do que éstos tengan un papel más activo y decisivo en la política nacional, 
cumpliendo de mejor manera su función de control de los otros Poderes 
de la Unión y mejorando su función de representación de los ciudadanos.

Dichos órganos juegan un papel trascendental en los países democráti-
cos, pues a través de sus actividades de apoyo parlamentario refuerzan la 
autonomía del Poder Legislativo como Poder de la Unión y han permitido 
que el Congreso retome su papel central de generador de leyes y propues-
tas, permitiendo que la democracia fluya y se desarrolle de mejor manera.

Las entidades de investigación que pertenecen a los Parlamentos, 
con el fin de cumplir con los objetivos referidos, deben estar vincula-
das con otros entes: desde órganos públicos, universidades de distintas 
corrientes de pensamiento e institutos de investigación, hasta organiza-
ciones no gubernamentales o asociaciones civiles generadoras de inves-
tigación científica. Sólo con una visión incluyente es posible alcanzar un 
conocimiento plural y neutral, de lo contrario se puede llegar a paralizar 
y predeterminar el conocimiento generado por los centros de investiga-
ción. En ese sentido, debe existir una red de información e investigación 
legislativa que permita afianzar una visión crítica sobre las problemáticas 
y necesidades de la realidad social, lo que en gran medida se ha logrado 
con las Jornadas de Derecho Parlamentario.

Una vez acotados los principales deberes de los Centros de Investi-
gación, cabe subrayar que el objetivo principal en la realización de las 
Jornadas ha sido aportar todo cuanto sea posible al fortalecimiento y 
enriquecimiento de nuestras instituciones parlamentarias y nuestra de-
mocracia. 

Al respecto, las Jornadas no sólo representan un magno evento, sino 
una larga tradición que se ha vivido en diferentes lugares de los continentes 
americano y europeo: las primeras tres ediciones de las Jornadas de 
Derecho Parlamentario surgieron gracias a la firma de un convenio de 
colaboración entre el Instituto Belisario Domínguez del Senado de la 
República Mexicana, la Fundación Manuel Giménez Abad y el Instituto 
de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 
México. La primera edición tuvo lugar en la ciudad de México y fue la 
precursora del vínculo bilateral mantenido hasta entonces entre México 
y España; la segunda edición, llevada a cabo en la ciudad de Querétaro 
en el Teatro de la República, integró además a diversas legislaturas locales 
del Estado Mexicano; la tercera, continuando con la tendencia expansiva, 
se realizó por primera vez en territorio ibérico, en las ciudades de Madrid 
y Zaragoza.5 

El alcance de este encuentro internacional ha sido de tal magnitud 
que al día de hoy está prevista la realización de las v Jornadas de Dere-
cho Parlamentario con sede nuevamente en la ciudad de México, lo que 
refleja la voluntad y la necesidad de seguir manteniendo esta importante 
tendencia que ha permitido a los investigadores y parlamentarios de los 
países participantes adquirir útiles herramientas y conocimiento para el 
desempeño de sus distintas actividades y funciones.

Las iv Jornadas fueron realizadas en la actual lxii Legislatura del Con-
greso Mexicano los días 27, 28 y 29 de noviembre de 2013, en el Palacio 
Legislativo de San Lázaro. Durante esos días, representantes de México, 

5. El desarrollo de los antecedentes de las Jornadas de Derecho Parlamentario México-Es-
paña puede consultarse en el Anexo i.
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Costa Rica, Uruguay y España, presentaron y discutieron los temas de ma-
yor relevancia en el ámbito legislativo y jurídico de cada lugar, intercambia-
ron opiniones, reflexiones y experiencias en el ámbito parlamentario, con 
el objetivo de compartir conocimientos que permitan perfeccionar la arqui-
tectura institucional y normativa de cada uno de los países participantes.

El encuentro internacional fue inaugurado por el entonces Vicepresi-
dente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, diputado Francis-
co Arroyo Vieyra, quien, junto con el Director General del cedip, 
licenciado Sami David, ofrecieron las palabras de bienvenida a los asis-
tentes e integrantes del presídium. Además, se contó con la participación 
de la Presidenta del Comité del cedip, diputada Paulina Alejandra del 
Moral Vela; el Secretario General de la Cámara de Diputados, maestro 
Mauricio Farah Gebara, y el Secretario de Servicios Parlamentarios de la 
Cámara en cita; doctor Juan Carlos Delgadillo Salas, quienes formaron 
parte de la Mesa de Honor.

Durante la Inauguración, el diputado Arroyo Vieyra compartió sus re-
flexiones acerca de la relación entre el parlamentarismo contemporáneo y 
la normalidad democrática. De acuerdo con la ocasión y la temática de las 
Jornadas, el diputado puntualizó que el reto fundamental de los poderes 
legislativos está en lograr dar respuesta rápida y oportuna a los problemas 
de la sociedad; además, argumentó que en el proceso parlamentario sub-
yace un esquema dialéctico, en el que la iniciativa de ley representa la tesis, 
al que le sigue un dictamen, como antítesis, y al que deviene el pronuncia-
miento del Pleno como la síntesis final, esquema que genera que los pro-
blemas de la realidad social sean abordados de manera óptima. 

Igualmente, el diputado Arroyo Vieyra destacó que en el Congreso se 
debe legislar con un sentido de Estado que promueva una política madura, 
honorable y adecuada, con una virtuosa nomografía, entendida como el 
arte de escribir la ley, y que vea a esta última como una norma social provis-
ta de sanción política. Así, con estas palabras, el entonces Vicepresidente de 
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados dio inicio formal el evento.

Las Conferencias Magistrales presentadas en esos días fueron las si-
guientes: (27 de noviembre) 1. Reforma Política y Coaliciones de Gobierno, 
doctor Diego Valadés Ríos, Investigador del Instituto de Investigaciones 

Jurídicas de la unam; 2. ¿Es el Parlamento una institución necesitada?, diputa-
do Carlos Aragonés Mendiguchía, Presidente de la Comisión de Coopera-
ción Internacional para el Desarrollo del Congreso de los Diputados, 
Madrid, España; 3. La forma de gobierno parlamentaria en España, doctor 
Jorge Villarino Marzo, Director de Relaciones Internacionales del Congreso 
de los Diputados, Madrid, España; 4. El débil espíritu de coalición del parla-
mentarismo español, doctor José Tudela Aranda, Secretario General de la 
Fundación para Estudios Parlamentarios y del Derecho Autonómico Ma-
nuel Giménez Abad; y 5. Gobiernos de coalición en el sistema presidencial, 
doctor Daniel Armando Barceló Rojas, Instituto de Investigaciones Jurídi-
cas de la unam. (28 de noviembre) 6. Forma de gobierno y coaliciones en Cen-
troamérica, doctor Jean Paul Vargas Céspedes, Investigador de la Universidad 
de Costa Rica y Asesor de la Presidenta de dicho país; 7. El sistema español 
de financiación autonómica, doctor Javier Diez Zaera, Vocal del Tribunal Eco-
nómico Administrativo Regional de Aragón; 8. Escuela de Gobierno en Uru-
guay, Pablo Sciarra, Coordinador de la Escuela de Gobierno en Montevideo. 
(Viernes 29 de noviembre) 9. Regímenes presidenciales, sistema de partidos y 
coaliciones de gobierno en América Latina, doctor Jorge Lanzaro, Investigador 
del Instituto de Ciencia Política de la Universidad de la República, Uruguay.

Asimismo, durante ese evento se realizó la firma de una Carta de In-
tención por parte de la Cámara de Diputados, a través del Centro de 
Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias (cedip), represen-
tado por el licenciado Sami David; la Universidad Nacional Autónoma de 
México (unam), representada por la Coordinadora de Humanidades, 
doctora Estela Morales Campos, con la asistencia del Director del Institu-
to de Investigaciones Jurídicas, doctor Héctor Fix Fierro; y, la Fundación 
para Estudios Parlamentarios del Estado Autonómico Manuel Jiménez 
Abad, representada por el doctor José Tudela Aranda, Secretario General 
de ese organismo. 

En dicho instrumento jurídico, se sentaron las Bases para la creación 
de una Academia de Gobierno y Derecho Parlamentario, las cuáles con-
templan, por mencionar las actividades más destacadas, la celebración de 
conferencias, coloquios, simposios, talleres, cursos y diplomados, así 
como la conformación de un Programa Académico de actividades en el 
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que se prevén los siguientes temas de trascendencia para el parlamenta-
rismo moderno: ordenamiento institucional, políticas públicas, gestión 
pública, comunicación e imagen, política internacional e integración, de-
recho parlamentario y administración parlamentaria.

Por lo anterior, la Revista Quórum Legislativo dedica su número 112 a 
documentar exclusivamente las iv Jornadas de Derecho Parlamentario 
México-España, por lo cual el lector no sólo contará con la versión origi-
nal y en estricto orden de presentación, de las nueve conferencias magis-
trales sustentadas para presentar el panorama, perspectivas y propuestas 
sobre los retos del Estado Moderno, sino que también podrá recrear las 
reflexiones de los distintos exponentes e imaginar las respuestas indis-
pensables que los países iberoamericanos requieren para el perfecciona-
miento de su desarrollo institucional.

Con la finalidad de ampliar la perspectiva acerca de la importancia que 
tiene la investigación parlamentaria en el perfeccionamiento del Estado 
moderno, así como del significativo esfuerzo que el Centro de Estudios 
de Derecho e Investigaciones Parlamentarias ha realizado en favor de la 
difusión de la cultura parlamentaria dentro del Poder Legislativo, al final 
de las Conferencias Magistrales se presenta el desarrollo de diversos te-
mas que permiten enriquecer su lectura; los anexos que se adicionan son 
los siguientes: i Antecedentes de las iv Jornadas de Derecho Parlamenta-
rio México-España; ii El Proyecto de la Academia de Gobierno o Escuela 
de Gobierno; iii Forma de gobierno y coaliciones en Centroamérica; y iv 
La forma parlamentaria de Gobierno en España.

–director general del cedip
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Reforma Política y 
Coalición de Gobierno

•
diego valadés ríos

8

En un encuentro internacional como las iv Jornadas de Derecho Parla-
mentario México-España, resulta particularmente relevante contras-

tar los sistemas presidenciales con los sistemas parlamentarios, porque 
a través de este ejercicio intelectual es posible determinar que dichas 
instituciones no están tan lejanas como en principio los modelos rígi-
dos harían ver.

En efecto, una de las características de nuestro tiempo es la progresi-
va parlamentarización de los sistemas presidenciales, y a su vez, un pro-
ceso de presidencialización de los sistemas parlamentarios; estos últimos 
en búsqueda de la estabilidad en cuanto al desarrollo de las funciones de 
gobierno, mientras que los sistemas presidenciales están buscando for-
mas de acuerdo y de consenso que permitan construir apoyos en el con-
greso para los gobiernos que se inclinan a ser progresistas en nuestro 
hemisferio, particularmente donde no hay segunda vuelta y donde tien-
den a encubrir que son minoritarios. 

En realidad, las segundas vueltas funcionan para construir una mayo-
ría artificial para quien resulta elegido en la segunda ocasión, generando 
distorsiones en cuanto a la percepción pública y, lo que es peor, distor-
siones en cuanto a la percepción y a la actitud del que gobierna, conside-
rando que sí dispone de una mayoría que en realidad sólo fue construida 
de forma aritmética, coyuntural y que no refleja el estado plural de la 

22
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se sigue produciendo tendencia decreciente por lo que respecta a la va-
loración de la democracia nacional; esto tiene varias explicaciones: por 
una parte está la violencia; por otra, la pobreza y el desempleo, también 
la disminución en el crecimiento económico, y por ende, la merma en los 
niveles de bienestar de la sociedad mexicana; lo que se espera de una 
democracia no son solamente libertades públicas, se esperan también 
buenos resultados de gobierno.

Entonces, respondiendo a la primera pregunta: ¿Qué se tiene? En-
contramos que en este momento, en México existe una pérdida clara-
mente sensible en cuanto a la confianza que inspiran las instituciones, 
por el bajo desempeño que tienen para satisfacer las razonables expec-
tativas de la sociedad mexicana. Otro aspecto que se advierte también 
es la percepción que el gobernado tiene, particularmente donde ya hay 
prácticas democráticas que lo familiarizan con el fenómeno del poder; 
la percepción que tenemos en este momento es la de una democracia 
sin consecuencias, ya que estamos viviendo una etapa de la vida políti-
ca de los mexicanos en la que cada día hay mayor conciencia de las 
potestades que se tiene como ciudadano, pero también de las limitacio-
nes que se padece en función de un sistema democrático que no se ha 
acabado de construir. Por eso, mencionamos que los avances alcanza-
dos no son irreversibles, ya que en la medida que no pasemos a etapas 
subsiguientes en la construcción de la vida institucional democrática 
del país, corremos el riesgo de que lo que hasta ahora se ha alcanzado 
comience un proceso de deconstrucción institucional y democrática 
que “valide” las nuevas expresiones de reclamos autoritarios que ya se 
advierten en el país, dado que no son pocas las voces que comienzan a 
plantearse que es preferible un gobierno de resultados a un gobierno 
de libertades y de responsabilidades.

Ahora bien, lo que tenemos podría considerarse un déficit progresi-
vo en cuanto a la gobernabilidad del país, no estamos todavía en térmi-
nos de poder hablar —y espero que no lleguemos a ellos— de 
ingobernabilidad, pero sí hay una pérdida en ese rubro, si por goberna-
bilidad entendemos, además de un ejercicio razonable del poder, un 
ejercicio honorable del poder. 

sociedad y del electorado. Así, el planteamiento con respecto a las coalicio-
nes de gobierno en el contexto de la reforma política atiende justamente a 
algunos de los aspectos que en este momento están siendo objeto de dis-
cusión, porque ciertamente, en el proceso constructivo de la democracia 
mexicana, hay un aspecto del cual podemos sentirnos satisfechos y es el de 
haber construido ya un sistema de libertades públicas. Falta sin embargo, 
otro, que es el que está en proceso de construcción: el tema correspondien-
te a las responsabilidades políticas que incluye, por supuesto, los mecanis-
mos de cooperación entre los diferentes protagonistas del proceso. 

El tema de las coaliciones de gobierno en el contexto de la reforma 
política, no deja de ser una forma de comentar lo que en este momento 
está en proceso y lo que en cierta medida puede parecer deseable para la 
vida democrática de México. El procedimiento estándar para abordar 
una cuestión como ésta sería determinar: ¿Qué se tiene? Y luego, ¿qué se 
necesita? Y finalmente: ¿Qué se puede? Esta triada permite establecer los 
diferentes niveles dentro de los cuales podemos movernos, partiendo 
justamente del ¿qué se tiene?, ¿en qué nivel se encuentra en este momen-
to el desarrollo de nuestra democracia? 

La primera expresión es que estamos en una situación de riesgo, por-
que una democracia es un proceso constructivo permanente, por ello es 
necesario estar afinando el desarrollo de las instituciones y adecuándolas 
en cada circunstancia al contexto dentro del cual se tienen que desarro-
llar, pero además para que den las respuestas que la sociedad está espe-
rando, deseando y necesitando. 

Los avances que se van registrando no son necesariamente consoli-
dados e irreversibles y lo vemos inclusive en la percepción que los go-
bernados tienen de sus propios sistemas democráticos, porque cuando 
no se alcanzan los resultados esperados, cuando se produce de alguna 
forma la defraudación de las expectativas colectivas, sobrevienen tam-
bién actitudes adversas a ese proceso democrático desde la percepción 
de la sociedad y, muchas veces, también desde la actuación de los pro-
pios gobernantes.

Hace poco fue difundido el resultado de las encuestas levantadas por 
el Latinobarómetro en el año 2012, dicha encuesta arroja que en México 
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reconocer y subrayar que hemos llegado a ese estado de déficit democrá-
tico y de déficit de gobernabilidad por la insuficiencia misma de las ins-
tituciones con las que estamos operando. Esto se traduce simplemente en 
reconocer que tenemos un sistema presidencial caduco. Se ha considera-
do que nuestro sistema presidencial es una especie de calco del estadou-
nidense; sin embargo, consideramos que existen diferencias abismales 
entre ambos.

El sistema presidencial mexicano, y en general el latinoamericano y el 
sistema presidencial plebiscitario,1 no ha desarrollado niveles de relación 
y de responsabilidad en el Congreso, como los existentes en Estados 
Unidos desde su propio nacimiento, cuando se estableció que el Senado 
sería el órgano de asesoramiento y de consulta para el presidente nortea-
mericano. Un caso reciente muestra cómo ha cambiado en el Senado una 
regla que ya tenía más de un siglo de existencia, conforme a la cual, los 
senadores podían tener garantizados los derechos de la minoría al esta-
blecerse 60 votos para que se pudieran tomar decisiones; en un Senado 
integrado por cien representantes, se protegía así a la minoría, pero se vio 
que eso era disfuncional para ciertos casos y la medida que se tomó fue 
aplicar, en lo sucesivo, la regla de la mayoría simple para la ratificación de 
los funcionarios propuestos por el Presidente de Estados Unidos para 
desempeñar cargos de responsabilidad política. 

Esto indica que en la tradición del sistema presidencial norteamerica-
no, la presencia del Senado es importante para dar la autorización de la 
integración del equipo de gobierno y no sólo de los titulares de las Se-
cretarías de Estado, también llamados ministerios; mientras que en el 
sistema mexicano la constante ha sido exactamente la opuesta: la discre-
cionalidad absoluta en manos del Presidente de la República, a lo largo 
de dos siglos de historia, ya que él representa la patrimonialización del 
poder político, el dueño de las funciones públicas, o del desempeño o 

1. Cuya matriz no está en el sistema presidencial estadounidense, sino en el francés de Luis 
Napoleón Bonaparte en 1851.

Estamos viendo que el fenómeno de la corrupción, lejos de estar en 
un proceso de compresión y de limitación de lo que se consideran están-
dares tolerables en cualquier sistema político, está creciendo de una ma-
nera exponencial con un agravante, ya no crece como en otros momentos, 
de manera subrepticia o imperceptible para la ciudadanía; hoy, la corrup-
ción forma parte de aquello con lo que los ciudadanos estamos perma-
nentemente familiarizados, tenemos datos cotidianos no controvertidos, 
no esclarecidos, no perseguidos, ni castigados, sobre fenómenos de co-
rrupción que se extienden en todo el espectro de la vida institucional 
mexicana; incluso, hemos llegado al punto de que un expresidente re-
ciente tuvo el desenfado de declarar que la corrupción ha minado toda 
la vida institucional del país. Cuando un expresidente reconoce ese grave 
proceso de vulneración de las instituciones, está denotando que fue in-
competente para reprimir, inhibir y combatir ese proceso de corrupción 
que se dio bajo su propia conducción, eso quiere decir que la debilidad 
institucional y el déficit de gobernabilidad son clarísimos. Dicha declara-
ción proveniente de quien ha ocupado el cargo de mayor responsabili-
dad política en la República Mexicana dice mucho más que las palabras, 
su afirmación admite que el gobierno que encabezaba y que el conjunto 
de las instituciones no sólo no pudieron contender con la corrupción ya 
existente, sino que ésta siguió creciendo.

 Y cuando la sociedad mexicana registra ese tipo de testimonio y ad-
vierte que no se puede hacer nada, que la respuesta frente a ese proceso 
erosivo del poder público no se ha producido o, por lo menos, no en 
forma contundente y eficaz, sobreviene claramente el desencanto hacia la 
democracia y en cierta medida se alienta la posibilidad de modificar el 
sistema por medio de varias opciones, como por ejemplo, hacer resurgir 
un discurso autoritario, señalando esa opción —la autoritaria—, como una 
de las posibilidades de eliminación, o por lo menos de atenuación de la 
corrupción; pero hay otros muchos indicadores. 

Bien, eso es lo que tenemos. Ahora, ¿qué es lo que necesitamos? 
Como dijera Pedro Grullo, “se requiere superar” todo eso, el problema no 
es sólo lo que necesitamos, sino además, qué instrumentos precisamos 
para alcanzar ese objetivo; lo que necesitamos justamente es identificar, 
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rado mexicano de no dar mayoría a un solo partido. Si éstas no son sufi-
cientes para decir que existe una tendencia claramente establecida en la 
democracia electoral mexicana, entonces simplemente se corroborará 
que estamos viviendo una democracia sin consecuencias; lo que significa 
que la sociedad opina de una manera y sus dirigentes deciden de otra, de 
manera totalmente distinta a lo que la sociedad está diciendo de una 
forma estructurada, institucional, pacífica y respetuosa; por lo tanto, lo 
que se está haciendo es mandar el mensaje de que ese tipo de proceso es 
inoperante e ineficaz, lo que resulta bastante grave.

En México tuvimos la concentración de cien por ciento del poder, 
cuando se producía una mayoría absoluta en cuanto a la recepción de 
votos por parte de un partido y por parte de un candidato presidencial, 
después cambió la orientación de la sociedad y pasamos de una hegemo-
nía mayoritaria a una hegemonía minoritaria, quienes ejercían el poder 
cuando tenían la mayoría absoluta, simplemente aplicaban la regla de 
que si se tiene la mayoría absoluta se tiene el poder completo, no era la 
ideal, pero era la lógica con la que se procedía; lo que ya no resulta fun-
dado en el orden lógico es que se tenga el mismo cien por ciento del 
poder cuando no se tiene más que la minoría del electorado, y es ahí 
donde entra esa iniciativa que aprobó el Senado y el nuevo proyecto de 
la reforma política. 

Ahora, la posibilidad de una coalición se plantea como una opción 
potestativa, como una posibilidad para que el Presidente de la República 
pueda decidir si entra o no a un proceso de coalición. ¿Por qué? Porque 
en un sistema presidencial, la estabilidad del gobierno no depende de 
que cuente con mayoría en el Congreso; en un sistema presidencial lo 
que depende de esa mayoría no es la estabilidad del gobierno, sino la 
viabilidad de que ese gobierno sea realmente eficaz, de que los proyectos 
y el programa general de gobierno encuentren apoyo para ser cumplidos. 
El costo que puede pagar un Presidente al prescindir de una mayoría en 
el Congreso es simplemente el de infligir al país un periodo de letargo, o 
si hay una acción dinámica y constructiva como la que hemos visto —es 
un hecho que han existido actividades de cooperación entre gobierno y 
Congreso—, nos encontramos con que esa cooperación ha correspondido 

titularidad de dichas funciones. Esto genera múltiples disfuncionalida-
des, entre otras cosas, porque convierte a los colaboradores en cortesa-
nos y transforma al sistema de gobierno, que se comporta como Corte y 
no como gabinete; esto únicamente por mencionar uno de los fenóme-
nos que generan la falta de instrumentos para la gobernabilidad en un 
sistema democrático.

Sólo estamos señalando algunos de los aspectos generales que nos 
llevan a la situación de carencia de instrumentos para resolver los proble-
mas de la gobernabilidad en el país, lo que necesitamos por tanto es 
construir esos instrumentos. Uno de los proyectos que se han presentado 
y que fue objeto de aprobación mayoritaria en la legislatura anterior, 
procesó una reforma constitucional para establecer el sistema de coali-
ción de gobierno en la Constitución, que fue aprobada en la Cámara de 
Senadores y fue remitida a la Cámara de Diputados; esa iniciativa, que 
había sido aprobada por una amplísima mayoría entre los legisladores, 
quedó literalmente congelada.

¿Cuál es la racionalidad en un sistema presidencial de un gobierno de 
coalición? Podría decirse que es incompatible o inoperante, pero la reali-
dad es que no resulta así; son ya muchos los ejemplos de coaliciones en 
los sistemas presidenciales que tienen características, funciones y moda-
lidades de trabajo distintas de los sistemas parlamentarios, hay coinci-
dencias en algunos elementos y hay, por supuesto, divergencias o 
discrepancias en algunos otros, pero el eje del problema está en que el 
sistema presidencial mexicano había funcionado tradicionalmente con 
un esquema de mayoría para el Presidente y de mayoría congresual para 
el partido del Presidente; posteriormente, se perdió la mayoría para la 
elección del Presidente y se perdió la mayoría para la integración del 
Congreso, por lo que respecta al partido del Presidente, ya hemos tenido 
tres mandatarios de partidos distintos que corresponden justamente a 
esa nueva tendencia del elector mexicano, de no dar la mayoría a ningún 
presidente y a ningún partido. 

¿Qué significa esto? Que la clase dirigente mexicana no advirtió ese 
giro tan importante desde sus comienzos; al día de hoy, hemos tenido 
seis elecciones federales en las que se ha reiterado la posición del electo-
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del país es el de las coaliciones de gobierno. Ésta posibilidad de coalición 
tiene que partir fundamentalmente del reconocimiento de que la estruc-
tura del poder que se fue determinando en la Constitución, correspondía 
a la estructura de poder de un largo periodo de hegemonía política de 
partido. Por ejemplo, en México no existe un programa de gobierno 
aprobado o por lo menos, conocido y discutido en el órgano de repre-
sentación política llamado Congreso, lo cual constituye un contraste 
enorme con cualquier democracia contemporánea —parlamentaria o pre-
sidencial—; pensar que el programa de gobierno no se discuta en el par-
lamento o Congreso es algo inimaginable en este momento. Y en nuestro 
país no es un problema que se planteen ni los dirigentes ni los ciudada-
nos, pero lo más significativo es que éste es un tema que ya ha sido su-
perado en la mayor parte de los sistemas presidenciales. 

¿Qué pasa en México? Que el programa de gobierno se lleva a cabo 
conforme a lo que establece una Ley de Planeación de 1982; esto es, de 
hace 31 años, cuando no se consideró necesario que el programa de go-
bierno fuera al Congreso, porque se estimaba como una especie de fic-
ción, en tanto que la mayoría de los integrantes del Congreso 
correspondía al mismo gobierno que estaba elaborando el programa. ¿Y 
qué pasa en el propio gobierno? Que el autor del programa es una sola 
Secretaría, y así lo establece la ley, que no ha cambiado desde ese año; 
ahora ya se hizo una reforma a la Constitución, pero para permitir que el 
Congreso reciba y conozca lo que aquí llamamos Plan Nacional de Desa-
rrollo, más no para que lo discuta y lo apruebe; ésa es una condición 
esencial sine qua non para cualquier coalición, no debe existir una coali-
ción que se haga al margen de un programa de gobierno.

El segundo aspecto que se tiene presente para la construcción de 
una coalición es que haya un gabinete, figura que tampoco existe en 
México, ya que lo que aquí llamamos gabinete es sólo una construcción 
semántica informal que se refiere a los integrantes del equipo de cola-
boradores del Presidente de la República, pero no cuenta con una sola 
atribución, ni en la Constitución, ni en la ley; el proyecto de presupues-
to, por ejemplo, no se discute y aprueba por un gabinete, ni los proyec-
tos de ley que envía el gobierno al Congreso, el ejercicio del veto con 

no ha una coalición, sino a pactos o acuerdos específicos que se han ido 
produciendo, con un costo político muy importante por lo que se refiere 
al desgaste de las negociaciones, pero con un costo nacional y social mu-
cho mayor que ahora puede apreciarse, ya que tenemos un periodo muy 
amplio en el que podemos valorar y calibrar el resultado de esta falta de 
acuerdos estables. ¿En qué consiste ese resultado? En que el pueblo 
mexicano está gobernado a corto plazo. Por ello, el gobierno mexicano se 
ha vuelto un gobierno de corto plazo, lo que quiere decir que los niveles 
de incertidumbre no están referidos a lo que pasará dentro de seis años, 
ni dentro de dos, sino lo que pasará dentro de dos semanas, y es eviden-
te que cuando esos niveles de incertidumbre se proyectan en tan cortos 
periodos, afectan todas las previsiones de mediano y de largo plazos que 
hacemos los gobernados, particularmente aquellos que, entre otras cosas, 
tienen la responsabilidad social de generar empleos e invertir; así la falta 
de capacidad de predecir o de prever lo que se va a hacer desde el poder 
genera incertidumbre, misma que se proyecta en la vida colectiva.

El otro gran aspecto que también afecta la previsión es el de la segu-
ridad; como no se puede contar con la certeza de que habrá continuidad 
en las políticas de seguridad del Estado, entonces encontramos la terrible 
paradoja de que hay continuidad en las prácticas delictivas, pero no en 
las políticas para combatir esas prácticas. Evidentemente, en el orden de 
la sistematización del procedimiento, los delincuentes actúan de una ma-
nera sistemática, mientras que quienes los persiguen no cuentan con un 
sistema constante para su labor; esto, por supuesto, produce efectos no-
civos para el contexto general del país. 

Ahora, ¿cómo construir? Y sobre este tercer rubro ¿qué se puede 
hacer? En éste entran dos corrientes o tenciones y hay que considerar los 
siguientes elementos: uno, el de la resistencia al cambio que ha estado 
presente a lo largo de lustros y otro, el de la convicción, que se advierte 
va generalizándose también entre la clase dirigente mexicana; conside-
rando que no por convicción, sino por conveniencia, es necesario intro-
ducir cambios en la forma del comportamiento de las instituciones. Aquí 
es posible encontrar que uno de los elementos fundamentales para poder 
identificar una solución democrática que consolide la vida institucional 
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lo que iba a pasar con relación al programa de desarrollo del país en el 
curso de la siguiente legislatura, o idealmente de las dos legislaturas que 
comprende un sexenio de gobierno. 

Éste es, a grandes rasgos, el panorama de lo que tenemos, el panora-
ma de lo que necesitamos y el panorama de lo que podemos. Sí se puede 
hacer dentro de un sistema presidencial un gobierno de coalición y sí es 
posible, además, identificar las características que un gobierno con esos 
elementos puede tener, preservando por supuesto la capacidad del Presi-
dente para encabezar ese gabinete, conservando su capacidad para desig-
nar a los integrantes de éste y preservando la posibilidad de que incluso 
decida gobernar en solitario. El costo político de gobernar en solitario 
podría devenir en que el mandatario estaría negociando todo y también 
tendría que aceptar que el desarrollo social y económico van a estar muy 
limitados, porque sus acciones no serían predecibles. 

El estímulo para un Presidente será contar con una mayor fuerza, com-
prendiendo que una coalición no lo debilita, por el contrario, lo fortalece, 
porque le da mayoría en el Congreso, mayoría que en este momento no 
tiene. Por lo que respecta a los partidos de oposición, hay también un gran 
incentivo: el incentivo de gobernar, de participar, en el sentido de que se 
participa en el gobierno en la misma medida que se participa en el apoyo 
congresual y asimismo traducir ciertos aspectos de sus programas de 
partido en algún rubro del programa de gobierno, para que de esa ma-
nera exista la convicción para los suscriptores de la coalición y para los 
gobernados; eso es lo más importante, que formarán parte de un proceso 
estable, duradero y previsible del ejercicio del gobierno para la consecu-
ción de un programa. 

relación a las decisiones impugnables por el Presidente o a las decisio-
nes legislativas congresuales que el Presidente quiera impugnar tampo-
co, los tratados internacionales, que son por excelencia una fuente de 
derecho interno en prácticamente todas las áreas, no son analizadas por 
los legisladores, de manera que el gobierno está fragmentado y no exis-
te un órgano de cohesión, coordinación y control intraorgánico que sea 
el que procese ese programa de gobierno. Por tanto, hace falta no sólo 
un programa de gobierno con la aprobación del Congreso, sino ade-
más, un gabinete que procese ese programa y que después de haberlo 
formulado y sometido a la aprobación del Congreso, también sea el 
encargado de la aplicación del mismo. Es ahí donde pueden funcionar 
las coaliciones, porque justamente es el espacio donde sus diversos in-
tegrantes tendrían la responsabilidad política y el control horizontal 
entre ellos para determinar que haya resultados en cuanto al programa 
establecido.

Si esto se llevara a cabo, habría que pasar a la siguiente fase: no 
sólo el gabinete y la distribución de responsabilidades de los que es-
tuvieran coaligados y la aprobación de un programa de gobierno que se 
hiciera por una mayoría construida a merced de la negociación, habría 
que pasar también al tema de determinar los indicadores de cumplimien-
to y las reglas de operación de la coalición. En este momento ya se dio 
un primer paso por lo que se refiere a la coalición —fue suscrito el pasado 
2 de diciembre y se llama Pacto por México—, pero este Pacto no pasó por 
la ratificación, conocimiento y discusión por parte del Congreso, por tan-
to, se quedó como un instrumento suscrito sólo por los dirigentes de los 
partidos más el gobierno, pero sin apoyo congresual ni de ninguna de las 
dos Cámaras, y por lo mismo, este pacto no es un pacto de coalición; es 
más bien una lista para la elaboración o la formulación de diversos pactos 
coyunturales. Todo lo que ese pacto representa es un nuevo elemento de 
incertidumbre, porque todos los días lo que vemos en la prensa es que 
las diferentes fuerzas políticas anuncian que están por retirarse o que se 
retiraran si es que no se aprueba tal punto específico o tal planteamiento 
concreto, no hay por lo mismo una negociación general que desde el 
principio de la administración del nuevo gobierno haya permitido prever 
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una institución necesitada?

•
carlos aragonés mendiguchía

8

El Parlamento en este momento es una institución necesaria en el di-
seño institucional de todo Estado; no obstante, al menos el Parla-

mento español está necesitado, esto es, tiene algo de menesterocidad.
El sistema de gobierno español no es presidencial, sin embargo, está 

aquejado de algo que se llama un tanto impropiamente presidencialismo; 
lo que sucede es que gracias al sistema de partidos, los primeros minis-
tros tienen mucho más poder de facto que un Presidente en los sistemas 
de presidencialismo, porque en éstos, al final hay una división básica 
institucional entre el Legislativo y el Ejecutivo, mientras que para noso-
tros el Ejecutivo es una emanación del Legislativo; pero esta emanación 
ha vuelto sobre sí quien es el partido ganador, quien es el jefe del partido 
ganador se vuelve jefe de la mayoría y jefe del pacto del parlamento, y 
éste es nuestro problema de control. Lo que ocurre entre las atribuciones 
básicas de la institución parlamentaria es que los parlamentos son cada 
vez menos legisladores, legisla el gobierno per se en el caso español, au-
menta la presentación de decretos y leyes, y en el caso presidencial, la 
influencia del Presidente y de su gobierno, sea de Corte o de Gabinete, 
presiona mucho en favor de las iniciativas que son necesarias para la 
realización de su programa, de sus grandes decisiones. 

El Parlamento ha perdido algunas atribuciones, está muy sometido al 
Ejecutivo en los regímenes de democracia parlamentaria; entre nuestros 
parlamentos, ha perdido parte de su protagonismo institucional. Sin 
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aunque sea de elección directa al Presidente, nadie representa mejor a la 
pluralidad, nadie la puede representar ya que el régimen en la elección 
presidencial es siempre monocrático, es un cuerpo nacional hacia una 
persona, pero si nos preocupa la vigencia del pluralismo, el Parlamento 
no tiene sustituto posible, y su forma de juzgar y de opinar es también 
mucho mejor que la de la opinión pública a través de los medios de co-
municación. El debate parlamentario no tiene parangón, incluso aunque 
esté cargado de mucha retórica, aunque sea interminable y aunque tenga 
prácticas filibusteras; ya que la razón dialéctica, la razón polar de argu-
mentación y contraposición, son de una cultura muy superior a la denun-
cia, a la mera opinión en minutos de televisión y, por supuesto, a la de las 
asambleas “espontáneas” que normalmente están manipuladas; eso tam-
bién incluye a medios de comunicación, o comunicación de masas sin 
medios, a los twitter y otros instrumentos que son útiles y en todo caso 
están ahí, pero que no cabe confundir con la formación de opinión pú-
blica y mucho menos con la de una opinión política.

Los Parlamentos tienen que dotarse de una administración que sea 
eficaz para los efectos de la función de control, más a los de la legislación; 
y la constitución de una administración cada vez más neutral sería desea-
ble ya que se considera que el Parlamento no tiene porque correr detrás 
de las gigantescas administradoras ejecutivas en su función legisladora 
de prestación social, es imposible, es un estrés que lleva a los Parlamen-
tos a descuidar el aspecto en el que sí pueden contribuir en favor de la 
democracia constitucional, que es la sujeción del poder, el examen del 
Poder Ejecutivo, del poder por antonomasia. Eso significa que los Parla-
mentos deberán ser cada vez más competentes, y también que los princi-
pios de medios de capacidad deben estar en la recluta del personal 
parlamentario, no sólo los de la confianza política del legislador, en el 
caso de los sistemas presidencialistas, tampoco de la confianza de los 
grupos parlamentarios, en el caso de nuestros parlamentos.

Es decir, un cierto examen de idoneidad al personal asesor es impor-
tante para ir edificando una administración parlamentaria, la contratación 
de expertos, por supuesto en legislación, expertos en derecho fiscal, esta 
es otra de las grandes necesidades de medidas paliativas para mantener 

duda, la justicia constitucional es cada vez más activa y cuando dice “ac-
tiva” se hace referencia a que establece, da instrucciones a gobiernos y 
parlamentos de manera muy tajante; y si además de eso, la función repre-
sentativa viene dominada por las maquinarias de los partidos, entonces 
se tiene un parlamento ciertamente disminuido, no tiene por tanto nada 
de particular que haya críticas con respecto a sus funciones, las críticas 
son consustanciales a las de siempre, debe atenerse a las de nuestro tiem-
po; pero junto a la crítica puede existir también una simpatía y una buena 
prensa o una buena opinión sobre las instituciones, sobre los procedi-
mientos de democracia indirecta.

 Nuestras democracias cada vez propenden más en la opinión pública 
hacia el uso del referéndum cada vez se facilitan más las iniciativas legis-
lativas populares directas, hay acuerdos de validez legislativa extraparla-
mentarios —todos los acuerdos sindicales así lo son—, y en muchos casos 
los procedimientos de validación se reducen al testimonio; cada vez más 
los parlamentos se consideran con la obligación de abrir lo que antes era 
un club privado de ilustres miembros elegidos, pero una vez elegidos, se 
cierran a las comparecencias de la sociedad civil, no en razón de exper-
tos, sino en razón de ser representantes de intereses, les diré por ejemplo 
que fui Presidente de la Comisión de la Unión Europea en el Congreso 
español, ahora lo soy de Desarrollo y al cabo de los años he notado cómo 
la frecuencia de los civiles que son invitados a sesiones de las comisiones 
se ha incrementado mucho, esto significa, a la postre, que el parlamento 
entiende que tiene un déficit de representación o de competencia, o en 
todo caso, que se quiere abrir más por estas razones a la sociedad que no 
es política. Sin embargo, este Parlamento ha necesitado y, de acuerdo a 
lo dicho por Astarlua, el Parlamento es una institución genial por propia 
en su necesidad, ¿por qué? Porque no hay otra institución posible para 
frenar el poder y de eso se trata, pero en nuestras culturas democráticas, 
si son constitucionales, su preocupación central es ésa, la de frenar el 
poder en los regímenes presidencialistas. 

¿Cómo se frena el poder? Con la debida autoridad y potestad. Repre-
sentando al pluralismo social, no lo representa nadie mejor que el Parla-
mento, se cree que esto reza también para un régimen presidencial, 
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Si se nos permite una última observación acerca del problema políti-
co de la atención entre Parlamentos ejecutivos, lo sucedido recientemen-
te en el Senado de Washington es paradigmático, porque se está 
hablando del Senado por antonomasia, no se dice que el evento haya 
sido negativo, sino que es llamativo que la mayoría del Senado haya de-
cidido volver sobre una norma que data de principios del siglo pasado, 
según la cual, el Parlamento en la figura de su cámara alta tiene control 
sobre el Ejecutivo en cuanto a los nombramientos; es muy singular; y es 
una expresión de que es un sistema vivo. Así, el Parlamento de Estados 
Unidos está bloqueando los nombramientos de confianza del Presidente 
de la República, de manera que ahí ha habido una inmoderación en las 
atribuciones de la Cámara, pero se ha atrevido el jefe del Ejecutivo a 
impulsar este arreglo constitucional.

el poder propio del Parlamento en la Constitución y la plena operatividad 
de las oficinas de control presupuestario y fiscal.

Y si bien la marca de nacimiento del Parlamento es la de resistirse a la 
imposición tributaria esto se invierte en nuestras democracias; las demo-
cracias son gastadoras y máxime los estados sociales; pero para que haya 
orden sobre esa administración, nuestras oficinas de control presupuesta-
rio tendrían que ser unidades poderosas con los facultativos, probable-
mente incluso de cuerpo independiente o en su lugar prestados por los 
ministerios o los departamentos correspondientes de los gobiernos, para 
que puedan ejercer la supervisión y la previsión de ingresos y gastos del 
Estado. De lo contrario, un Estado social y de prestaciones como todo Es-
tado contemporáneo, seguirá campando por sus respetos, con el buen fin 
de servir a su población, pero en todo caso, se estará consintiendo que el 
príncipe sea cada vez mayor y el Parlamento cada vez menor.

En el caso español, existe un poder arbitral moderador que es su 
majestad el Rey, pero no tiene funciones de dirección ni de gobernación 
ordinaria política, por lo que en nuestro caso, y en el caso ibérico, entre 
ellos Portugal y en algunas repúblicas suyas, nuestro sistema de partidos 
es ultra competitivo; es decir, hay divisiones muy agudas, por lo que el 
poder neutralizador debería ser el del jefe de la cabeza del Legislativo. 

En el caso particular, se trabajó en la Comisión de Cooperación al 
Desarrollo, donde se nota que el peso de la cooperación institucional y 
política crece cada vez más y eso es muy bueno. Aquí es permisible ser 
asertivos: el factor clave en perspectivas de desarrollo no es la cantidad 
de capital que un país pueda acumular, sino la calidad institucional, 
sobre todo si se busca un desarrollo sostenible y en este aspecto del 
factor de calidad de sus instituciones, el Parlamento es a su vez clave 
del sistema de gobernación y del sistema político; es decir, si el Parla-
mento está mal diseñado, la suerte futura del país está amenazada. Pero 
sin meritocracia en la composición, sin una capacidad de organización 
eficiente, sin una dotación de recursos técnicos y de apertura a las in-
novaciones, el Parlamento, como toda organización, no es útil al desa-
rrollo, en este caso el desarrollo político de las repúblicas o de nuestro 
país. 
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La forma de gobierno parlamentaria en España
•

jorge villarino marzo

8

Crisis de la institución parlamentaria

Se habla de crisis de la institución parlamentaria desde que existe di-
cha institución, lo cual no es ninguna novedad. ¿Por qué? Porque se 

vive hoy en día una democracia que está caracterizada por un elemento 
que es propio de todas las formas parlamentarias de gobierno: la prepon-
derancia del Poder Ejecutivo. Por un lado, se ha hablado del socialismo 
presidencial, y por otro, se tiene un factor que en España es particular-
mente importante: la omnipresencia de los partidos políticos en la vida 
institucional. Los partidos políticos empapan hoy en día todas las institu-
ciones, tanto en las que los partidos políticos están por sí mismos presen-
tes, como aquellas en las que aún sin estar presentes tienen una fuerte 
capacidad de influencia.

Hay que partir del hecho de que España es una monarquía parlamen-
taria, única monarquía viable en nuestro contexto democrático, y así lo 
afirma el artículo 13 de la Constitución. Ahora ¿cuáles son los elementos 
característicos de la forma parlamentaria del gobierno? La característica 
fundamental es que el gobierno, o para ser más exactos, el Presidente del 
gobierno, tiene que ser elegido por el Parlamento. En España, es elegido 
por el Congreso de los Diputados, el Senado no tiene ninguna facultad; 
a diferencia de lo que ocurre en los regímenes presidencialistas, 
caracterizados fundamentalmente porque el nombramiento de cualquier 
autoridad ejecutiva pública esta residenciado en el Senado. En el caso de 
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consecuencia de la clara división de poderes que caracteriza a estos últi-
mos y ¿cómo se determina si alguien tiene poder? Con base en las fun-
ciones que tiene, en función de las potestades que le reconocen las 
normas. Para ver si el Parlamento verdaderamente es una institución cen-
tral, lo que corresponde es analizar cuáles son las funciones específicas 
de éste, para lo cual se usará como referencia el caso de España. 

Funciones

Para la ocasión, se han señalado cuatro: la función legislativa; la función 
de control; la función presupuestaria —que no deja de ser al día de hoy 

una manifestación de la función legislativa y donde existe la necesidad de 
control del presupuesto—, y la función de impulso político, que es una 
función en la que el Parlamento tiene una capacidad de actuación mucho 
mayor de la que en un principio se le reconocería por parte de las normas.

Función legislativa

Esta función implica que el Parlamento es, por excelencia, el órgano re-
presentativo de la soberanía popular; el Parlamento, hoy en día, continúa 
aprobando leyes; pero la Constitución española contiene elementos que, 
en cierta medida minan esta función. En España se puede ejemplificar 
esta afirmación si se observa la figura del decreto ley, un instrumento del 
cual goza el Ejecutivo en aquellos casos en los cuales la urgencia exija de 
su actuación o cuando los farragosos procedimientos parlamentarios no 
permiten esa celeridad en la toma de decisiones. El problema no es el 
instrumento en sí, sino el cómo se usa ese instrumento y en España se 
tiene además un problema añadido: se cuenta con un órgano que está al 
margen de los tres poderes clásicos o integrado, a su vez, en el ejercicio 
de sus funciones en los tres poderes, que es el Tribunal Constitucional, 
que desde un principio dio carta de naturaleza a un uso claramente abu-
sivo del instrumento del decreto ley.

la forma parlamentaria de gobierno, en muchos países suele darse una 
elección por parte de las dos Cámaras, ya sea una suerte de sesión con-
junta o de sesión solemne; por su parte, en España, sólo el Congreso de 
los Diputados tiene la capacidad para elegir al Presidente del gobierno, el 
resto de miembros son elegidos libremente por el Presidente, lo cual da 
muestra de ese tipo de hiperpresidencialismo que se vive dentro de nues-
tra forma parlamentaria de gobierno.

Como contrapartida, el Presidente del Gobierno tiene la facultad de 
disolver el Congreso de los Diputados, o el Senado, o las dos Cámaras a 
la vez en cualquier momento, es una suerte de compensación de poderes 
propia de la forma parlamentaria de gobierno que a su vez es equilibrado 
con la posibilidad de que el Congreso de los Diputados apruebe una 
moción de censura; es decir, que destituya al Presidente del Gobierno. 
Además, es una moción de censura constructiva, es decir, no sólo es ne-
cesario que los diputados acuerden deponer de sus funciones al Presi-
dente, sino que también implica proponer y apoyar a un nuevo 
mandatario, como un mecanismo de garantía de estabilidad. Existen tres 
países en el mundo que tienen una moción de censura constructiva: Ale-
mania, España y Papúa Nueva Guinea. 

Ahora bien, para que el Parlamento sea el centro de la vida pública, 
mas no política, tiene que ser fuerte. No obstante, al analizar si efectiva-
mente existe un Parlamento fuerte, surge una paradoja: en muchos regí-
menes presidencialistas, el Parlamento es mucho más fuerte que en los 
regímenes parlamentarios. Se propone el ejemplo del Capitolio de los 
Estados Unidos, donde está prohibido construir cualquier tipo de edifi-
cio con una altura mayor a la que tiene la cúpula del Capitolio, simboli-
zando la importancia que se le da al Parlamento como centro de la vida 
pública. Por ello, importantes pensadores como Bertrand de Jouvenel 
advierten que el Parlamento más poderoso del mundo es el Parlamento 
de los Estados Unidos.

Así, desde el punto de vista conceptual, la forma parlamentaria de 
gobierno equivale al Parlamento como el centro de la vida pública, con-
siguientemente a un Parlamento fuerte; ahora que si es un Parlamento 
fuerte, quizá no lo es tanto como los regímenes presidencialistas, como 
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aprobar una norma sin requerir del decreto ley; es decir, son excepcionales 
los supuestos que justificarían el uso del decreto ley y sin embargo se está 
haciendo, ¿por qué se está haciendo? Porque se ha permitido durante los 
últimos treinta años y es muy difícil cambiar radicalmente esa doctrina.

Desde el punto de vista del ejercicio de la función legislativa, el 
Parlamento tiene actualmente una situación de debilidad, pero no sólo 
como consecuencia de la existencia de la figura del decreto ley. Existen 
las posibilidades de que el gobierno se oponga a la tramitación de de-
terminadas enmiendas, de que declare urgente la tramitación de un 
proyecto, marque el ritmo de la actuación del Parlamento y de que, aun 
cuando presente un proyecto ante el Parlamento y que éste lo comience 
a debatir, retire dicho proyecto en cualquier momento; esto implica que 
existen muchos mecanismos, amparados en nuestras normas, que dotan de 
una situación de superioridad al Parlamento a la hora de llevar a cabo la 
aprobación de las normas como reflejo de la soberanía popular, pero exis-
ten también una serie de instrumentos que han ido disminuyendo esas 
posibilidades de actuación. Por ejemplo, solamente con la posibilidad de 
declarar un proyecto urgente, en el Senado español el proyecto tendría que 
ser tramitado en 20 días naturales, pero es muy poco factible que un pro-
yecto pueda ser revisado y debatido en tan poco tiempo; sin embargo, es-
tos mecanismos existen, y son además amparados por la propia Constitución, 
con ellos se ha minado progresivamente la institución parlamentaria.

Asimismo, existe algo que afecta a todos los Parlamentos: una crecien-
te complejidad del ordenamiento jurídico: hoy día es imposible conocer 
las normas que están vigentes en un país, gracias a las nuevas tecnologías, 
a que se puede acceder a textos consolidados y al reordenamiento cons-
tante en las leyes, decretos y circulares de técnicamente todos los rubros. 
A ello se añaden las exigencias de los pactos políticos, que muchas veces 
producen una disgregación normativa, ya que el Estado español descen-
tralizado forma parte de un club como la Unión Europea, lo que provoca 
sin lugar a dudas que, en lo que se conoce como el acervo comunitario, 
las normas comunitarias que afectan al ochenta por ciento de nuestra 
legislación, aumenten la complejidad en el ejercicio de la función legisla-
tiva. La progresiva complejidad social, la dirección del proceso al que se 

Hay muchísimas sentencias del Tribunal Constitucional que hablan 
sobre esta cuestión; en las más recientes, del año 2013, se explica el por-
qué de la existencia del decreto ley: es una solución flexible y matizada 
que dicta que el Poder Ejecutivo no puede aprobar ninguna norma con 
rango de ley; pero tampoco permite  utilizar dicho instrumento en cual-
quier caso, sino solamente de manera excepcional en situaciones de ne-
cesidad absoluta. Pero no se está dando en esas situaciones. Y ¿cuándo se 
debe utilizar? Cuando haya que alcanzar los objetivos marcados para la 
gobernación del país, que por circunstancias difíciles o imposibles de 
prever, requieran una actuación normativa inmediata, o en que las coyun-
turas económicas exijan una rápida respuesta.

Uno de los “paraguas” de los que se ha servido el Poder Ejecutivo a 
la luz del decreto ley son las circunstancias económicas, y pese a que 
teóricamente tiene que ser utilizado en circunstancias difíciles o imposi-
bles de prever y cuando se requiera de una acción normativa inmediata, 
no siempre se ha aplicado así. Además, en España esta situación se ha 
complicado todavía más. Al igual que México, España es un país clara-
mente descentralizado, los constituyentes inventaron el llamado Estado 
Autonómico en el que, hasta hace siete años, los poderes ejecutivos de 
cada una de las regiones no podían emitir ningún decreto ley, no estaban 
facultados para dictar decretos leyes; sin embargo, desde el año 2006, 
como consecuencia de un proceso de reforma, existe lo que se conoce 
como los Estatutos de Autonomía —que son, desde el punto de vista ma-
terial, constituciones de cada una de las comunidades autónomas—; ade-
más, se ha ido introduciendo la posibilidad de que sus poderes ejecutivos 
dicten sus respectivos decretos leyes, y esto nos ha llevado a una prolife-
ración de los mismos; como ejemplo, desde el año 2007, en la comunidad 
autónoma de Cataluña, se han dictado 23 decretos leyes, es decir, 23 su-
puestos en los que se ha dado una circunstancia de absoluta necesidad 
que requería de una acción normativa inmediata. Los procesos parlamen-
tarios son lentos; además, España tiene un sistema bicameral, lo cual 
provoca una mayor lentitud, pero es complicado pensar que en una co-
munidad autónoma caracterizada por un Poder Legislativo Unicameral 
no se puedan acelerar los trámites parlamentarios con la finalidad de 
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vés de mecanismos, porque para el ejercicio de esta función lo primero 
que se requiere es información. ¿Y quién va a dar esta información? El 
gobierno, para lo cual, lo primero que se está haciendo es articular meca-
nismos a través de dispositivos tecnológicos de intercambio de informa-
ción entre el gobierno y la oficina de control presupuestario, con la 
finalidad de tener, en primer lugar, acceso de una manera más o menos 
inmediata a los datos, pero verdaderamente hará falta dotar a esta oficina 
de un personal destinado exclusivamente a esta función, al servicio de los 
parlamentarios entendidos en sentido individual, y eso lógicamente re-
quiere de un esfuerzo, a su vez, presupuestario. 

Se ha analizado la función legislativa y la función presupuestaria y 
¿qué dos grandes funciones le quedan al Parlamento? La función de con-
trol político y la función de impulso político o, reconociendo la construc-
ción doctrinal a los italianos, la función de indirizzo politico, como la 
denominaban ellos.

La función de control

Ésta sigue siendo por excelencia la función del Parlamento, porque la 
rendición de cuentas es ahí elemento clave, es la proyección principal 
de la forma parlamentaria de gobierno y por otro elemento más, porque 
el Parlamento, en las formas parlamentarias de gobierno en particular, 
es la caja de resonancia de la realidad social; o al menos debería serlo, 
y sí la forma parlamentaria de gobierno se caracteriza por la posibilidad 
de que al gobierno se le pregunte: ¿Qué hay de lo mío? Y que el gobier-
no, contando con la inteligencia de la dialéctica parlamentaria, le dé 
una respuesta real.

Ahora, ¿qué instrumentos tiene el Parlamento? Existen varios, como 
ejemplo se tiene la comparecencia de las autoridades gubernamentales, 
que representan la fina línea entre la función de información y la función 
de control del Parlamento; las preguntas e interpelaciones, como la tradi-
cional question time del Parlamento británico que tiene diferente natura-
leza, pero similar función; y los mecanismos extraordinarios que se ha 

ha referido por parte del Poder Ejecutivo y por último también, la parti-
cipación de los agentes económicos y sociales como grupos de presión. 

Función presupuestaria

Es lógico que el gobierno en este tipo de función tenga una cierta pre-
ponderancia en algunos elementos, ya que si al gobierno le corresponde 
la dirección política del país, tiene que tener la posibilidad de articular el 
instrumento financiero que le permita el ejercicio de esa función de di-
rección política, con lo cual nuestra Constitución ha hecho una división 
de funciones y ha dicho: al gobierno le corresponde básicamente la ini-
ciativa, es él quien puede presentar solo el proyecto de presupuestos 
generales del Estado, el gobierno se puede oponer a una iniciativa que 
pueda conllevar un aumento de gastos o una disminución de ingresos y 
es al Parlamento al que le corresponde el debate, la posibilidad de en-
mendar el proyecto de ley de presupuestos y la aprobación final. En este 
caso en concreto, sí que tiene lógica esta división de funciones, pero en 
el rubro de la labor presupuestaria cabe preguntarse: ¿Dónde está escrito 
que la labor presupuestaria del Parlamento se tenga que limitar 
exclusivamente a la aprobación de la norma? Una vez que está aprobado 
el presupuesto, ¿qué hace el Parlamento español para controlar ese 
presupuesto? En la Constitución que se aprobó en 1998 se contenía la 
propia exposición de motivos, que reconocía que en este tema el Parla-
mento era inoperante, por lo que era necesario articular, en el seno de las 
Cámaras, un mecanismo eficaz de asesoramiento técnico en materia de 
seguimiento y control de la ejecución de los presupuestos generales del 
Estado, sobre todo aquellos aspectos que afectaran a los ingresos y los 
gastos públicos. En 2010 se creó una norma en la que se decidió la crea-
ción de una oficina presupuestaria de las Cortes Generales.

Si uno toma como referencia la ley Congressional Budget Act de 1974, 
se notará que son muy similares las funciones que se atribuyen en el 
Congreso de los Estados Unidos y en España a la oficina de control pre-
supuestario. Esta oficina lógicamente va a funcionar esencialmente a tra-
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Europea, venga al Parlamento a informar qué se ha debatido, qué se ha 
hecho, qué se ha decidido, etcétera. Rendir el informe al Parlamento 
tendrá una postura meramente simbólica, sí, pero es que el Parlamento 
tiene mucho de simbolismo. Además le corresponde al Parlamento la 
coordinación, autorización y aprobación de actuaciones. Hace unos años 
se produjo una polémica en España con respecto a que el Parlamento no 
tenía ninguna facultad de intervención sobre las misiones de las fuerzas 
armadas en el exterior, y se decidió modificar la Ley de Defensa de Na-
cional con la finalidad de que el Parlamento tuviera que dar la autoriza-
ción para cualquier despliegue de tropas en el exterior, salvo en casos de 
extrema urgencia. Otra función muy polémica en España es que al Parla-
mento le corresponde elegir a los titulares de otros organismos, por 
ejemplo, recientemente se ha decidido quiénes van a formar parte del 
Consejo General del Poder Judicial, que es una suerte de organismo de 
gobierno; le corresponde elegirlo al Parlamento, y con ello, automática-
mente, se produce una politización de la justicia, porque es la institución 
parlamentaria la que elige, pero desde otro punto de vista vale la pena 
preguntarse: ¿Qué mejor institución para elegir otros órganos que aquella 
que representa la soberanía nacional? Claro, se puede hacer la siguiente 
lectura, entender que la decisión es una suerte de reparto político de los 
puestos, pero ¿quién sino es el Parlamento? ¿Quién debería elegirlo? Por 
ejemplo, en el caso citado, es preferible que la elección de estos funcio-
narios se haga en el seno de la institución parlamentaria. 

Finalmente se agregan algunas reflexiones que son características de 
nuestra forma de gobierno y de nuestra cultura político-social. En primer 
lugar, el continuo cuestionamiento de la legitimidad; en segundo lugar, 
los nuevos cauces de participación; y en tercer lugar, la fuerte presencia 
de los partidos políticos en las instituciones.

El concepto de legitimidad: en España es muy frecuente cuestionar la 
legitimidad de quien está en el ejercicio del poder, sea cual sea el poder 
al que se hace referencia, y se entiende entonces el concepto de legitimi-
dad de manera particular. El mandatario en turno tiene legitimidad de 
origen, ya que ha sido elegido desde los parámetros normales, pero ha 
perdido la legitimidad de ejercicio porque lo está haciendo muy mal. Ya 

mencionado anteriormente, propios de la forma parlamentaria de gobier-
no, de la moción de censura o de la cuestión de confianza.

Función de impulso político

Dicha función, también conocida como de dirección política o de orien-
tación política, aún sin estar mencionada como tal en la Constitución, 
compone una gran parte del quehacer diario de la institución parlamen-
taria. Su origen histórico se sitúa en la posguerra, después de la Segunda 
Guerra Mundial. Tiene sus raíces en el pensamiento fascista, aunque re-
convertido fundamentalmente por los comunistas italianos que hablaron 
de recuperar la centralita del Parlamento y de los socialistas franceses que 
hablaron de reenvete le Parlement, pero ¿cuál era el objetivo? El objetivo 
era que el Parlamento se situara como clave de bóveda en las institucio-
nes democráticas estatales.

Sobre este caso en particular, el Parlamento tiene los siguientes instru-
mentos: planes, programas y comunicaciones que le remita el Gobierno, 
las propuestas de resolución, las proposiciones no de ley y las mociones. 
¿Qué es esto?, son pronunciamientos por parte del Parlamento, quien 
adopta un posicionamiento político con respecto a un fenómeno social y 
a la eficacia jurídica de este. Ahora bien, que el órgano sede de la sobera-
nía popular se pronuncie sobre una determinada materia y adopte un 
posicionamiento político sobre la misma tiene mucha relevancia, poste-
riormente vendrán las consecuencias que se puedan derivar y entonces se 
definirá a qué autoridades les corresponderá actuar sobre la base de lo 
que en su momento se haya aprobado por parte del Parlamento. Por cier-
to, que respecto de los efectos jurídicos de este tipo de pronunciamientos, 
existe ahora un debate como consecuencia de determinadas impugnacio-
nes que se han hecho desde el Gobierno a resoluciones aprobadas por 
Parlamentos de algunas autoridades autónomas.

También son importantes las comparecencias del Presidente del go-
bierno; por ejemplo, cuando vuelve de un consejo europeo, de las reu-
niones con otros presidentes y jefes de Estado de los países de la Unión 
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una prolongación del partido político dentro de la institución parlamen-
taria; asimismo, los partidos políticos y los grupos parlamentarios están 
muy jerarquizados en el país. 

Otro elemento que se da en el caso español es cuando en periodos de 
elecciones, teóricamente, se vota por un partido político desde el punto 
de vista formal; esto es, se vota una lista electoral presentada por un par-
tido político en una provincia; sin embargo, desde el punto de vista real, 
el votante apoya a un líder político y el líder político se presenta habitual-
mente por la comunidad de Madrid. Además, si a eso se añade que las 
normas que se han dado dentro del Parlamento hacen que la figura del 
diputado individual valga poco, porque no hay una sola iniciativa que 
pueda presentar el parlamentario individual y en las pocas que tiene, se 
ha establecido una suerte de practica en el mundo parlamentario y es que 
van acompañadas del visto bueno del portavoz, con lo cual el mito de 
que el parlamentario representa a la totalidad de la nación no se cumple. 
¿Es verdad que en España está prohibido el mandato imperativo? Sí. ¿Es 
verdad que hay un mandato de partido? También.

Conclusión

¿Formalmente existe en España una forma de gobierno parlamentaria? 
Sí. Sin embargo, hoy en día, desde un punto de vista material, el 

Parlamento no es el centro de la vida política, entendido como centro de 
adopción de decisiones. Existe un fuerte presidencialismo bajo una apa-
riencia de forma parlamentaria de gobierno, pero también se cree que el 
parlamento puede y debe recuperar esa centralidad, potenciando las fun-
ciones donde todavía tiene un margen de actuación, y sobre todo, el 
Parlamento ha de poner de su parte a los ciudadanos, ese incremento de 
cauces de presencia de la sociedad civil en la institución parlamentaria es 
clave para que el Parlamento pueda recuperar algo de su fuerza.

corresponderá a los ciudadanos decidir en su momento, porque en eso 
tiene su base la democracia; si lo ha hecho muy mal, los mandaran a su 
casa; y si no lo ha hecho tan mal, pues lo mantendrán ahí.

Luego se encuentra la legitimidad del juicio mediático. En España, 
los mayores jueces de la legitimidad de la actividad política son los me-
dios de comunicación, y aunque es cierto que éstos son necesarios para 
la sociedad, debiera existir el ejercicio de una cierta responsabilidad de 
su parte. Y por último, la legitimidad social. ¿Qué es legítimo aquí?, aque-
llo que la capa social considera que es legítimo. ¿Y quién es la capa so-
cial? Personalmente, considero que la manifestación habitual del 
posicionamiento social se hace a través de las urnas y lo ideal es que 
continúe haciéndose así. 

Segunda reflexión: los cauces de participación, se es entusiasta de las 
llamadas nuevas tecnologías, pero en algunas ocasiones es posible caer 
en excesos. El concepto de wiki revolución no es nuestro, es del presti-
gioso profesor Manuel Castels, él lo refería al papel que jugó internet en 
las primaveras árabes, pero se retomó en la reflexión por necesidad y por 
gusto. El concepto de wiki revolución política, esto es, las democracias 
representativas, aunque consideramos que en la democracia directa exis-
ten canales o cauces de participación. Antes se señalaba cada vez con 
mayor frecuentencia la presencia de la sociedad civil en el quehacer par-
lamentario, pero incluso algunos catedráticos como Giovanni Sartori, que 
han reflexionado mucho sobre esta materia, llaman a la prudencia a la 
hora de articular una suerte de democracia electrónica sustitutiva de la 
que se tiene; es decir, se utilizan mecanismos, se acompaña el proceso de 
las democracia representativa con las tecnologías, pero no hay que pre-
tender sustituirlo, porque es posible caer en confusiones.

Y por último, un factor determinante y muy característico de España 
en particular es la omnipresencia de los partidos políticos. Se piensa que 
los partidos políticos empapan todas las instituciones, considerando al 
partido político como institución en sí misma, ya que a diferencia de 
otros países, en el nuestro, el partido político está muy presente después 
de las elecciones y además constituye un verdadero aparato de poder; 
eso se refleja en el Parlamento, porque el grupo parlamentario no es sino 
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Las reflexiones sobre los retos del Estado moderno son trascendentes 
para el análisis del parlamentarismo iberoamericano y al hilo de esa 

discusión se piensa que hay una idea fundamental que se comparte: las 
instituciones. La importancia de la institucionalidad ha vuelto a tener 
auge y podría decirse que hay un elemento fundacional para reivindicar 
su estudio.

Existen problemas que son muy similares en México y en España; se 
considera que además de los problemas coyunturales que cada Estado 
puede tener, existe una profunda crisis del sistema; se vive de institucio-
nes que en su momento fueron suficientes y muy útiles para generar 
Estados fuertes, para procurar una distribución equitativa de la riqueza y 
representatividad política; sin embargo, no se tiene claro que esas insti-
tuciones y ese sistema sean adecuados para responder a una sociedad 
que está en cambio.

Muchos exmandatarios han hecho afirmaciones que justifican las re-
flexiones que existen actualmente. Por ejemplo, las declaraciones de un 
expresidente del gobierno de España, en las que dijo que si no se cam-
biaba la Constitución e introducía el artículo 135, se hubiese pasado a 
tener un gobierno de tecnócratas. Todos sabían que podía haber sido así, 
o lo intuían, pero que lo reconozca un expresidente de gobierno es, en 
cierta medida, considerar que el sistema es una ficción y que así se man-
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y se ha conseguido también un modelo que integra en el sistema a las 
sensibilidades nacionalistas.

Cuando se ha dicho en España que Cataluña o el país Vasco no tienen 
mecanismos de participación en Estados, la afirmación es falsa, pues la 
han tenido y de manera muy notable a través de sus partidos políticos en 
el Congreso de los Diputados, a tal punto que en numerosas ocasiones 
han decidido el gobierno de nuestro país. 

Por lo tanto, el sistema consiguió la estabilidad, la representatividad y 
algo fundamental: legitimidad por rendimientos. Al día de hoy, España 
vive una profunda crisis y aun así existe una distancia muy considerable de 
lo que era el país en el año 1980; por lo tanto, hay legitimidad por rendi-
miento y en nuestra opinión, hasta el año 2008, los ciudadanos españoles 
no lo cuestionaban, no cuestionaban la estabilidad, ni la representatividad 
del sistema, ni la legitimidad de resultados, habría una minoría, siempre la 
hay, pero esencialmente no. En esta época también hay que apelar a la 
presencia de la ciudadanía y hay que recordar el valor que tiene ésta en el 
debate político, pero también hay que ser autocríticos y considerar que 
durante todos estos años la ciudadanía se diluyó bastante en relación con 
su compromiso político y se limitaba esencialmente al voto. 

Existe el cuestionamiento de si hay una crisis de representatividad, la 
cual evidentemente se simbolizaría en ese grito de “no nos representan”; 
la legitimidad de rendimientos también habría quebrado por la crisis 
económica; la influencia de la crisis económica es enorme e incluso la 
estabilidad estaría en dudas. Hay encuestas que dicen que la suma de 
votos entre partido popular y partido socialista, que normalmente ha 
estado en 80 por ciento del electorado, desciende entre 50 por ciento y 
60 por ciento, con lo cual se daría un cambio enorme en el sistema po-
lítico; por tanto, los tres elementos estarían en tela de juicio.

Se sospecha que al final, dentro de dos años, cuando los ciudadanos 
españoles vuelvan a votar en las elecciones generales, el voto, aunque en 
menor medida, seguirá concentrado en los dos grandes partidos: partido 
popular y partido socialista; y no va a haber una extensión más alta que 
en anteriores procesos electorales. Eso significa que el sistema es muy 
fuerte, pero no significa que no exista la crisis social; lo que no puede 

tiene, lo que refleja que el poder no está donde se piensa que está, sino 
que se encuentra en instancias, en este caso supracomunitarias, un análi-
sis que para España es fundamental y que tendría que ver con la altera-
ción del sistema institucional. Los españoles reformaron la Constitución, 
pero no porque se tratara de una reforma fundamental, sino porque se 
indicó así desde la Unión Europea.

La reflexión que a continuación se presenta básicamente tiene el si-
guiente orden: se comenzará explicando un poco sobre el por qué el 
sistema español reivindicó la importancia del análisis histórico y el análi-
sis geográfico de los Estados para poder comprenderlos, ya que se consi-
dera que nuestra historia explica nuestra forma parlamentaria y es 
fundamental para entenderla. Además, se terminará indicando lo que se 
cree que son cambios importantes que se están generando y se van a 
generar en esa forma política que hasta ahora ha sido bastante clara y 
consolidada; lo importante es definir ¿por qué se ha llegado a ese parla-
mentarismo que es un presidencialismo? Hay que apelar a la historia: se 
piensa que ésta es una decisión consciente del constituyente. 

El constituyente tenía como objetivo fundamental lograr la estabili-
dad política y asentar la democracia; era un objetivo irrenunciable y ade-
más plenamente compartible en el año 1978. Para ello, era necesario 
ahuyentar la idea de que la democracia es un sistema político débil, de 
que los gobiernos caen con frecuencia. De esa idea de debilidad asociada 
a la democracia, que todo el mundo de preguerra había heredado y que 
de alguna manera también se había cultivado por el franquismo en la 
mentalidad española, había que apartarse y demostrar lo contrario: que 
la democracia podía ser un sistema estable, podía ser un sistema fuerte y 
podía ser un sistema que se legitimase por resultados. Ésta era una idea 
fundamental en el constituyente; para ello se requería, como pieza clave, 
un sistema de partidos fuerte y estable, y si se analiza los resultados, el 
sistema funcionó a la perfección, reivindicando el modelo y la labor del 
constituyente. La labor se cumplió perfectamente, se ha conseguido un 
sistema de partidos absolutamente estable hasta ahora; dos de ellos re-
presentan a los dos espectros sociales españoles: centro izquierda y cen-
tro derecha fundamentalmente, con opción a una alternativa de izquierdas, 
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existe una regulación aceptable para la figura de éste, porque tanto el 
modelo, como el reglamento, están construidos para beneficiar a la ma-
yoría parlamentaria; es decir, se podría conseguir relativizar esa presiden-
cialización sin reformar la Constitución, simplemente con una modificación 
profunda al Reglamento Parlamentario. Curiosamente esa reforma no ha 
sido posible porque el partido en el gobierno no ha querido.

¿Cuál ha sido la dinámica del modelo? Un sistema de partidos fuertes 
que se ha correspondido con un Parlamento cada vez más debilitado, en 
el que únicamente la aprobación en el presupuesto general del Estado ha 
tenido algún peso cuando el gobierno no tiene mayoría absoluta; de he-
cho, la única vez que un gobierno se vio obligado a disolver la Cámara 
fue por perder una votación de presupuestos generales del Estado; lo 
anterior refuerza el que los partidos políticos en España son estructuras 
fuertemente jerarquizadas y concentradas en el Presidente. 

Hay que tener una mirada retrospectiva para entender el fenómeno 
anterior. En su momento, se acusó a Felipe González de establecer un 
régimen cesarista, pero evidentemente él tenía mucho menos poder den-
tro de su partido que el de distintos presidentes de gobierno. ¿Cómo se 
ha producido esa evolución? Se debe considerar el análisis de medios de 
comunicación, de imagen, y a su vez la pérdida de cualidades en los par-
tidos, lo que resulta mucho más profundo en las comunidades autónomas.

El sistema de partidos

En este aspecto, hay dos datos que se deben tener presentes: por un 
lado, el sistema de partidos en España ha cambiado al grado de con-

vertirse en un bipartidismo imperfecto, en donde más que la presencia 
de la tercera fuerza política (izquierda unida), se caracteriza por la im-
portancia que han tenido las minorías nacionalistas para completar mayo-
rías de gobierno. Las encuestas en estos momentos están arrojando in-
formación referente a una pérdida de votos importante y significativa del 
partido popular y del partido socialista; curiosamente, la pérdida del par-

preverse es hasta cuando se dará la descompensación entre la crisis social 
y la fortaleza del sistema.

Una breve referencia para seguir explicando al Sistema Electoral es-
pañol en relación con las coaliciones es: la normativa interna, el Regla-
mento de la Cámara y la legislación de partidos, en ese desarrollo de una 
democracia fuerte, democracia de partidos y democracia estable, son tres 
piezas de la normativa constitucional que se van a desarrollar con la mis-
ma orientación: la creación de un sistema de partidos firme. Eso se va a 
comprobar perfectamente en el gobierno de España.

El Sistema Electoral español es un sistema proporcional que genera 
un resultado que beneficia a los dos primeros partidos, y aunque la ma-
yoría absoluta en teoría sea muy difícil, en la práctica no lo es tanto, ya 
que cincuenta por ciento de las ocasiones ha habido mayoría absoluta, y 
aun con algunas dificultades ha generado siempre un resultado de la 
primera fuerza política muy cercana a este tipo de mayoría, lo cual ha 
podido permitir conformar gobierno, aun estando en minoría.

Ese sistema electoral no había sido sometido a debate, salvo por algu-
na impugnación de izquierda unida, tercera fuerza política nacional y que 
lógicamente estaba perjudicada por y sin embargo, de dos años a esta 
parte, el sistema electoral es uno de los grandes temas a debate y parece 
que es la gran llave para arreglar todos los problemas del sistema político 
español, lo que indica que si se decide cambiarlo, se solucionará el proble-
ma de la representatividad, de la desafección y que incluso los partidos 
políticos se convertirán en unas instituciones perfectas. Se discrepa abso-
lutamente de ese análisis, pues se sigue pensando que el sistema ha sido, 
en esencia funcional. No está de más recordar que si alguna institución 
importante en nuestro país no es objeto de crítica, es la administración 
electoral, que es intachable y que nunca ha sido cuestionada, lo cual es 
realmente importante. El sistema ha integrado a los partidos nacionalistas 
y eso ha sido básico en el devenir de la España contemporánea, además 
de que ha sido elemental para la conformación de mayorías.

Hay otros aspectos que también son trascendentes: la regulación, la 
normativa interna del Congreso de los Diputados, así como la posición 
del diputado en el ordenamiento parlamentario español, en donde no 
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la institución central, pero para que lo sea por completo, los cambios no 
pueden ya ser cosméticos; evidentemente se necesitan funcionarios pro-
fesionales en un número elevado. He aquí otra paradoja social: la socie-
dad quiere un Parlamento fuerte como institución, pero no quiere una 
institución que gaste dinero. ¿Cómo va haber una oficina de control pre-
supuestario que cumpla su función si no se gasta dinero y si no se incor-
poran funcionarios muy calificados y bien remunerados? ¿Cómo se va a 
poder competir con el gobierno, si no se tiene los medios mínimos para 
hacerlo?, pero eso exige dinero, desde luego; desde la política hay que 
crear conciencia de que la democracia, las instituciones y su buen funcio-
namiento exigen también gastar dinero. Cuestión distinta es ¿cómo se 
gasta?, y las cuentas que se den de ese dinero.

Ahora, en el tema de las coaliciones cabe cuestionarse: ¿Cómo se ha 
gobernado desde estás dinámicas en España? En los sistemas parlamen-
tarios las coaliciones son relativamente habituales. En la República Fede-
ral Alemana, Bélgica, Holanda, Italia e incluso en un país presidencialista 
como lo es la Gran Bretaña, existe esa relación entre el Partido Liberal y 
el Partido Conservador.

La condición normal es que no exista mayoría absoluta, aunque hay 
que recordar el caso alemán, en donde la canciller Merkel obtuvo un 
resultado magnífico, se quedó a muy pocos votos de la mayoría absoluta 
y aun así ha apostado por la gran coalición, teniendo que hacer renuncias 
significativas en su programa, ya que para ella el objetivo fundamental es 
alcanzar una estabilidad que permita gobernar sin incertidumbres. Ac-
tualmente se necesitan medidas importantes que requieren un gran 
acuerdo social, un gran pacto. Por cierto, que el spd podía haber hecho 
coalición con las dos fuerzas de izquierda, es otro dato fundamental para 
entender Alemania.

En España, en las últimas diez legislaturas sólo han existido cinco 
mayorías absolutas. Lo interesante es que en las otras cinco legislaturas 
en las que no ha habido ese tipo de mayoría la estabilidad ha sido ex-
traordinaria; igualmente, en las dos legislaturas de Zapatero existió una 
estabilidad que fue más allá de la mayoría absoluta, a pesar de no haber 
tenido acuerdo de gobierno alguno con un partido nacionalista, consi-

tido popular no beneficia al partido socialista, ni provoca un crecimiento 
sustantivo de izquierda unida, que en algunas encuestas se ha acercado a 
cuatro o cinco puntos del partido socialista. Se muestra también la emer-
gencia con relieve de una tercera y una cuarta fuerza política de nivel 
nacional, como es la Unión Progreso y Democracia; asimismo, los parti-
dos nacionalistas mantienen la importancia que tienen, incluso Esquerra 
Republicana emerge como tercera fuerza importante de ámbito naciona-
lista, además del Partido Nacionalista Vasco y Convergencia y Unión. Se 
cree que el cambio no será tan fundamental, pero que puede ser suficien-
te para que la conformación de gobiernos vaya a complicarse mucho más 
en España. 

Por otra parte, se ha cuestionado sobre la posibilidad de que existan 
cambios en los partidos políticos. En teoría, el Partido Socialista está ha-
ciendo una apuesta por la renovación y por modificaciones en su funcio-
namiento interno; no obstante, ¿estos cambios van a ser efectivos?, ¿van 
a ser reales? Si lo son, ¿van a contagiar a otros partidos políticos? El 
Parlamento contemporáneo es control, ésa es su gran función y singula-
ridad, cuando legisla en realidad controla o intenta tener injerencia sobre 
las normas que manda el Poder Ejecutivo.

No obstante lo anterior, la principal debilidad del Parlamento se en-
cuentra en el control, ya que todo el sistema está construido para que el 
Parlamento no controle, ésta es la gran paradoja. Se necesita una institu-
ción que controle, que limite el poder, ésa es su función, eso es lo que lo 
singulariza, el control desde la pluralidad. Se ha construido un modelo 
en el que todo está hecho para que la capacidad de control del Parlamen-
to sea mínima, hasta la ordenación del debate parlamentario, donde no 
hay lugar para hacer efectivo el control. Cuando la economía crece, los 
ciudadanos están satisfechos, pero cuando se entra en una crisis de legi-
timidad por resultados, se mira a los parlamentos y se cuestiona su utili-
dad y finalidad.

España ha pasado por situaciones realmente complicadas en las co-
munidades autónomas y en esas situaciones el Parlamento no ha sido 
capaz de levantar la mano, por ello los ciudadanos tienen derecho a pen-
sar que esta institución no es útil para sus necesidades; el Parlamento es 
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mapa nuevo, se cree que dentro de dos años, el mapa político variará, 
porque aunque esa disminución no sea tan alta como hoy pronostican las 
encuestas, si fuese lo que hoy pronostican las encuestas existiría un esce-
nario político donde va a ser muy difícil encontrar una mayoría o la forma 
de una mayoría, y eso sucederá en un momento en el que, aunque se está 
acercando al final de la crisis y se haya producido una cierta recuperación 
económica, los ciudadanos estarán todavía lastimados y habrá muchas 
cosas por hacer. Éstos van a pedir legitimidad de resultados, van a pedir 
un gobierno fuerte, entonces habrá que debatir la viabilidad de un acuer-
do Partido Popular-Partido Socialista.

España es un país complejo y cuando se analiza el derecho parlamen-
tario y la forma de gobierno, se tiene que considerar que además del 
Estado, existen 17 comunidades autónomas que tienen también su pro-
pia dinámica; por ejemplo, la presidencialización, que todavía es más 
acusada en éstas, genera que los Parlamentos queden convertidos en algo 
casi anecdótico. 

Por otro lado, las mencionadas comunidades tienen condiciones par-
ticulares; por ejemplo: hay una propuesta de reforma de autonomía del 
Estatuto de Autonomía de Murcia, en un momento en el que es muy re-
mota la posibilidad de debatir la reforma de un Estatuto de esas caracte-
rísticas, es un tema totalmente ajeno a la agenda pública. Una propuesta 
de reforma que incluye la introducción de la figura del decreto ley en 
Murcia, una comunidad que nunca había manifestado interés por ello, es 
realmente llamativo, porque al final eso implica no sólo omitir al Parla-
mento, que es algo muy importante, sino también dejar indefensos a los 
ciudadanos en muchas ocasiones y elevar los Reglamentos a rango de 
decreto-ley. Se considera que es absolutamente nítido que en ninguna 
comunidad autónoma exista la necesidad del decreto ley, ya que si un 
gobierno autonómico quiere aprobar una ley, lo puede hacer en diez días 
y no hay un supuesto en una comunidad autónoma que exija esa perio-
dicidad. Lo importante era subrayar ese grado de presidencialización 
que el decreto ley evidentemente agudiza.

En las comunidades autónomas la coalición es una pauta relativamen-
te normal y se ha producido una situación excepcional, donde el Partido 

guiendo con eso que su gobierno fuese denominado “la geometría varia-
ble”, la cual duró ocho años. 

No obstante, en una ocasión un Presidente del gobierno español (Feli-
pe González), a un año de que finalizara su mandato, se vio obligado a 
disolver el Parlamento. ¿Por qué eso ha sido posible? Básicamente porque 
los partidos nacionalistas, especialmente Convergencia y Unión, adoptaron 
desde el primer momento la decisión de colaborar en lo que llamaban la 
gobernabilidad del país, con un apoyo exterior que indudablemente fue 
muy beneficioso. ¿Por qué? Porque como no formalizaba, la coalición no 
tenía coste, sin embargo sí alcanzaba réditos, influyendo en las decisiones 
y fundamentalmente en los presupuestos. A pesar de haber sido una estra-
tegia criticada, fue una estrategia no sólo legítima, sino positiva para el país, 
porque dio estabilidad al sistema y además integró a las formaciones nacio-
nalistas, aunque por otro lado no generó espíritu de coalición y ¿Qué suce-
de con la posibilidad de la coalición entre el Partido Popular y el Partido 
Socialista?, porque esa sería la otra variante: se piensa que la portentosa 
competitividad que existe entre dichos partidos es lo que hace que en Es-
paña no haya sido posible ni hablar siquiera de esta posibilidad.

Ahora, una pregunta de cara al futuro, en próximas elecciones es: 
¿Cuál va a ser el mapa del Congreso de los Diputados dentro de dos 
años? Resulta imposible saberlo hoy, pero se sabe que será diferente; si 
es medianamente distinto, cabe volverse a preguntar por las coaliciones, 
dando lugar al mismo debate que existe en México, ya que hay otra va-
riante fundamental: no sólo el mapa político va a ser mucho más frag-
mentado, con menos escaños para el Partido Popular y para el Partido 
Socialista y más escaños para una tercera y una cuarta fuerza política, 
sino que los votos que “no van a contar” para la posible conformación de 
una mayoría, se van a incrementar; los escaños entre Convergencia, Esque-
rra Republicana y algunos otros partidos, serán más amplios; esto es posi-
tivo, ya que dichos partidos nunca van a entrar a un posible acuerdo de 
gobierno.

Por lo tanto, poder llegar a 165 diputados en el probable caso de que 
no exista mayoría absoluta en esa legislatura va a ser muy complicado, 
porque no va a poder lograrse con un solo partido nacionalista. Es un 
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ta al final una idea de mayor control, en donde el Parlamento estaría lla-
mado a llevar a cabo su papel fundamental. 

La desafección de los ciudadanos es real, pero no es creíble que sea 
tan acusado su traslado a la escena política, por lo menos de manera in-
mediata, aunque eso no significa que el riesgo no exista; por eso las de-
bilidades no deben de ser menospreciadas y esa necesidad de los 
ciudadanos de un modelo que de respuesta es cierto. Al pasar el tiempo, 
se va reivindicando cada vez más la necesidad de la democracia repre-
sentativa, se debe reivindicar. Existe un problema de calidad en la repre-
sentación que es esencial: la democracia es, entre otras cosas, la igualdad 
del ciudadano en el ejercicio del poder; la democracia participativa rom-
pe esa igualdad, porque al final unos ejercitan el poder mucho más que 
otros, unos son los que siempre están presentes y otros no, pero para que 
eso sea verdad y funcione se debe reivindicar con fuerza la calidad y para 
mejorar la calidad de la representación hay que cambiar necesariamente 
instituciones y pautas de comportamiento, entre ellas, el Parlamento.

Finalmente, en relación con la coalición, se considera que el Con-
greso de los Diputados que surja del nuevo proceso electoral, aunque 
no tenga cambios aparentemente muy importantes, pueden ser sufi-
cientes como para que no sea tan fácil desechar completamente un po-
sible acuerdo de gobierno, por no decir coalición entre Partido Popular 
y Partido Socialista; no se sabe si los ciudadanos van a pedir ese acuer-
do a pesar de esa competitividad que subyace a la sociedad española 
con el fin de superar algunas cuestiones que todavía siguen pendientes 
en nuestro país.

Popular y el Partido Socialista no llegaron a coalición de gobierno, pero sí 
a un acuerdo; el Partido Popular le permitió al Partido Socialista formar 
gobierno en el país Vasco y lo sostuvo durante toda la Legislatura. Han 
existido también acuerdos entre fuerzas políticas distintas ideológicamen-
te, de centro izquierda para centro derecha o incluso derecha. Entonces, ha 
habido mucha más flexibilidad ideológica en las comunidades autónomas 
que en el Estado, porque no es lo mismo la competitividad en el Esta-
do que en las comunidades autónomas, en donde ésta puede ser me-
nos rígida.

Un dato que ha sido bastante discutido es que, en ocasiones, el Pre-
sidente de la comunidad no ha sido el más votado, es decir, se ha llega-
do a ofrecer la Presidencia a la segunda o incluso a la tercera fuerza 
política. Éste fue el caso de Cantabria, en donde se otorgó la Presiden-
cia a la tercera fuerza. La relación entre Estado autonómico y sistema 
de partidos es un tema que merece estudio, porque cada comunidad 
autonómica genera un sistema de partidos; pero algo más importante es 
que el sistema autonómico, es decir, el federalismo, ha influido neta-
mente en la estructura de los partidos políticos y también es un tema 
poco estudiado.

En conclusión, el sistema político español ha tenido un éxito incues-
tionable y no sólo por esa eficacia en la construcción del sistema de 
partidos, sino además por la estabilidad, por los resultados y sobre todo 
por lo que ha supuesto para los ciudadanos ese modelo, porque fue lo 
que se buscó desde la idea de eficacia. A su vez, ese éxito tenía dentro de 
sí los anticuerpos que podrían provocar los vicios que se han manifestado 
con todo su esplendor en la crisis política. Esos anticuerpos básicamente 
han sido: una excesiva fortaleza de los partidos políticos, una excesiva 
presencia de los mismos que, a su vez, han ido diluyendo paulatinamente 
los instrumentos de control y éstos se han ido erosionando porque bajo 
la idea de estabilidad y de necesidad de partidos fuertes, se ha diluido el 
aparato institucional.

Se cree que es posible que España supere la crisis económica, pero 
necesita someter a una revisión profunda su sistema institucional, para 
reivindicar elementos esenciales y natos al Estado de derecho y represen-
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El orden de la reflexión se orientará en abordar cinco puntos: 1. Con-
cepto y razones para formar gobiernos de coalición en los sistemas 

presidenciales por contraste con los parlamentarios. Se hará un plantea-
miento general sobre el tema para después sólo referir al sistema presiden-
cial mexicano; 2. Resistencias en el sistema presidencial mexicano para 
imprimir formalidad a los gobiernos de coalición cuando éstos se han con-
certado; 3. Razones que aconsejan la formalidad en la concertación del 
gobierno de coalición en México y, en este contexto, la implantación de la 
institución del gabinete con rango constitucional; 4. Interacción entre el 
gobierno de coalición y el control interorgánico del poder a propósito de 
identificar las tareas de diseño institucional que derivan de tal interacción; 
y finalmente 5. Se establecerán las conclusiones pertinentes. 

1. 
Concepto y razones para formar gobiernos de 

coalición en los sistemas presidenciales por contraste 
con los parlamentarios

En los sistemas presidenciales se entiende por gobiernos de coalición 
a la unión temporal para gobernar de diferentes partidos políticos, 

64
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La decisión de coaligarse con otras fuerzas políticas depende, en pri-
mer lugar, del resultado de las elecciones al Congreso del partido en el 
gobierno, esto es, al partido del presidente de la República. Cuando el 
partido del Presidente no obtiene la mayoría necesaria en el Congreso 
para que sus iniciativas de ley y de presupuesto sean aprobadas, el incen-
tivo para coaligarse es explicablemente muy elevado. 

En segundo lugar, la necesidad de coaligarse puede ser más o menos 
intensa, dependiendo de las competencias que la Constitución le otorga 
expresamente al Poder Legislativo para el perfeccionamiento formal de 
acciones de gobierno impulsados por el Presidente. Entre ellas destacan 
por su importancia:

• La aprobación del programa de gobierno.
• La aprobación del presupuesto.
• La aprobación de nombramientos de los miembros del gabinete.

En tercer lugar, como sugiere Dieter Nohlen, la necesidad de coali-
garse en el sistema presidencial depende de la forma en que se interrela-
cionan el sistema de partidos políticos y el sistema electoral en cada país. 

Para concluir este primer apartado, ha de señalarse que en el sistema 
presidencial el Presidente puede elegir no gobernar en coalición a pesar 
de que su partido no sea mayoritario en el Congreso. ¿Cuál es la raciona-
lidad de una coalición que le vincula políticamente por al menos, la du-
ración de una legislatura? El Presidente puede gobernar por ítem, es 
decir, puede preferir impulsar por segmentos su programa de gobierno. 
Para ello, negocia tácticamente con una u otra formación política con 
representación en el Congreso el apoyo para una política pública especí-
fica que le interesa y que requiere la aprobación de una o varias piezas 
legislativas y sus respectivas partidas presupuestales. 

los cuales, mediante un pacto, acuerdan impulsar un proyecto común de 
gobierno que depende de los compromisos asumidos en el seno de los 
poderes Ejecutivo y Legislativo para su eficacia. 

La asunción de un programa compartido de gobierno, a fin de que 
genere un sistema de competencias de separación de poderes, debe 
tener necesariamente su proyección en las instancias de decisión del 
Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. Por ello, generalmente, los go-
biernos de coalición se manifiestan en la composición del gabinete del 
Poder Ejecutivo, cuando algunos personajes de los partidos coaligados 
ocupan diversas secretarías o direcciones de órganos desconcentrados 
y descentralizados, así como posiciones en el rango burocrático inme-
diatamente inferior; además, el gobierno de coalición se suele proyectar 
igualmente en la integración de las comisiones del Congreso, donde los 
partidos coaligados negocian para adquirir el control de las posiciones 
que les permitirán impulsar, desde el Congreso, el programa común de 
gobierno. 

Como es sabido, y a diferencia del sistema parlamentario, en el siste-
ma presidencial, el Presidente de la República —que es jefe de gobierno 
y a la vez jefe de Estado—, por disposición expresa de la Constitución, no 
depende para su permanencia de la confianza de una mayoría relativa o 
absoluta en el Parlamento, por lo que el Presidente puede permanecer en 
el cargo durante todo el periodo por el que fue electo, incluso teniendo 
una clara minoría de su partido político dentro del Congreso. 

Siendo así, la razón para que se formen coaliciones de gobierno es 
distinta en el sistema presidencial que en el sistema parlamentario, al 
menos en el plano de los incentivos constitucionales: la coalición para 
gobernar en el sistema presidencial es una condición necesaria para ejer-
cer el poder de dirección política a cargo del Presidente de la República, 
mientras que en el sistema parlamentario, la razón de conformar una 
coalición es obtener una mayoría, así sea relativa, como condición nece-
saria para formar gobierno y para que éste se mantenga en el tiempo que 
dure la legislatura.

El incentivo para que se formen coaliciones de gobierno en el sistema 
presidencial obedece a la interrelación de tres razones principales:
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el pueblo para impulsar un programa de gobierno; tienen un mandato 
democrático para ello. Pasadas las elecciones, los partidos políticos se 
pueden unir con otros para impulsar su plataforma electoral en la medida 
que le aconsejen sus números en el Congreso. Estas son concertaciones 
legítimas sobre la definición por objetivos y sobre cómo se habrá de 
ejercer el poder político durante el periodo de una legislatura. 

Lo que es ilegítimo de los gobiernos de coalición, es mantener en se-
creto el contenido de los objetivos de su pacto. Dicha práctica evade la re-
gla general de transparencia en el ejercicio del poder público, la oportunidad 
para la rendición de cuentas y la asunción de responsabilidades políticas 
—elementos consustanciales de una auténtica democracia representativa—.  

La pregunta entonces es ¿por qué se prefiere en México el gobierno 
de coalición bajo la mesa cuando éste se ha llegado a producir? La res-
puesta es que el gobierno de coalición formal y abierto, ha tenido un 
proceso de aceptación muy difícil en el sistema, básicamente por dos 
razones: 

La primera de ellas es que el sistema presidencial mexicano, con un 
sistema de partidos plural, se forma en el último cuarto del siglo xx, a 
partir de la deconstrucción de un sistema de partido hegemónico y don-
de las oposiciones se afirmaron ante los ciudadanos como fuerzas demo-
cratizadoras por su claro contraste con el pri, que era el partido en el 
gobierno. Para ganar adeptos para la democratización del país, las oposi-
ciones sistemáticamente tomaban clara distancia del partido en el gobier-
no en el discurso político dirigido a la sociedad. Éste fue estigmatizado, 
por lo que la lucha contra el partido en el gobierno era también por la 
democracia, no podía haber transacción en este punto; todo partido que 
conviniera alguna cuestión con otro en el gobierno era estigmatizado 
como traidor a la causa de la democracia.

Con ello, en los años ochenta y noventa del siglo xx, se producen 
uniones estratégicas de partidos de oposición para democratizar el siste-
ma político, uniones sobre principios fundacionales de un nuevo sistema, 
que va a tener su fruto en el año 2000 con la alternancia en el Poder 
Ejecutivo con Vicente Fox como candidato del Partido Acción Nacional. 
Pero hay que aclarar que estas alianzas no eran coaliciones, en el sentido 

2. 
Resistencias en el sistema presidencial mexicano para 

imprimir formalidad a los gobiernos de coalición 

A un observador extranjero interesado en los gobiernos de coalición 
seguramente le llamará poderosamente la atención la forma tan exten-

sa y detallada de cómo en México se regulan en la Constitución Federal y 
en las leyes en materia electoral las coaliciones electorales, así como la total 
ausencia de pactos formales escritos de coalición para gobernar entre dos 
o más partidos políticos con la formación partidista del Presidente. 

El que no se publiquen los pactos de coalición para gobernar en el 
Diario Oficial de la Federación no significa que no existan. Hay indicios 
suficientes para afirmar que las coaliciones existen en el sistema presi-
dencial mexicano, al menos desde 1988, cuando el entonces partido en el 
gobierno perdió la mayoría suficiente para reformar por sí solo la Cons-
titución —Ley que en México ha mutado para convertir buena parte de la 
misma en una ley del gobierno en turno para introducir sus objetivos 
políticos y que se distingue de las demás leyes por contar con un proce-
dimiento agravado de reforma—. 

Sin embargo, ha sido práctica común desde el concierto de acciones 
de gobierno entre el pri y el pan, impulsado por el ex Presidente Carlos 
Salinas de Gortari hasta el día de hoy, que las coaliciones no se acuerden 
de cara a la sociedad. La última evidencia de que dichas coaliciones exis-
ten en el sistema presidencial mexicano la ha dado a manera de testimo-
nio la profesora Elba Esther Gordillo, que hacia el final del sexenio del 
Presidente Felipe Calderón Hinojosa del pan, confirmó expresamente, al 
ser entrevistada en un diario de circulación nacional, que había existido 
un acuerdo para gobernar entre el pri y el panal.

Debe subrayarse que la estrategia de un Presidente de la República 
de coaligar su partido político para gobernar con otro u otros partidos 
con representación en el Congreso, es legítima y conforme a la Constitu-
ción en el sistema presidencial mexicano. Los partidos políticos con re-
presentación en el Congreso, identificados y cohesionados en grupos 
parlamentarios, son fuerzas políticas que, por separado, son votadas por 
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• Nombrar y remover libremente a los más altos funcionarios de su 
gobierno, sin consultar al Congreso. 

• Elaborar el presupuesto de egresos de la Federación y presentarlo 
ante el Congreso sin participación de ningún miembro de su gobierno.

• Modificar el presupuesto de egresos, sin consulta previa al Congre-
so, porque el presupuesto aún no tiene textualmente en la Constitu-
ción mexicana la naturaleza de ley formal y material.

Con tales disposiciones incorporadas expresamente en la Constitución, 
o por vía de interpretación constitucional, la necesidad que pueda sentir un 
Presidente de la República de concertar un acuerdo de gobierno de cara a 
la sociedad, es prácticamente nula, es un acto optativo del Presidente. 

3. 
Razones que aconsejan la formalidad en la 

concertación del gobierno de coalición

Se ha dicho al inicio de esta reflexión que una de las razones para 
formar gobiernos de coalición es la posibilidad que le ofrece al Presi-

dente para ejercer eficazmente el poder de dirigir la acción de gobierno 
durante el periodo de una legislatura. También se ha mencionado que el 
Presidente puede optar alternativamente por gobernar vía ítem y no por 
una coalición estable. Estas son posibilidades abiertas por la Constitu-
ción, que se dejan a la decisión estratégica del Presidente, y que éste 
toma en razón de los resultados de las elecciones después de cada pro-
ceso electoral para integrar el Poder Legislativo. 

Lamentablemente, en ambos casos, los presidentes mexicanos suelen 
optar por mantener en secreto el contenido de sus pactos. Esta es una 
decisión que no se refiere a un instrumento de gobierno, sino al control 
del gobierno y, por consiguiente, no debería ponerse en el mismo rubro, 
no debería estar en su radio de decisión.

La necesidad de introducir formalidades de los pactos y de hacerlos 
de conocimiento público son de orden democrático: obedecen al objeti-

técnico de la palabra, para impulsar un programa de gobierno, sino sim-
plemente la unión de fuerzas democratizadoras. 

Inmediatamente después que el partido hegemónico fue finalmente 
vencido en las elecciones federales para la presidencia de la República 
en el año 2000, se planteó al nuevo partido en el gobierno —el pan— el 
problema práctico de cómo gobernar en dos sexenios consecutivos. 
Había llegado el momento de reeducar al pueblo a través del discurso 
político sobre el significado de la concertación entre partidos como una 
estrategia legítima para gobernar en democracia, pero esta tarea no se 
acometió. Cuando el nuevo partido en el gobierno tuvo la necesidad de 
apoyo político en el Congreso, recurrió una vez más a los pactos de 
coalición opacos. 

Ahora bien, como se puntualizó anteriormente, hay una segunda razón 
por la cual se resiste a la implantación formal y transparente de la coalición 
del gobierno en el sistema presidencial mexicano. Esta razón es que el 
modelo de presidencia unipersonal, alojado en la Constitución Mexicana 
desde 1917, le permite al Presidente gobernar con pocos límites durante su 
mandato, sin posibilidad de que se le exija responsabilidad política, duran-
te o después de concluido su periodo de gobierno, potestades de las que 
le es difícil desprenderse. Este modelo presidencial, proyectado en sus días 
por Venustiano Carranza, siguió las pautas sugeridas por Emilio Rabasa. El 
notable jurista chiapaneco argumentó que el problema de México provenía 
de la inestabilidad política que generaba atribuciones establecidas en la 
Constitución demasiado potentes del Congreso sobre el Presidente y que 
habría que corregir este defecto constitucional. En consecuencia con el 
planteamiento de Rabasa, el nuevo diseño constitucional que efectivamen-
te se implantó en la Constitución desde 1917 abogaba, no por equilibrar las 
relaciones entre poderes, sino por desequilibrar las relaciones entre el 
Congreso y el Presidente en beneficio del jefe del Poder Ejecutivo. En 
suma, un modelo que le permitiera al Presidente gobernar sin interferen-
cias del Congreso. Es por ello, y también por la inercia de la interpretación 
constitucional sobre las cláusulas de relaciones entre poderes, que al día de 
hoy en México el Presidente puede:
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Estructura del Congreso.

La institución del Gabinete es recomendable para imprimir eficacia a un 
gobierno de coalición y es recomendable por partida doble, porque tam-
bién se convierte en un instrumento de control intraorgánico en los go-
biernos de coalición. En teoría, éste opera en cualquier escenario posible 
que se presente en el sistema presidencial, es decir, opera como instancia 
de control en el gobierno de coalición, o cuando los números del partido 
en el gobierno son suficientes en el Congreso para que el Presidente 
decida gobernar en solitario. 

El gabinete con rango constitucional es garantía para la toma de las 
decisiones públicas inteligentes, porque obliga al diálogo e incrementa 
sustancialmente las posibilidades para que se gobierne mejor. Y para lo-
grar esto último, no hay otro camino que quitarle al Presidente la potes-
tad constitucional de decidir sin consultar a nadie las decisiones del 
Poder Ejecutivo y, de manera especial, la potestad de dirigir la acción del 
gobierno. Un importante estudio científico del profesor Michael Shermer 
publicado en la revista Scientific American demuestra con evidencia empí-
rica algo que la intuición y un refrán popular han dicho desde siempre, 
que dos cabezas piensan más que una, y que un cuerpo colegiado piensa todavía 
mejor que dos cabezas.

4. 
Interacción entre el gobierno de coalición 

y el control interorgánico del poder

Jorge Carpizo y Diego Valadés sugieren en sus estudios que, para ra-
cionalizar el sistema presidencial mexicano, además de construir un 

control intraorgánico mediante el gabinete —que al día de hoy lamenta-
blemente no existe—, se ha de reforzar el control sobre el gobierno desde 
el Congreso y, particularmente, hacer efectivos los instrumentos de con-
trol congresual existentes, tales como las preguntas, las interpelaciones, 
así como el ejercicio más decidido del poder de la bolsa, cuyas posibili-

vo de incrementar el control sobre el gobierno, lo que a su vez eleva 
tanto la calidad de la toma de decisiones políticas, como el desempeño 
en la fase de su ejecución. Los beneficiados de los gobiernos de coalición 
formales y públicos, son los ciudadanos —no el Presidente ni los dirigen-
tes de los partidos políticos coaligados—. 

Sin embargo, como ya se ha puntualizado, los incentivos para plan-
tear abiertamente un gobierno de coalición mediante un pacto formal 
público son bajos en el sistema presidencial mexicano por el diseño 
constitucional existente de Ejecutivo unipersonal con controles débiles 
desde el Congreso. 

¿Cómo remediar esta situación? Para introducir incentivos para que el 
Presidente se vea en la obligación política de hacer del dominio público 
sus acuerdos de gobierno, es absolutamente necesario incorporar con 
rango constitucional la figura del gabinete, integrado por miembros que 
requieran de su confianza, pero también en algún grado, de la del Con-
greso. Una medida básica en este sentido es que el Presidente requiera la 
opinión y consentimiento del Congreso para el nombramiento de las 
personas que integran su Gabinete, como garantía de solvencia profesio-
nal y ética sobre quienes ejercerán como consejeros y ejecutores de las 
políticas públicas. Por el momento, el Presidente mexicano designa y re-
mueve libremente a los “Secretarios de Despacho”, potestad que provie-
ne directamente —incluso con el mismo nombre— de la Constitución de 
Cádiz, y que regulaba una monarquía en el siglo xix. Una segunda medi-
da complementaria es que se establezcan con rango constitucional las 
potestades constitucionales del gabinete, entre ellas, la de al menos opi-
nar sobre el programa de gobierno, sobre las iniciativas de ley que se han 
de presentar ante el Congreso, y sobre el proyecto de la ley de ingresos 
y el presupuesto de egresos.

La inducción de la colegiación en la sede del Ejecutivo para la toma 
de las decisiones públicas debe tener su correlato en el Congreso, que ha 
de tener la potestad de aprobar el programa de gobierno y los presu-
puestos que le acompañan. Tales medidas tornarían públicos los acuer-
dos para gobernar, donde se fijan los objetivos y los instrumentos de 
toda gestión.
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En México el Tribunal Federal de Justicia Fiscal Administrativa fue de 
nacimiento tardío, probablemente porque los presidentes mexicanos no 
deseaban establecer un tribunal cuya única misión institucional fuese la de 
frenar la arbitrariedad del Ejecutivo. Se creó tardíamente en el siglo xx, 
pero se organizó fuera del Poder Judicial, lo que no es casualidad, sino que 
obedece a un diseño deliberado que le resta potencia de control. 

El profesor de la Universidad de Chicago, Tom Ginsburg, ha estudia-
do la función que desempeñan los poderes judiciales en sistemas autori-
tarios y explica que ésta es de legitimación del régimen, pero no de 
auténtico control. Para que los tribunales sirvan solamente de fachada, se 
les atribuyen competencias de control de legalidad, más no de control 
constitucional; y además se recurre a dispersar las funciones jurisdiccio-
nales en tribunales especializados fuera del Poder Judicial, pues así son 
más fáciles de colonizar y manipular desde el gobierno.

Por lo que respecta al control interorgánico jurisdiccional, puede afir-
marse que México se encuentra en transición; ya que se han otorgado 
potentes potestades de control constitucional a la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación y que ésta las ejerce con absoluta libertad. Pero en 
contraste, todavía se tiene un control de la legalidad administrativa débil, 
atribuible en parte al diseño institucional de un tribunal especializado, 
como lo es el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. Tam-
bién porque desde la academia se ha mantenido en la penumbra a dicho 
tribunal y sus decisiones; la mayoría de los estudios realizados, se han 
concentrado solamente en el control constitucional, así como en la justi-
cia interamericana.  

La eficacia en el gobierno que garantizan las coaliciones tiene un 
correlato negativo: se incrementa el apoyo al gobierno y en la misma 
medida se disminuye el control sobre el gobierno desde el Congreso. El 
barco se dota de velas pero no de ancla. Este es el gran tema de los go-
biernos de coalición, que no se puede pasar por alto al diseñar, tanto el 
sistema de control parlamentario y de control constitucional, como de 
legalidad administrativa a cargo del Poder Judicial. 

dades aún no se han distinguido en toda su amplitud y por tanto todavía 
no arroja los resultados esperados de control político. 

Haciendo el contraste con lo que sucede en el sistema parlamenta-
rio, Diego Valadés dice que no existe peligro en afianzar tales instru-
mentos de control parlamentario, porque el control congresual no pone 
en riesgo la permanencia del gobierno como puede llegar a suceder en 
el sistema parlamentario. Se coincide en esta proposición y se agrega 
que esta idea tiene que ver con lo que Héctor Fix Zamudio denominara 
“la garantía de los derechos de las oposiciones”. En otras palabras, la 
coalición está dirigida primariamente a lograr la eficacia de traducir a la 
realidad el objetivo, que es un programa de gobierno compartido. Pero 
es de advertir que ello puede reducir el poder de control político sobre 
el gobierno desde el Parlamento —no formalmente, sino materialmen-
te—, ya que por definición, la coalición busca lograr mayoría en el Par-
lamento. Y esa mayoría, en uso de las potestades que le otorga la Ley 
interna del Congreso, es la que decide en ejercicio de la regla de la 
mayoría, administrar la aplicación y tiempos de los instrumentos con-
gresuales de control, tales como la formación de comisiones de investi-
gación, las preguntas parlamentarias, las sesiones de interpelación, o la 
determinación de exigir responsabilidad política a algún funcionario 
concreto del Presidente.

Por ello se debe, como sugiere Héctor Fix Zamudio, reforzar “la ga-
rantía de los derechos de las oposiciones”. El control político interorgá-
nico que las oposiciones propician desde el Parlamento, controla la 
inteligencia de las políticas públicas y el desempeño de la gestión de 
éstas que, por esa razón, deben estar protegidas por el tribunal constitu-
cional. Es una tendencia mundial —y México no es la excepción— que el 
tribunal constitucional interprete cada vez más cláusulas constitucionales 
relativas a las relaciones entre poderes, que antaño el tribunal constitu-
cional pasaba por alto por ser consideradas political questions. Pero el 
control interorgánico jurisdiccional del sistema presidencial mexicano 
tiene todavía una tarea más básica que la de ampliar el espectro del con-
trol constitucional. Ésta consiste en fortalecer el control judicial de la 
legalidad administrativa.
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5. 
Conclusión

La teoría indica que los gobiernos de coalición se forman en los sistemas 
presidenciales a instancias del jefe del Poder Ejecutivo para poder dirigir 
la acción pública. Los gobiernos de coalición se han formado ya en el 
sistema presidencial mexicano, pero no son abiertos. 

El argumento por los gobiernos de coalición en México no es la falta 
de eficacia entendida esta como desencuentro entre el Congreso y el 
Presidente, porque si se toma en consideración el número de reformas 
constitucionales aprobadas desde el año 2000, cuando se produce la al-
ternancia, las cifras indican un claro entendimiento entre Poderes. El ar-
gumento por el sistema presidencial de coalición formal es que se 
racionaliza el ejercicio del poder al participar en la toma de decisiones en 
sede del Poder Ejecutivo. 

Por el momento los presidentes en México pueden gobernar eficaz-
mente, si por ello se entiende la toma de las decisiones políticas sin resis-
tencia. Pero gobernar eficazmente no significa gobernar inteligentemente. 
Gobernar eficazmente quiere decir que la toma de la decisión política y 
su ejecución se produce sin apenas resistencias argumentativas, pero no 
necesariamente que sea una gobernación inteligente. Prueba de ello es 
que con un país con enormes riquezas humanas y materiales —como el 
petróleo, y otros minerales o las costas— más de la mitad de los mexica-
nos viven en situación de pobreza. Esto significa que las decisiones toma-
das en las últimas décadas fueron desacertadas, o que lo fue la gestión, o 
una combinación de ambas. 

Con este panorama social se acerca al cumplimiento de los 100 años 
de la Constitución de 1917, que introdujo los derechos sociales, cuya 
garantía es sobre todo de naturaleza política. La garantía política de los 
derechos sociales está integrada en un sistema presidencial concentrador 
del poder, que por ello no ha rendido resultados sociales aceptables.
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Forma de gobierno y coaliciones 
en Centroamérica

•
jean paul vargas céspedes
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A fin de realizar un análisis sobre la forma de gobierno en Centroamé-
rica y las coalisiones, resulta indispensable reflexionar primero si en 

dicha zona es posible hablar de conceptos tales como coaliciones, sus 
modelos de gestión, estabilidad partidaria y la cultura de los pactos; los 
temas principales que pueden ser abordados con base en las siguientes 
reflexiones:

La cooperación política es la síntesis del aprendizaje cuando se anali-
za la región Centroamericana, la cual incluye a países como Guatemala, 
Honduras, El Salvador, Costa Rica, Nicaragua y Panamá. Este tipo de 
cooperación es un factor determinante y crucial para la calidad de las 
políticas públicas y representa un constructo histórico que requiere de 
incentivos políticos e institucionales; además, no sólo comprende las re-
glas del juego, sino también muestra cómo los actores interactúan a tra-
vés de estas reglas y pueden encontrar márgenes de flexibilización 
institucional. La viabilidad de las políticas públicas siempre va a depen-
der más de la habilidad política que de la rigurosidad técnica; la capaci-
dad de una política de mantenerse y de ser efectiva depende de la forma 
en que es preparada.

El proceso de la cooperación política tiene un impacto en la calidad 
de las políticas públicas. Ejemplo de ello se da cuando las negociaciones 
se hacen a espaldas del pueblo, en donde se genera una confrontación 
entre la legitimidad de ejercicio y la legitimidad de origen. Se requiere, 
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pero sin ese costo político, entonces, se lo endosan a los diputados salien-
tes, porque como no hay reelección, les piden que se conviertan en már-
tires de la gestión política.

Asimismo, la falta de sanciones institucionalizadas al cumplimiento 
de los acuerdos aumenta la democracia de la calle; cuando la gente sien-
te que ha habido consensos, que han existido pactos, que ha habido 
mecanismos de colaboración, pero que no se cumplen. ¿Cuál es la parti-
cipación ciudadana cuando se hicieron con un enfoque de transparencia 
ciudadana y esto no se cumple?, en este caso, se incentiva la conflictivi-
dad social. Habrá que extender los horizontes de cooperación, estabili-
dad y continuidad; esto quiere decir que se tienen que incentivar más 
políticas de estado y no políticas de gobierno; políticas que superen un 
periodo constitucional y permitan tener presencia.

Pero, ¿cuáles son los desafíos? Países como Guatemala presentan algu-
nas singularidades: en el periodo constitucional pasado sólo 25 por ciento 
de los diputados terminó en las bancadas en que éstos iniciaron; en tales 
casos, cuando se habla de una tasa de 75 por ciento de transfuguismo, es 
difícil hablar de políticas de Estado. En países como éste, en donde un 
partido político no sobrevive más allá de ocho años, ¿cómo puede hablarse 
de una política de Estado o de gobierno? A veces hay que aceptar las rea-
lidades para tomar en cuenta los diseños institucionales de cada lugar.

La parte final de este análisis busca esclarecer cómo desde el Ejecu-
tivo se construyen coaliciones y se analizan los modelos de gestión desde 
las presidencias de Centroamérica; al respecto, cabe preguntarse ¿qué 
pasaría si en México se hiciera una coalición de oposición donde todas 
las bancadas de oposición controlaran el Congreso de los Diputados, 
donde el oficialismo no tuviera mayoría en la comisión de presupuesto? 
Esa situación le ocurrió a Costa Rica en el segundo año del periodo cons-
titucional: todos los partidos de oposición controlaron la Asamblea Le-
gislativa y el país funcionó como si hubiesen existido dos motores: por 
un lado, gobernado por el partido oficialista del Poder Ejecutivo; por 
otro lado, una alianza de oposición que controlaba la Asamblea Legisla-
tiva, y que desde luego, modificaba el presupuesto, alterando un cúmulo 
de cuestiones con las complejidades politicas que esto representa.

entonces, de centrar la atención en la brecha que existe entre la negocia-
ción y la implementación de acuerdos que permitan la sobrevivencia 
política y la aceptación social; a veces, lo ideal es enemigo de lo perfec-
to, por lo que en esos casos cabe hablar de instituciones ideales, más no 
de instituciones reales y posibles.

Por ello, debe tenerse cuidado con las recetas universales que igno-
ran las especificidades de los países. Por ejemplo, se ha reflexionado acer-
ca de que el Plan Nacional de Desarrollo en México no pasa por la 
aprobación del Congreso; al respecto, cabe mencionar que en Centroa-
mérica ningún Plan Nacional de Desarrollo pasa por la aprobación del 
Congreso, es más, en Guatemala ni siquiera se hace un Plan Nacional de 
Desarrollo, es el plan político del partido lo que funge como tal. En Cen-
troamérica, las coaliciones para mantener al gobierno no tienen que pasar 
por el Congreso, cuestión que se analizará a continuación.

Los procesos de reforma del Estado son los más duraderos, pero 
también los más difíciles cuando se habla de consensos, pactos, alianzas 
y compromisos. Siempre que se propone una reforma del Estado, se ge-
nera una mayor capacidad de incentivos y motivación de los actores po-
líticos y esto tiende a ser más duradero siempre y cuando los horizontes 
se amplíen a largo plazo. Si se piensa en negociaciones de corto plazo, es 
muy difícil construir coaliciones se requiere capacidad general, moneda 
de transacción y procesos múltiples para la articulación de acuerdos. 
¿Qué se entiende por moneda de transacción? Se sabe que el concepto es 
un poco violento, pero se entiende que los espacios se negocian en la 
agenda legislativa y temas de proyectos. Es decir, ¿cómo crear incentivos 
políticos que permitan abrir espacios de diálogo? Nadie quiere colaborar 
con un gobierno impopular y ésta es una forma fundamental: siempre 
que el gobierno va mal la gente se libra, pero cuando el gobierno va bien, 
la gente se une, porque lo que se busca es ganar y son realidades que no 
se puede dejar de lado.

Los incentivos de cooperación decrecen conforme se aproximan las 
elecciones cuando no hay viabilidad de reelección; esto es un máxima sí, 
y sólo sí, existe la posibilidad de una reforma fiscal que los gobiernos 
entrantes o los candidatos presidenciales entrantes quieran introducir, 
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El monopolio en los partidos políticos lo tiene Costa Rica, Nicaragua 
y El Salvador. En El Salvador permiten listas; para ser presidente o alcal-
de, se debe ser representante de un partido político, pero para ser dipu-
tado se puede tener libre postulación. Hay países que tienen libre 
postulación en Centroamérica, es el caso de Honduras, El Salvador y 
Panamá, aunque la libre postulación ha demostrado ser un fracaso: una 
gran cantidad de personas se postulan, pocas personas tienen los requi-
sitos, muy pocas terminan siendo electas, y al final terminan convirtién-
dose en tránsfugas ciudadanos, alineándose a la bancada oficialista. Eso 
es un poco la historia y la tutela del principio de pluralismo, básicamente 
en Costa Rica y Nicaragua.

Puede apreciarse cuáles son las competencias constitucionales y qué 
dan las leyes electorales a los partidos políticos en la región, en síntesis: 
cuando se observan las funciones, en materia de políticas públicas, éstas 
son escasas, y en una segunda instancia, se tiene que tomar en cuenta que 
hay una gran debilidad y en este momento hay una discusión en Centro-
américa sobre si se requiere crear una ley de partidos políticos separada 
de la ley electoral, ya que lo que existe en la región son capítulos de 
partidos políticos inmersos dentro de las leyes o códigos electorales, y 
cuando se habla de partidos políticos, básicamente es en su rol electoral.

En cuanto a cuáles son los instrumentos en materia de financiamien-
to de partidos políticos, existe un sistema bastante similar en toda la zona 
y hay una limitación similar de la duración de las campañas en casi toda 
la región. Vale la pena analizar ahora el índice de fluidez de la oferta 
partidaria en cada país; éste indica cuántos partidos aparecen y desapare-
cen en un proceso electoral.

La tendencia en Guatemala es que entre 30 por ciento y 35 por ciento 
de los partidos aparecen y desaparecen entre cada proceso electoral, con 
lo que se da un problema de lo que es la estabilidad partidaria. En el caso 
de El Salvador, la tendencia es de entre 6 por ciento y 8 por ciento, lo que 
permite una mayor estabilidad, ahí donde se cuenta con una fluidez de 
los partidos bisagra principalmente. Honduras tiene la estabilidad más 
baja de la región centroamericana desde 1980 hasta la fecha, entre un 0 
y un 1.75 por ciento; es decir, el único impacto que había era un nuevo 

Para entrar en materia de estabilidad partidaria, así como para entender 
un poco el cómo se generan los consensos, se debe comprender la dinámi-
ca existente entre los sistemas electoral, de partido y de gobierno. Hay que 
tomar en cuenta que la constitucionalización partidaria en Centroamérica 
es de reciente creación: en Guatemala, Panamá y Costa Rica se dan en la 
década de los 40s y los 50s, mientras que en El Salvador, Honduras y Ni-
caragua surge en los 70s una base constitucional de los partidos.

Resulta indispensable precisar cuál fue el arribo democrático en Cen-
troamérica que, como región, conoce la concordia hasta la firma de los 
acuerdos de paz en Guatemala en el año de 1996. Esto quiere decir que 
la experiencia democrática en Centroamérica es muy reciente y por eso 
existen países donde las fuerzas que se generaron lograron convertirse 
en partidos políticos y otros donde no se lograron estructurar como tales. 
Hay una brecha enorme entre Guatemala, El Salvador y Nicaragua, don-
de sí se institucionalizaron los partidos de una mejor forma. Si se tuviera 
que ver algunos elementos básicos que es posible recoger en las consti-
tuciones de la región, existe la tipificación directa del pluralismo político 
solamente en países como El Salvador, Nicaragua, Costa Rica y Panamá; 
Honduras y Guatemala carecen de este principio; desde luego todos los 
países tienen representación y proporcionalidad.

En cuanto al mandato imperativo, cabe resaltar que en Panamá los 
escaños le pertenecen al partido político y si alguien quiere ser tránsfuga 
puede serlo y mantener el escaño, siempre y cuando al momento en que 
se salga del partido no se está violentando el plan de gobierno que se 
depositó ante el Tribunal Electoral y no se violente la Carta Ideológica 
del partido político; si la decisión de ser tránsfuga no afecta estos dos 
elementos, puede mantenerse el escaño, si por ser tránsfuga se está afec-
tando estas condiciones, el partido es dueño del escaño. En Nicaragua se 
está dando una discusión constitucional que pretende restablecer el 
mandato imperativo con una reforma constitucional que está siendo im-
pulsada por el oficialismo. De hecho, se dio un caso de un tránsfuga del 
oficialismo que no quiso aceptar alinearse al partido y entonces se le hizo 
una presión bajo los mecanismos de la informalidad, para que renunciara 
a su escaño y otra persona lo asumiese.
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Ejecutivo, cuando es de 0.5 a 1 tiene capacidad de veto; y cuando tiene 
0.5 hay capacidad de obstrucción, es una oposición que obstruye, que 
limita, filibusterismo parlamentario, por decirlo de alguna manera.

Es posible observar que en la región, el transfuguismo viene a minar 
principalmente la capacidad de oposición en el proceso; cuando se quie-
ren ver las tendencias del porcentaje de permanencia de escaños de las 
bancadas legislativas al día de hoy, se observa que en Guatemala el 51.90 
de los diputados electos han mantenido sus escaños, quiere decir que 
aproximadamente un 48.9 han estado cambiando, Costa Rica 94.7, Pana-
má 61.97, Salvador 86.90 —que es demasiado alto, usualmente termina 
como con el 75—, Honduras 94.73 y Nicaragua 70.65.

¿Por qué surgen los pactos y coaliciones? Aquí se tiene que contar con 
flexibilidad conceptual, ya que éste es un análisis empírico, se debe partir 
por determinar teóricamente que es pacto o coalición y porqué los países 
tienen diferentes figuras, además de estar tutelados en el ordenamiento 
jurídico de formas diferentes. Por ejemplo, lo que en un país es una 
alianza, es una coalición preelectoral en otro; de ahí la necesidad de 
flexibilidad conceptual antes mencionada. ¿Por qué surgen los pactos o 
coaliciones o alguna otra denominación similar? Son procesos electorales 
de reconfiguración del sistema de partidos; en los casos de Guatemala y 
Panamá, si un partido político no hace una coalición preelectoral o tiene 
un proceso de nacionalización partidaria o una presencia territorial lo 
suficientemente grande, o pierde sus credenciales. Así, si el partido no es 
lo suficientemente grande, tiene que formar una coalición preelectoral 
para asegurarse sobrevivir y recibir financiamiento partidario. 

En otros casos, la coalición se genera por presiones sectoriales o 
posiciones extraparlamentarias, “democracia en la calle” o cambios ins-
titucionales; porque ya se han dado las reglas del juego, así como la 
necesidad de aprobar agendas y/o concesiones colaterales o la figura de 
gobiernos divididos, éstos pueden apreciarse desde el central municipal, 
el ejecutivo legislativo o al término mismo del gabinete, lo que genera 
todo una tipología. Es cierto que, sea como sea, sirve para colectivizar el 
riesgo de sesión: así, puede tenerse la mayoría para imponer un tema o 
para imponer una reforma, pero si se cuenta con un proceso más amplio, 

diputado independiente que entraba y salía durante el proceso; es un 
sistema que había sido bastante estable hasta las últimas elecciones, 
cuando cambió totalmente; habrá que esperar los datos del tribunal para 
poder analizarlo. El caso de Nicaragua es interesante, allí se refleja una 
estabilidad promedio en los últimos procesos electorales, entre 20 y 30 
por ciento, pero, cuando se analiza al país desde más o menos 1980 hasta 
la fecha, lo que se tiene es sandinismo y antisandinismo: el sandinismo 
permanece y las fuerzas antisandinistas son las que cambian de forma 
constante entre un periodo y otro.

Se mencionan estos datos para dimensionar lo complejo que es hacer 
coaliciones en la región. Para el caso de Costa Rica, la tendencia era entre 
2 y 5 por ciento y se sigue manteniendo un proceso de realineamiento. El 
caso de Panamá ha tenido fluctuaciones en el último proceso; la fluidez 
fue de 50 por ciento y en el anterior fue menos de 10 por ciento. Cuando 
hay que confrontar los poderes partidarios con los poderes constitucio-
nales, utilizando a Sobato, a Díaz y a otros autores, puede apreciarse esa 
configuración. ¿Y cuál es el aprendizaje? En Centroamérica, se tienen 
presidentes con poderes constitucionales débiles, donde para gobernar 
requiere el ejercicio de los poderes partidarios: es decir, no existen incen-
tivos institucionales fuertes que propicien mecanismos de colaboración, 
se colabora para sobrevivir.

El índice laakso taagepera es lo que me permite analizar cuántas son 
las fuerzas políticas que existen realmente. Existe un sistema multi parti-
dario, polarizado, bipartidista y multipatrial en una región donde usual-
mente existían estructuras bipartidistas; era un gran partido el que 
dominaba y se convirtió en un sistema de 3, 4 o 6 partidos, y esa es la 
complejidad; antes se negociaba con uno para tener acuerdo y existían 
dos o tres bisagras, ahora se tienen tres o cuatro con más o menos el 
mismo poder en la mesa y con todos hay que negociar. 

Existe otro documento que ayuda a comprender mejor la situación 
expuesta anteriormente; es el índice Altman-Pérez Liñán de efectividad 
parlamentaria. Básicamente cuando este índice de efectividad parlamen-
taria es 1, quiere decir que la oposición es tan fuerte como el Ejecutivo; 
cuando es superior a 1, la oposición es muchísimo más fuerte que el 
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¿Por qué se da un impulso a los pactos o a las coaliciones? Primero, 
porque existe una coyuntura que puede presionar, ya sea una operación 
internacional, grupos sociales, medios, sector empresarial, el asegura-
miento de triunfos políticos y la construcción de legitimidad en todas las 
expresiones, para mantener capital y apoyos políticos. Esto último es 
fundamental; cabe recordar que cuando se llega al gobierno, se puede 
gobernar con el partido o sin el partido; cuando se gobierna con el par-
tido, se puede gobernar con la estructura, con los líderes del partido o 
con los militantes del mismo. Entonces, el ejercicio del poder implica 
una serie de arreglos político-institucionales; desde coalición coyuntural, 
coalición de agenda y hasta pactos; esto depende de los niveles de coste 
que tiene, desde luego esto se relaciona con estabilidad, en los términos 
de Sebellis estabilidad política o estabilidad democrática.

Estabilidad para imponer la decisión o estabilidad para generar un 
consenso. Además esto implica cuál es el verso que tiene el parlamento 
en la agenda social, cuáles son los niveles de transparencia, presión me-
diática, la expectativa de gane y algo fundamental: se pueden hacer coa-
liciones para poder navegar en los terrenos del parlamento, como también 
se pueden hacer coaliciones para navegar desde el plano del poder eje-
cutivo y es algo que no se debe dejar de lado.

¿Cuál es la situación en Centroamérica? Existen coaliciones preelec-
torales y postelectorales, y hay pactos de gabinetes o instituciones, por-
que también existen instituciones semiautónomas o descentralizadas; y a 
veces, a un determinado grupo o individuo se le permite dirigir ciertas 
instituciones. En países como Honduras y El Salvador, usualmente las 
Contralorías Generales de la República son dadas al partido bisagra, que 
trabaja con el gobierno por medio de una coalición de carácter informal 
y de estabilidad democrática, y es interesante porque para ganar las elec-
ciones, el partido tiene que hacer una coalición preelectoral y al final las 
tres instancias actúan de forma paralela y competitiva.

También existen otro tipo de situaciones que están surgiendo en la 
región para conseguir legitimidad social, también conocidas como coa-
liciones de carácter postelectoral, que básicamente tienen comisiones de 
alto nivel: la Comisión de Gobernabilidad en El Salvador o los Grupos 

se va a diluir el riesgo. Los modelos de confrontación social de Centroa-
mérica han tenido como línea legitimar procesos; si las cosas salen bien, 
el partido en turno se apropia el triunfo, mas si las cosas salen mal, la 
responsabilidad se divide entre todos.

También hay que señalar que las coaliciones se encuentran sobredi-
mensionadas por la falta de confianza y cohesión, ya que existe un siste-
ma de partidos frágil, débil y poco institucionalizado. Por ejemplo, en 
Costa Rica domina la figura del diputado individual: entonces un minis-
tro tiene que ir a negociar con los 57 diputados que conforman la asam-
blea legislativa; es decir, para cada diputado una negociación específica, 
ésa es la realidad. ¿Por qué? Porque la figura del diputado individual es 
demasiado fuerte. En Costa Rica yo diría que ha sido nocivo, y en con-
traste, se ha discutido que en España, por ejemplo, la figura del diputado 
individual es muy débil, ambas situaciones presentan sus problemáticas. 
Por otro lado también influyen los tiempos y las arenas de las coaliciones, 
no es lo mismo un proceso electoral actual, que uno pasado; a su vez, no 
es lo mismo la arena legislativa que una arena de conflictividad social.

Quizás para poder entender las tendencias de coaliciones, hay que 
considerar que existe toda una gama de nivel de institucionalización; 
desde compromisos, hasta coaliciones. Primero, existe problema o nece-
sidad de coaliciones de gestión intrapartidaria, especialmente cuando se 
avecinan procesos electorales.

Una dinámica de coalición para que el partido sea partido, puede 
darse cuando en dos estados distintos, los integrantes con ideas similares 
se unen y forman un partido. Un segundo elemento es la gestión inter-
partidaria, para lo cual hay que tener en cuenta que el descredito, la 
desconfianza y el deterioro de los partidos políticos puede erosionar mu-
chas estructuras sociales, y a veces un consenso sólo con partidos no es 
suficiente para mantener una agenda social emparejada a la de la agenda 
política; es ahí donde se empiezan a inmiscuir también dinámicas de 
gestión con organizaciones sociales. Los pactos y coaliciones pueden ser-
vir para acceder al poder o para ejercer el poder. Sucede también que 
aunque se elaboren dinámicas para acceder al poder, éstas no funcionen 
para mantenerlo.
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El modelo competitivo existe en Guatemala, Honduras y Costa Rica; 
en estos países todos buscan estar lo más cerca posible del mandatario. 
El Salvador y Nicaragua cuentan con una estructura que responde a par-
tidos muy disciplinados que están en el oficialismo; y Panamá que tiene 
una estructura de partido muy empresarial. ¿Quién impulsa la agenda 
estratégica? En Guatemala, Panamá, El Salvador y Honduras es el presi-
dente. En Nicaragua el presidente o su esposa la primera dama es muy 
poderosa; además, en Costa Rica hay una serie de consejos de competiti-
vidad. En Nicaragua, aunada a la estructura formal, existe una comisión 
del partido, que no aparece formalmente en ningún lado, pero ella es 
quien determina hacia donde y como se empieza a gobernar el país. La 
Coordinación Interinstitucional, en países como Guatemala, las comisio-
nes de asesores presidenciales. En el caso de Honduras, el ministro de la 
presidencia; en Costa Rica, el ministro de la planificación; y en algunos 
otros casos, el mismo Presidente.

Las relaciones con el parlamento se apoyan principalmente en el se-
cretario presidencial o el ministro de la presidencia, y en algunos casos es 
el mismo Presidente el que asume esta función, lo cual implica un desgas-
te político de la imagen del mandatario. En otros casos, como el de Cos-
ta Rica, existe la figura de un ministro de comunicación, en ocasiones 
también figura en el país el ministro de la Presidencia y en algunos otros 
asesores, mientras que en Guatemala existen ministros para cada ramo.

Cuando se observa la calidad de oposición, lo que se tiene es una 
convergencia entre partidos viejos y partidos nuevos. Los partidos más 
viejos en la región son los de Honduras, vale aclarar que datan de finales 
del siglo xix. Cabe precisar que no todos los partidos políticos tienen 
vocación de gobierno, pero cuando alguno cuenta con ella, la competiti-
vidad tiende a minar la capacidad de coalición y los partidos bisagra 
contribuyen mucho, pero están emergiendo una serie de partidos que 
podrían llamarse de “oposición permanente” por no llamarles antisistema, 
a quienes no les interesa cooperar; éstos cada vez crecen más y tienen 
mayor espacio político.

Por otro lado, existe una combinación de partidos en donde existe el 
liderazgo partidario, liderazgo carismático y hay una cultura de liderazgo 

de Notarios en Costa Rica; se están volviendo a discutir y se han formado 
Comisiones de expertos para analizar la mejor vía para pasar de un pre-
sidencialismo a una especie de semi-presidencialismo o utilizar fórmulas 
de parlamentarismo en el presidencialismo. En Costa Rica, es la segunda 
vez en los últimos quince años que se vuelve a poner en mesa de discu-
sión la necesidad de transformar el sistema político. Además, existen pla-
taformas como la confrontación social o las reformas de diálogo social.

Entonces, ¿cómo es que se cocinan las coaliciones sobre los proce-
sos de acuerdos? En toda la región, la tendencia es, básicamente, una 
gestión presidencialista. Es fundamental la dinámica del sistema, en la 
que el partido determina mucho. Hay que estimar cuál va a ser el mode-
lo de la conflictividad social, específicamente, las manifestaciones y la 
manera en que éstas son plasmadas por los medios de comunicación.

Así, cuando se reflexiona sobre las protestas, es necesario conocer sus 
agendas, cuál es su capacidad de movilización; además, hay que determi-
nar si esta democracia de la calle efectivamente es una expresión insatis-
fecha que no está siendo escuchada por los partidos políticos que se han 
vuelto estructuras autistas, o si están siendo mecanismos de resonancia 
de intereses político-electorales. Esto debe de analizarse con cuidado 
porque, parece ser una tendencia fuerte en Centroamérica. 

Se debe entender cuáles son las agendas, los actores, las arenas, las 
reglas y los tiempos, utilizando formas más sencillas del modelo de 
gestión presidencial. Al menos en los presidencialismos centroamerica-
nos, uno podría decir que se cuenta con un modelo competitivo, don-
de cada ministro, director, viceministro o secretario busca hablarle al 
oído al presidente y entonces todos están compitiendo, lo que trae 
consigo una estructura donde no hay una buena comunicación, infor-
mación ni estructura formal. El modelo responde a gestiones de la in-
tersectorialidad de la política pública. Desde luego, el modelo de 
gestión de la asesoría de los ejecutivos en Centroamérica es muy flexi-
ble; cada presidente entra y tiene carta blanca para estructurarse como 
quiera, entonces, no solamente hay que comparar la realidad geográfi-
ca de Centroamérica, sino además, la dimensión histórica de cada país 
de la región.
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de la alta estructura o de los militantes, pero asimismo con redes de apo-
yo, como son el sector empresarial y las organizaciones de la sociedad 
civil. Estas redes de apoyo permiten ver la aceptabilidad o no de ciertos 
procesos políticos que se ponen en marcha y además constituyen la pri-
mera muralla de contención, porque cuando se ataca a dichos procesos 
políticos, se requiere de otros actores que cooperen para convertirse en 
pararrayos de la atención política; por supuesto que esto ocurre en una 
dimensión institucional que es bastante limitada, pero en una dimensión 
política que permite toda la creatividad que se pueda tener, siempre bajo 
un régimen de ética y legalidad resulta mucho más benéfico.

Entonces las coaliciones se pueden hacer de forma reactiva o proacti-
va; reactiva cuando se vive una crisis política, para desescalar el conflicto, 
minimizar perdidas de apoyo o ante la presión; y proactivamente, cuando 
hay presión interna, para disminuir el riesgo político con un liderazgo 
mediático, por presión de militantes o para poder satisfacer o canalizar 
las demandas y necesidades de los grupos de apoyo. Presión externa: la 
falta de confianza, la presión internacional, las concesiones colaterales —a 
veces se negocia un tema agrario y paralelamente se está negociando un 
tema de turismo—. Por ello hay que hacer negociaciones transaccionales 
bajo esa lógica, y esto implica también un ejercicio de liderazgo, tanto del 
Ejecutivo como de los grupos políticos. En este sentido, en la agenda de 
coaliciones tiene que existir un análisis prospectivo que permita funda-
mentalmente tener dos motores: uno es la gestión política de quien ne-
gocia y lleva el proceso político de coalición, y otra es la gestión técnica, 
de lo que se está llevando en esa coalición.

De no ser así, se contaría con una agenda de ambigüedades que al 
final no se sabe implementar y termina generando insatisfacción social. 
Desde luego influyen también poderes informales de veto, interinstitu-
cionales o partidarios oficiales. ¿Cuál es el acceso a la información? El 
acceso, la oportunidad, la calidad, la gestión; si existe un registro de la 
cuestión de logros de la coyuntura, eso incrementa la opción de impul-
sar procesos. ¿Cuáles son los modelos de redes? De coordinación, par-
ticipación de una dependencia, el dialogo, la negociación y la señal de 
complejidad, el nivel de priorización, la visión, los principios; esto ge-

coyuntural. Los conflictos sociales permiten el surgimiento de nuevos 
partidos políticos y se tiene que las redes intrapartidarias dominan el 
modelo de redes cooperativas. También se cuenta con diligencias que 
representan feudos territoriales del partido político. En Guatemala, el 
partido político es una extensión de la bancada parlamentaria, porque las 
bancadas son el partido, son su centro; se crean, desaparecen y surgen 
nuevos ya que las estructuras de poder están allí. 

Cuando se analiza el tema de la confianza de los partidos políticos en 
el parlamento, en el Poder Ejecutivo, en el Poder Judicial y en la demo-
cracia, se observa que la gente siente que sin partidos políticos no puede 
haber democracia, al igual que sin parlamento; pero existe una descon-
fianza hacia las instituciones políticas, este es el rubro que me preocupa 
más: desconfianza hacia la democracia. Ya que no basta con más derechos, 
hay momentos en que la democracia tiene que generar rendimientos de 
la gestión pública.

Un modelo de gestión implica tener clara una agenda de teorías del 
Ejecutivo. Si el ejecutivo no cuenta con claridad en aspectos tales como 
cuál va a ser el legado de la nación, cuál va a ser la política de Estado o cuál 
va a ser la política de administración, la cosa simplemente se mina. Hay que 
distinguir también cuáles son las presiones partidarias y cuáles son las pre-
siones sociales. Antes era muchísimo más fácil, se negociaba con un partido 
político y había una especie de obediencia ciudadana. Hoy se hacen nego-
ciaciones con los partidos políticos, con las fuerzas políticas y se debe tener 
en consideración si la sociedad aprueba o no el tema. Además, los medios 
de comunicación se divorcian cada vez más, ya no sólo existe la presión de 
los medios por imponer su propia agenda de políticas públicas, sino que 
además, muchos pretenden anular la agenda del Ejecutivo y la agenda de 
los partidos políticos. Constantemente, el desarrollo de métodos de análisis 
de gestión prospectiva está ayudando a la construcción de coaliciones po-
líticas: tener una clara comunicación política, saber comunicar y decir, y 
saber a quién comunicárselo, reconocer el momento preciso de un proceso 
de negociación, es en sí reconocer cuáles son las reglas del juego.

La gestión de redes de apoyo es fundamental. ¿Qué son las redes de 
apoyo? Decíamos que se puede gobernar con liderazgo partidario, ya sea 
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nera una visión prospectiva. ¿Para qué? Para tener capacidad de res-
puesta y entender cuál es la ruta, cuáles son las construcciones del 
mensaje que hay que utilizar y, desde luego, cuáles son los actores, 
arenas y tiempos óptimos.

Entonces, las fórmulas de negociación de dialogo político generan 
confianza. Conforme el gobierno negocia más los espacios informales, 
menos incertidumbre va a tener acerca del cumplimiento de acuerdos, y 
conforme más maneje la parte formal, más confianza tendrá. En Costa 
Rica, al igual que en El Salvador y Panamá, sucede que las negociaciones 
de los acuerdos pasan a la prensa, se empieza a mandar información a los 
medios de comunicación y el pacto, o el acuerdo, la coalición con com-
promisos, se firma y se entrega. Por ejemplo, el primer año del gobierno 
de Costa Rica se hizo una coalición con la derecha y el partido de gobier-
no que se llamó Pacto de Gobernabilidad, que buscaba agendar una serie 
de temas de ciertas instituciones y algunos compromisos en materia de 
control político; toda la información fue proporcionada a la población.

Finalmente, ¿cuáles son los retos que se tienen? Fortalecer los mode-
los de transparencia en primer término, ya que las coaliciones, los pactos 
y los compromisos no se miden si no hay claridad. Segundo: ¿Cuáles son 
los horizontes políticos? Se está trabajando en agendas y misiones que 
van de seis meses a tres años. ¿Cuáles son los actores que pueden ser 
incluidos o no? ¿Cuáles son las preferencias de estos sectores? ¿Cuáles 
son estos incentivos? ¿Cuáles son estos mecanismos que se utilizan, prin-
cipalmente para asegurar y sancionar el cumplimiento de los acuerdos? 
¿Cuáles son las políticas públicas que requiere analizar esta dinámica de 
coaliciones para la transformación social, educativa y presupuestaria? No 
se pueden analizar las coaliciones en el vacío, hay que ver cuál ha sido el 
impacto de un modelo de coaliciones en el proceso de reforma del Esta-
do en temas muy concretos: cuáles son los niveles de cumplimiento, ren-
dición de cuentas, sobre todo en perspectiva comparada. Por eso se tiene 
que aprender a evaluar el comportamiento de las coaliciones, pactos y 
compromisos tanto en la aplicación de políticas públicas específicas, 
como en procesos presupuestarios que al final de cuentas, es lo que con-
tribuye a mejorar la calidad de vida de las y los ciudadanos. 
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La presente reflexión tiene como objetivo explicar el sistema de fi-
nanciación español, señalando sus particularidades, así como las 

condiciones fiscales específicas que rigen a las comunidades autóno-
mas; considerando sus diferencias y semejanzas, y también los factores 
positivos y negativos del sistema, para con ello, proponer algunas solu-
ciones que podrían implementarse en un futuro inmediato.

Con la Constitución de 1978 España inició un proceso de descentra-
lización política muy grande. El resultado del proceso es que hoy existen 
17 comunidades autónomas; y a pesar de que el Estado es llamado Esta-
do autonómico y no Estado Federal, desde el punto de vista técnico, la 
mayoría de los estudiosos del federalismo califican a España como un 
Estado Federal, ya que el grado de descentralización de gasto en las en-
tidades regionales o comunidades autónomas es equiparable a los Esta-
dos Federales. En el año 2011, el gasto gestionado por las comunidades 
autónomas en conjunto era de 36.9 por ciento del total, sumando toda las 
administraciones, incluida la seguridad social, gastos de pensiones, gas-
tos de prestaciones de desempleo, etcétera. Éste es un nivel semejante al 
de México, que está en torno al 38 por ciento, pero inferior a los Estados 
Federales; quizá los más clásicos, como Estados Unidos y Canadá, que 
tienen porcentajes superiores al 40 por ciento , pero muy superior al de 
Estados Federales europeos como Alemania —que son modelo para Espa-
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cuencia, este punto de partida es decisivo en los problemas que se 
generan y en las soluciones que deberían darse a la realidad autonómica 
española.

La Constitución desarrolla de manera muy abierta los recursos de los 
que pueden disponer las comunidades autónomas para gestionar sus 
competencias, prevé el desarrollo de los mismos por la ley orgánica para 
el desarrollo de financiación de las comunidades autónomas, cuya prime-
ra versión se aprobó desde 1980, y que ha sido objeto de reformas sus-
tanciales sucesivas en 1989, 1996, 1998, 2001, 2009 y también en alguna 
medida en 2012, sin embargo, el modelo vigente fue aprobado en 2009. 

Frente a estos principios generales, en materia de financiación de las 
comunidades autónomas, la Carta Magna introduce una disposición na-
cional primera, que desde el punto de vista de una Constitución basada 
en toda la tradición democrática y liberal de un Estado de Derecho, resul-
ta cuando menos llamativa. La disposición nacional primera establece que 
la Constitución ampare y respete los derechos históricos de los territorios 
forales, la actualización de dicho régimen foral se llevará a cabo en su 
caso, en el marco de la Constitución de los estados de autonomía.

Se introducen así dos conceptos: territorios forales y territorios no fo-
rales; los primeros gozan de unos derechos históricos, pero ¿cuáles son los 
territorios forales? La constitución no lo dice y la interpretación del Tribu-
nal Constitucional indica que sólo hay dos territorios forales en España: el 
País Vasco y Navarra. El primero y el tercero más ricos en pib per cápita en 
España. ¿Qué derechos les da la historia? Este es otro inconveniente, ya 
que además del problema territorial de España, la historia siempre está 
presente; pero debe considerarse que la omnipresencia de la historia de 
hace tres siglos en España está completamente sobredimensionada. 

Y sin embargo, con la finalidad de tener un mejor entendimiento de 
la situación, habría que remontarse al siglo xviii: la Guerra de Sucesión 
Española, en la que dos pretendientes, Felipe de Borbón y Carlos de 
Austria, entablan una guerra europea por el trono español; hay territo-
rios, fundamentalmente la Corona de Aragón, que apoyan a Carlos de 
Austria, y territorios que apoyan a Felipe de Borbón. El triunfo de la 
guerra de Felipe de Borbón genera represalia y castigo a los territorios de 

ña y para la legislación española en determinados puntos—, cuyo grado 
de descentralización es del 21 por ciento; Este importante volumen de 
gasto en competencias clave del estado de bienestar, como sanidad y 
educación fundamentalmente , y que son gestionadas por las comunida-
des autónomas, plantea los problemas financieros de cómo obtener in-
gresos para administrar estas competencias y estos gastos. 

La constitución española plantea unos principios básicos desde su 
aprobación en 1978: específicamente en el artículo 156.1, donde se esta-
blece que las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera 
para el desarrollo y ejecución de sus competencias con arreglo a los principios 
de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los espa-
ñoles; quizá hay dos principios básicos aquí que deben regir el Sistema de 
Financiación Autonómica de España; por un lado el de autonomía finan-
ciera de las comunidades autónomas, por el otro, el de solidaridad entre 
los españoles, que no es más que una expresión del principio de igual-
dad, reconocido en múltiples artículos de la constitución. Esa igualdad 
no exige una uniformidad entre las comunidades autónomas, si no, no 
tendría sentido la descentralización, pero si exige que, a igual nivel de 
prestación de competencias, la financiación sea la misma. Ahora bien, 
dicho principio está condicionado por unas diferencias de riqueza y de 
renta importantes en el país, probablemente más de lo que desde afuera 
se pueda percibir.

 Es importante conocer más a fondo las cifras, por eso se presenta el 
pib per cápita anual del año 2012 en las diferentes comunidades autóno-
mas de España; es un índice de la riqueza bastante fiable; la mayor es de 
30,829 euros per cápita y ésta es el doble de la menor, la mayor es el País 
Vasco con el doble de Extremadura con 15,390 euros. Las diferencias de 
las riquezas por lo tanto son significativas. Existe un grupo de comunida-
des que están muy cerca del máximo; junto al País Vasco se encuentra 
Navarra con 29,071 euros, Madrid con 29,385 euros, y muy cerca Cataluña 
con 27,248 euros per cápita. En el otro extremo, además de Extremadura, 
está Andalucía con 16,960 y Castilla-La Mancha con 17,698. Es decir, 
prácticamente la mitad de las más ricas. Este dato es indispensable y qui-
zá en el sistema político español se prescinde de él con demasiada fre-
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declaradas por decreto de 23 de junio de 1937 provincias traidoras y se 
les abolió el régimen foral.

Con el advenimiento de la democracia y la Constitución se presenta 
esta situación, calificada por la Carta Magna como la generación de dere-
chos históricos. Sin profundizar más en el tema; resulta peculiar que se 
pueda hablar de unos derechos históricos que condicionan por completo 
un régimen fiscal y financiero absolutamente distinto para dos comuni-
dades autónomas que para el resto de España. El régimen tras la Consti-
tución y dicha disposición continúan vigentes, y se ha desarrollado para 
éstas; que gestionan íntegramente todo su régimen fiscal, y no sólo en las 
comunidades autónomas, Navarra sí, porque es una comunidad provin-
cial. En el caso del País Vasco, cada una de las tres provincias, cada uno 
de los tres territorios forales, mantienen su propia administración fiscal, 
la cual gestiona todos los tributos, salvo la renta de aduanas, y los gravá-
menes a importación del iva. 

Cabe mencionar que en España la administración de Estado es básica-
mente una administración central a través de las aduanas. Y lo que hacen 
estas comunidades autónomas, es pagar a la administración central una 
cantidad anual llamada cupo, en el caso del País Vasco, y llamado Aporta-
ción en el caso Navarro. De acuerdo con los parámetros fijados en las leyes 
que desarrollan el concierto y el convenio, en principio, suponen la contri-
bución de estos territorios al sostenimiento general de las cargas del Esta-
do en la materia no transferida de estas comunidades autónomas, de modo 
que se prevé contribuyan con una cantidad a las competencias del Estado 
que no ejercen ellas mismas; sin embargo, no se prevé legalmente ninguna 
contribución de éstas a la solidaridad con el resto de España. No hay que 
olvidar que tenemos a la primera y tercera regiones en pib per cápita en 
este régimen. Además, el cálculo de este cupo anual —de acuerdo con la 
Ley y con las negociaciones políticas entre ambas administraciones, que 
son el verdadero sustento de la cifra final que resulta a pagar por el cupo 
o la aportación que, según lo estudiado por De la Fuente—, es incorrecto, y 
da un trato favorable al País Vasco y a Navarra. Se calcula que el exceso de 
financiación per cápita, sobre todo en el País Vasco, puede ser de un 60 por 
ciento de acuerdo al resto de las comunidades y en el caso del País Vasco 

la Corona de Aragón: a Cataluña, Aragón, Comunidad Valenciana y Ba-
leares, se les eliminan todos los regímenes privativos que tenían, fiscales 
y forales. Pero al País Vasco y a Navarra, que apoyaban al pretendiente 
que triunfó, se les respetan íntegramente todos sus regímenes privativos 
y fiscales, con la consecuencia que estas provincias, las tres vascas y Na-
varra, tienen el calificativo de provincias exentas, es decir, no están obli-
gadas a contribuir al sostenimiento del Estado español. 

La revolución liberal en el siglo xix, con su espíritu de igualdad ante 
la ley, trata de revertir esta situación. Asimismo, a lo largo del siglo se 
generan las tres guerras carlistas entre los gobiernos liberales y los car-
listas, cuyos mayores apoyos están en el País Vasco y Navarra, que preten-
den mantener ese privilegio de territorios exentos del que gozaban. Las 
tres guerras terminan con acuerdos, de modo que tras la primera guerra, 
el acuerdo económico con Navarra por ley de 1841, modifica los fueros 
de Navarra y establece el sistema económico que sustancialmente perma-
nece. En el caso del País Vasco, es tras la primera guerra carlista, con la 
abolición de los fueros en 1876, que, al principio se suprime por comple-
to el régimen pero, dada la realidad de que en ese territorio no existía 
ninguna administración del Estado, porque éste no había ejercido ningu-
na potestad tributaria allí, se establece el primer decreto de 28 de febrero 
de 1878, que instaura un concierto económico entre el Estado y las pro-
vincias vascas por el que, de manera transitoria —según se afirma en la 
exposición de motivos—, estas provincias tributen de forma igual y en la 
misma proporción que todo el territorio español, la administración tribu-
taria la gestionarían las provincias de una manera provisional. Se prevé 
en el decreto inicial un periodo de duración de ocho años; allí se indica 
que un porcentaje del tributo se transfiera al Estado, para contribuir al 
sostenimiento de los gastos generales de éste. El régimen transitorio fue 
prorrogando sucesivamente. Desde entonces, sobrevivió a los avatares 
políticos españoles del siglo xx; dictadura, república y guerra civil, con la 
peculiaridad de que conservó el régimen posterior a la guerra en Álaba y 
Navarra, porque se mantuvieron en la rebelión militar que inició la gue-
rra civil; en cambio en Vizcaya y Guipúzcoa, en las que fue la conquista 
del bando ganador de la guerra la que tuvo lugar más adelante, fueron 
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mente, cada año por el índice de Ingresos Tributarios del Estado (ite). 
Así, la financiación de las comunidades autónomas va creciendo en la 
misma proporción que crece la recaudación tributaria del Estado. 

Este esquema generaba diferentes problemas; entre ellos que las co-
munidades autónomas se convirtieron en gestoras sólo de gasto, no de 
ingreso, porque sus ingresos eran marginales. Esto fue un estimulo al 
gasto; los gobernantes autonómicos pretendían gastar para obtener su 
reelección sin sufrir el desgaste político de exigir impuestos a sus ciuda-
danos, porque ese coste lo soportaba la administración central, y las co-
munidades autónomas sólo se limitaban a decir que la financiación era 
insuficiente y que era responsabilidad de la administración central. For-
nosa calificó a la situación de irresponsabilidad política en el gasto, De la 
Fuente lo llama una restricción presupuestaria blanda. Ya en los años 
noventas se empezó a denunciar el problema, y comenzaron a presentar-
se demandas de corresponsabilidad fiscal por parte de las comunidades 
autónomas que tuvieran también cierta responsabilidad en el ingreso. 
Esto iba unido a las demandas políticas de tener más autonomía financie-
ra en ciertas comunidades por parte de determinados partidos naciona-
listas, sobre todo en Cataluña. 

Con ello se fue abriendo un proceso de reforma de sistema en el que 
se iba dando progresivamente más responsabilidad fiscal a las autorida-
des. En 1993 la participación en ingresos del Estado se divide en dos 
tramos: se desgaja del general en un 15 por ciento del irpf, que a partir 
de ese momento no va a evolucionar conforme al sistema de Ingresos 
Tributarios del Estado, sino en función de la recaudación correspondien-
te al irpf de cada territorio, pero sería gestionado por el Estado, por la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria. En 1996 se da competencia 
normativa sobre ese tramo a las comunidades autónomas, gracias a esto, 
ellas pueden elevar o bajar el tipo de impositivo del irpf, aparte, se les da 
competencias normativas sobre los tributos cedidos que ya gestionaban, 
hasta entonces, sólo con normativa estatal. Lo cual en la segunda mitad 
de los años noventas —que fue de expansión económica—, generó una 
competitividad fiscal a la baja. Las comunidades ejercieron esas compe-
tencias no para aumentar su responsabilidad sobre el gasto, sino para 

se calcula en 4,500 millones de euros anuales, que es el 6.89 del pib de di-
cha región. Éstas son las dos comunidades autónomas en régimen foral, el 
resto se encuentra en el régimen común.

 Dentro del régimen de Canarias existen algunas peculiaridades, tiene 
un régimen fiscal propio, está fuera del territorio aduanal de la comunidad 
europea, y no rige el iva, sino otro impuesto indirecto, aunque sí participa, 
de alguna manera en el régimen de fondos de nivelación. Hay otro régi-
men que se aplica a las 15 comunidades autónomas restantes, surge con la 
Constitución, y se da entonces el comienzo del proceso de transferencia de 
competencias desde la administración central hacia las comunidades autó-
nomas. El proceso, consiste en ir cediendo competencias parciales, en cada 
transferencia se valoran los medios materiales y personales, el coste que 
suponía para la administración central del Estado; la transferencia de la 
competencia va acompañada de la transferencia de los fondos necesarios, 
del derecho a percibir anualmente los fondos por parte del Estado a favor 
de la comunidad autónoma, para seguir gestionando en esa situación las 
competencias. Cada proceso de competencia lleva una negociación, no 
sólo del ámbito de si misma, sino también en el del coste efectivo. 

El cálculo, como señala Fornosa, no fue en todos los casos riguroso, 
estuvo sujeto también a negociación política y fue un sistema “provisio-
nal”. En España, generalmente, lo que es calificado como provisional, 
acaba durando varias décadas, este sistema provisional se convirtió en 
definitivo en los años noventa, y en alguna medida todavía está condicio-
nando el sistema de financiación vigente. El sistema, cedía competencias 
sobre gestión de tributos estatales muy limitados, con una importancia 
recaudatoria pequeña para el conjunto de la administración: impuesto de 
patrimonio, impuesto de transmisiones patrimoniales de actos jurídicos 
documentados y tributos sobre el juego. Además, de la diferencia entre 
el cálculo de esta recaudación y el volumen de financiación que necesita-
ban para ejercer sus competencias, cada comunidad autónoma se com-
pletaba mediante una transferencia de fondos del Estado, que se llamaba 
la Participación en Ingresos del Estado; con ella, desde el momento en 
que se iba produciendo cada transferencia, se iba acumulando el fondo 
correspondiente a cada competencia y a cada comunidad y posterior-
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delo fue acordado por todas ellas sin ningún voto en contra, sólo con seis 
abstenciones. El modelo resultante es complejo y muy poco transparente. 
¿Por qué? Porque parte de una negociación política que trata de determi-
nar qué financiación se va a dar a cada comunidad autónoma, para pos-
teriormente, hacer un montaje técnico, que permita dar normas generales 
que den como resultado el objetivo previamente deseado.

Parte de aumentar la autonomía de las comunidades autónomas en 
materia fiscal, es que la participación de los presupuestos fiscales aumen-
ta al 50 por ciento en el irpf, al 50 en iva, al 58 en los impuestos especia-
les, fundamentalmente en hidrocarburos y tabaco, con lo que se aumentan 
las competencias normativas en irpf. La mitad del impuesto es una tarifa 
autonómica completamente propia, éstas se pueden modificar sin límites, 
aunque la gestión se mantiene en la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, que les transfiere esos porcentajes de recaudación anualmente 
con unas entradas a cuenta. Pero junto a esta financiación tributaria, si-
gue habiendo un sistema de fondos de nivelación para las comunidades 
por parte del Estado, para tratar que el sistema de financiación sea homo-
géneo y cumpla los principios que debería cumplir. ¿Cómo se calculan 
estos fondos en el sistema vigente? El principio básico es que se parte de 
la financiación del año base, 2009, donde se disponían datos de 2007. Así, 
ninguna comunidad puede tener menor financiación que la que tuvo en 
el año 2007. Lógicamente, si se quieren mejorar unas comunidades autó-
nomas sin perjudicar a otras con los mismos fondos, es imposible. La 
solución del gobierno: fondos adicionales al sistema. En el año 2009, 
cuando ya la crisis económica había estallado en España, la disminución 
de ingresos fiscales era importante. Porque ya la caída de los ingresos 
fiscales, desde que estalló la crisis, había llegado a ser de 7 puntos del 
pib, y sin embargo, se destinan 11 mil millones de euros por parte del 
Estado para aumentar los fondos de nivelación de las comunidades autó-
nomas, lo que permite mejorar a unas más que a otras. 

Asimismo, el sistema se desglosa en una multitud de fondos muy 
complejos; se diferencia entre servicios públicos fundamentales, sanidad 
y educación sobre todo, y el resto. El sistema de financiación de servicios 
públicos fundamentales es bastante racional; se pretende alcanzar una 

promover la idea de que ellas bajaban los impuestos a sus ciudadanos, 
porque el resto de la financiación seguía creciendo con arreglo de los 
ingresos del Estado, argumentando que en años de expansión la gran 
elasticidad del Sistema Tributario Español les permitía esas políticas. El 
apartado del impuesto sobre sucesiones y donaciones es el más llamativo, 
ya que, en algunas comunidades prácticamente ha desaparecido, y en 
otras se ha mantenido como gravamen progresivo alto. De modo que se 
ha ejercido autonomía, pero en algunos casos, llegando a unas situacio-
nes de desigualdad excesivas.

En el 2001 se volvió a reformar el sistema, cediéndose nuevos tribu-
tos: fundamentalmente el impuesto sobre la electricidad y el de matricu-
lación de vehículos nuevos; se dio más competencias de normativas sobre 
impuestos cedidos, más abanico de posibilidad de aumentar la normativa 
en el tramo propio, se aumentó el porcentaje de sesión que evolucionaba 
autónomamente, el irpf se fijó en 33 por ciento, el iva al 35 por ciento, 
en impuestos especiales en 40 por ciento, pero, el resto de la financiación 
seguía amparado con un fondo estatal llamado de suficiencia, que com-
pletaba la financiación económica y que seguía evolucionando, siendo 
heredero de las cuantías fijadas en el modelo inicial desde los años 
ochentas, además, con la cláusula de ese modelo inicial, se funcionaba 
con un mínimo. Ninguna comunidad puede perder en ningún momento 
financiación respecto a ese estándar inicial. 

Desde esa situación se llega al modelo vigente que se aprobó en el 
año 2009. Aquí las circunstancias políticas influyeron todavía más en la 
reforma, especialmente en Cataluña, con el nuevo estatuto que se aprobó 
en 2006, con sus vicisitudes, referéndum, sentencia del Tribunal Consti-
tucional, que ha derivado en una situación muy complicada, con dos 
partidos con un respaldo electoral muy importante, pidiendo directa-
mente la independencia.

La situación de Cataluña condiciona claramente toda la reforma del 
sistema, porque se trata específicamente de mejorar la financiación de la 
región. Esto hace que se llegue al modelo que es fruto de un acuerdo, en 
un órgano consultivo en el que participa tanto el gobierno del Estado, 
como los gobiernos de cada una de las comunidades autónomas; el mo-
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para la valoración de las necesidades de gasto que resultan del sistema. 
De hecho la última valoración de que se dispone recientemente, la de 
2011, indica que hay tres comunidades autónomas que resultan con una 
transferencia de garantía negativa por lo que tienen ellas que aportar 
fondos para ayudar a financiar al resto de las comunidades. Por muy pe-
queña cuantía esta Baleares y las dos comunidades que tienen una trans-
ferencia de garantía negativa importante son, como es lógico, Cataluña y 
Madrid, que de acuerdo al esquema de pib per cápita anual —y excluyen-
do a las dos comunidades, País Vasco y Navarra que están fuera del siste-
ma—, son las dos de pib per cápita más alto, por ello, es coherente que 
sean las dos que ayuden a financiar los servicios fundamentales a las 
comunidades con pib per cápita más bajo. 

El modelo además, será renovado, el cálculo de necesidades de finan-
ciación se calculará cada año, considerando la necesidad ajustada como 
las variaciones de población, etcétera, y eso no pasaba en el sistema an-
terior. Así, la financiación de los sistemas fundamentales puede calificarse 
de bastante racional, sin embargo no es la única, además introduce una 
maraña de fondos muy complejos e irracionales, que complican enorme-
mente el sistema y dan lugar a resultados no tan certeros como los que 
da esta parte del sistema. Los servicios públicos no fundamentales se fi-
nancian con el 25 por ciento que se había dejado fuera del sistema de 
financiación de los fundamentales. Y la financiación mínima de cada co-
munidad autónoma, que es la heredada históricamente; se trata de con-
solidar de modo que la diferencia entre ese 25 por ciento y esa financiación 
histórica sea objeto de otro fondo, llamado fondo de insuficiencia, que 
completa también en sentido positivo o negativo la financiación de cada 
comunidad. De modo que igualmente, puede haber transferencias posi-
tivas o negativas. Aquí el resultado es aleatorio.

En el año 2011 dos comunidades tienen un fondo de suficiencia nega-
tivo: Valencia y Baleares, sin razones lógicas que sustenten este resultado. 
Hay dos comunidades que tienen un beneficio muy importante de este 
fondo, son Cantabria y la Rioja, tampoco existe razón lógica que lo justifi-
que. Este fondo va a evolucionar como el sistema antiguo, en función del 
porcentaje de ingresos tributarios del Estado, porcentaje que en varios 

igualdad de financiación para un igual ejercicio fiscal y un igual ejercicio 
de competencias, que es la correcta interpretación del principio de igual-
dad constitucional. Con ese fin, se establece un cálculo de las necesida-
des globales de financiación de las comunidades autónomas; para dichos 
servicios que se fijan en 75 por ciento de los tributos cedidos del conjun-
to de España; se le suman los recursos adicionales, para este punto se 
desglosan 8,600 millones y ese volumen global se distribuye en las comu-
nidades autónomas, con base en estos criterios. Se crea el concepto de 
población ajustada a estos efectos, por lo tanto, las comunidades autóno-
mas no tienen habitantes, tienen habitantes ajustados. La población pon-
dera en un 30 por ciento. Hay una población protegida en sanidad, de un 
coste financiero más elevado para las comunidades, se distribuyen siete 
grupos de edad, que pondera según la edad de forma diferente, más en 
los niños pequeños y por supuesto en las personas mayores y menos en 
las personas de mediana edad. El 38 por ciento de la financiación se dis-
tribuye con base en este criterio. El 20.5 por ciento de población entre 0 
y 16 años porque es la población sujeta al sistema de educación obligato-
ria en España; para otros servicios sociales de población mayor a 65 años, 
que es el 8.5 por ciento y luego pequeñas cuantías, porque se entiende 
que determinados servicios tienen un mayor coste de prestación; si la 
superficie es mayor se pondera un 1.8 por ciento, si hay mucha dispersión 
de núcleos de población se pondera un 0.6 por ciento y también se pon-
dera la insularidad en un 0.6 por ciento. 

El modelo y la ponderación son discutibles, López Daborda señala 
que la superficie y la dispersión están poco valoradas, naturalmente, cada 
comunidad defiende los criterios de distribución que a ella le favorece; 
las más pobladas, como Andalucía y Cataluña defienden que se pondere 
más la población. Las comunidades interiores, despobladas, como Ara-
gón y Castilla-León piden más superficie, más dispersión. Con todo, el 
modelo es admisible y es bastante razonable. Con esta distribución se 
obtiene una cuantía que constituye la llamada transferencia de garantía, 
que completa la financiación de las comunidades para los servicios fun-
damentales. Ésta puede ser negativa o positiva; la capacidad tributaria de 
las comunidades autónomas puede ser suficiente o más que suficiente 
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fesor De la Fuente, por lo tanto, está sujeto a determinadas estimaciones 
y variaciones. Lo que se aprecia en este resumen para el año 2011, es la 
financiación efectiva a competencias efectivas y las diferencias entre unas 
y otras. El índice, tomando 100 como media de financiación entre unas 
comunidades y otras, da como resultado diferencias importantes. La Rio-
ja tiene un 120 por ciento, Cantabria un 119.1 recordemos que eran las 
beneficiadas por el fondo de suficiencia, frente a las que tenían una fi-
nanciación menor, Murcia con 94.7 y Comunidad Valenciana con 92.5.

Existen unas diferencias superiores a 20 puntos entre las mejor y las 
peor financiadas sin razones que lo justifiquen. Con la aplicación del 
sistema, prácticamente están en la media Madrid y Cataluña; Cataluña 
99.6 y Madrid con un 100.2, en los sistemas anteriores salían peor para-
das y ahora están en torno a la media. Esta es la realidad del resultado 
del sistema vigente, y parece que no responde al principio de equidad, 
pero además, el sistema sigue lastrado por el escaso fomento de la efi-
ciencia y la responsabilidad de las comunidades autónomas, porque 
siguen teniendo competencias de gasto, y aunque tienen muchas compe-
tencias normativas sobre tributos cedidos, la gestión corresponde a la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, y la visibilidad de los ciu-
dadanos sobre la gestión del ingreso es que corresponde al Estado, por-
que como ya se ha mencionado, la Comunidad Autónoma sólo gasta. 
Probablemente el sistema va a ser reformado nuevamente, ahí también la 
cuestión política va a ser decisiva, y también sin duda, la situación políti-
ca de Cataluña va a condicionar la reforma.

El resultado de la evolución del sistema de financiación en las comu-
nidades autónomas ha sido insuficiente para los servicios que estaba 
prestando. Habría que estudiar con más profundidad sí la gestión ha sido 
la adecuada a la que deberían haber llevado a cabo las comunidades 
autónomas en las competencias que han ejercido. En cuanto a la deuda 
pública, el problema de endeudamiento de la administración de las co-
munidades autónomas debe enmarcarse en la evolución del conjunto de 
la deuda pública española. Puede partirse del año 2000, cuando España 
cumplía el límite del 60 por ciento de deuda —que fue el que permitió 
que ingresase en el euro—, existía entonces para conjuntas administracio-

años ha sido negativo. Pero además existen otros dos fondos llamados 
Fondos de Convergencia y Fondo de Cooperación, para tratar de fomentar 
la equidad y de aumentar la solidaridad. Con nueva aportación del Estado, 
que no proviene del sistema anterior son 1,800 millones de euros que se 
distribuyen sólo a algunas comunidades autónomas que cumplen unos 
requisitos muy alambicados; las que tienen un pib inferior al 90 por ciento 
por habitante en la medida de los últimos años, las que cuentan con una 
densidad inferior al 50 por ciento de la medida de los últimos años, las que 
presentan un crecimiento de población inferior al 90 por ciento de estos 
últimos años, o las que cuentan con una densidad inferior de 1.25 por 
ciento de la medida del último año.

 Otro fondo que completa el sistema es el Fondo de Competitividad, 
que tiene un doble objetivo declarado: por un lado reforzar la equidad; 
ya que en principio, las comunidades autónomas de menor renta tenían 
este fondo suplementario. El de competitividad intenta reducir las dife-
rencias de financiación por habitante ajustado. Tiene dos componentes, 
primero el de equidad, que trata de que a las comunidades que salen 
peor con el sistema se les desagravie algo. El sistema también es aleato-
rio, pues trata de compensar en alguna medida. El segundo componente 
llamado de eficiencia, que pretende subsanar a aquellas comunidades 
que tienen una financiación inferior a su capacidad fiscal, es decir, las 
comunidades con una capacidad fiscal mayor, las más ricas serán com-
pensadas; con ello se han estado instaurando fondos para compensar a 
las de menor renta, pero finalmente se creó un fondo para compensar a 
las de renta mayor, con una aportación de 3 mil millones de euros al año. 
Evidentemente este fondo distorsiona el sistema, favorece sólo a las co-
munidades más ricas, fundamentalmente a Cataluña y Madrid, y es un 
anticipo de una demanda de las fuerzas políticas catalanas y no sólo de 
las nacionalistas del llamado principio de ordinalidad, que pretenden 
introducir en el sistema un apartado según el cual, después de aplicarse 
esta financiación, ninguna comunidad autónoma puede quedar en una 
situación peor del ranking de capacidad tributaria del que tenían previa-
mente a la aplicación del sistema.

A continuación se presenta un cálculo no oficial realizado por el pro-
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con un 11 por ciento, pero debe recordarse que su sistema fiscal y de fi-
nanciación les permite ese desahogo de endeudamiento.

Llegados a este punto, se ha tratado en estos últimos años de cambiar 
la senda de endeudamiento global y de las comunidades autónomas por 
parte del Estado. La Unión Europea, en el marco de la crisis de la deuda 
soberana de todos los países del euro, es la impulsora de cambios sustan-
ciales en el régimen de gestión del gasto y del déficit de deuda en Espa-
ña, no cambian las reglas europeas ni el pacto de estabilidad de 
crecimiento, pero se reforma el artículo 135 de la Constitución española 
el 27 de septiembre de 2011, que introduce normas sobre la actividad 
presupuestaria. Un límite de déficit estructural remitido al que establezca 
la Unión Europea, un límite de deuda remitido al establecido también 
por ésta, se asienta en la Constitución la prioridad absoluta del servicio 
de gastos de intereses y amortización del capital de la deuda pública, 
prioridad absoluta sobre cualquier otro concepto de gasto, y se prevén 
algunas excepciones a los limites para casos de catástrofe natural, rece-
sión grave, etcétera.

Todo esto se desarrolla por la Ley Orgánica de Estabilidad Presupues-
taria y Sostenibilidad financiera, Ley Orgánica 2-12, dos del año 2012, el 27 
de abril. Se establece un límite de déficit estructural, no déficit real, asimis-
mo un déficit público estructural, tratando de disociar dentro del déficit 
público, lo que es un déficit cíclico en función de la evolución de la situa-
ción económica, que si es de crecimiento económico dará lugar a un amen-
to importante de los ingresos públicos y si es de recesión, como ha 
ocurrido en estos años en España, dará lugar a una disminución de los 
ingresos públicos y disociar ese componente cíclico que es admisible del 
estructural, y que la Ley establece que para 2020 debe ser cero. 

Los cálculos, nada más son estimaciones, son complejos, pero tienen 
un componente estabilizador, porque en los años de crecimiento puede 
llegar a exigir un superávit cíclico, pero en los años de recesión permitirá 
un déficit cíclico, aunque el déficit estructural sea cero. También se esta-
blece en la deuda pública que en el año 2020 ésta deberá ser del 60 por 
ciento del pib, incluso, se distribuye ya entre la Administración Central 
en un 44; y en un 13 por ciento para las comunidades autónomas, seis 

nes, un porcentaje del 59.4 del cual, 49.9 era de Administración Central y 
6.3 era de comunidades autónomas; el resto, de pequeña cuantía de ad-
ministración local y seguridad social. La gran expansión económica que 
tuvo España durante 2000 y 2007 hizo que disminuyera el total de deuda 
del 59.4 al 36 por ciento, es decir, un 38.8, de la disminución se produjo 
sobre todo en la Administración Central, del 49.9 al 30.1 por ciento. Muy 
poco en las comunidades autónomas de 16.3 al 5.8 por ciento. Esto in-
dica un sobredimensionamiento del gasto de las comunidades en aque-
llos años. Claro que la disminución de ese porcentaje se debe en alguna 
medida, al espectacular aumento del pib nominal en aquellos años, que 
pasó de 629,000,000 en el año 2000 a 1,000, 053, 000 en 2007. 

Para el año 2012, la deuda pública global ha aumentado 50 puntos, 
del 36.6 al 86 por ciento, globalmente ha aumentado un 136.4, pero en 
las comunidades autónomas aumentó mucho más, del 5.8 al 18 por 
ciento, un 210.3 por ciento. El pib nominal ha disminuido en esos cinco 
años, y eso explica en parte el aumento al ratio, pero sin duda el colap-
so fiscal es importante, hasta el punto que si se observan sólo los últi-
mos seis meses, la deuda global ha aumentado para el total de las 
administración 6.3 puntos y para las comunidades autónomas ha au-
mentado un punto en seis meses; con un pib decreciendo que aumenta 
al ratio. En el tercer trimestre se da un crecimiento del pib, de por lo 
menos el 0.1 por ciento, y aunque se desea que eso sea un buen augu-
rio, esta es la situación global. Si se desciende a la situación de las co-
munidades autónomas en 2012, se percibe una gran dispersión, hay una 
media del 18 por ciento, pero existe una comunidad autónoma como la 
valenciana, con un 29.40 por ciento de deuda autonómica. Aquí influye 
sin duda, lo mencionado con anterioridad, que era la que peor financia-
ción efectiva por habitante ajustado tenía, sin duda hay más explicacio-
nes, pero ese uno de los factores.

Aparece Castilla-La Mancha con un 28.20 por ciento sin razones que 
lo justifiquen, Cataluña con un 25.40, un volumen de deuda muy elevado, 
en términos absolutos, el más elevado, 50 mil millones de euros. Sin em-
bargo, en el otro extremo, hay comunidades como Madrid con sólo 10.7 
y con un sistema de financiación semejante al de Cataluña y País Vasco 
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puntos menos que ahora; se establece una clausula de no rescate por el 
estado de la regla de las comunidades autónomas, pero a la vez se permi-
ten medidas extraordinarias de apoyo a liquidez de las comunidades au-
tónomas, porque algunas están en situación en las que no podían acceder 
a los mercados financieros y no podían ni pagar sus facturas a proveedo-
res. Una de las medidas es un fondo para la financiación de pagos a 
proveedores, por medio del cual, el Estado otorga créditos a las comuni-
dades para que pueda pagar sus deudas.

 Además establece un fondo de liquidez autonómica, también basado 
en sistema de créditos, por el cual, el Estado paga directamente vencimien-
tos de deuda pública de las comunidades autónomas. Extraordinariamente 
dotado con 18 mil millones de euros en 2012, y 23 mil millones en 2013; el 
35 por ciento de estos fondos, 14,380 millones se han destinado a Cataluña. 
También se establece una regla de gasto, y un límite al aumento anual del 
mismo, en función de una tasa referencia del pib a medio plazo, que es la 
media de los últimos diez años y asimismo se establece un procedimiento 
detallado para fijación de objetivos de estabilidad, y su seguimiento, medi-
das para el incumplimiento, sistemas de alerta temprana, advertencias, y 
sistemas de prevención que pueden llegar a prohibición de endeudamien-
to, y que pueden incluso implantar medidas coercitivas, depósitos coerciti-
vos en el banco de España, sanciones y en algún caso extremo, contemplan 
la intervención y la ejecución forzosa por parte del Gobierno central de las 
medidas que deban adoptarse en las comunidades autónomas. Por cierto 
que en todo este esquema, el Parlamento tiene muy poco espacio. Todo 
está subordinado, primero a los objetivos de estabilidad de la Unión Euro-
pea; todo el seguimiento y las medidas van a ser propias del gobierno, no 
de las cortes, con algunos órganos consultivos. Ya se ha aprobado la Ley 
Orgánica de autoridad independiente de responsabilidad fiscal, que es una 
nueva entidad pública, consultiva en la materia, distinta a la oficina presu-
puestaria.
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Esta presentación tiene la finalidad de que se conozca la manera espe-
cífica en que funciona la escuela de gobierno en Uruguay; esta 

iniciativa ha sido importante en el país, especialmente porque se ha 
dedicado a cooperar en la formación práctica de los funcionarios de 
gobierno; con lo que la democracia y la política crecen y se retroalimen-
tan constantemente.

Todos reconocen la significación de los Parlamentos; el sistema político 
uruguayo entendió que es muy importante salir a fomentar y defender la 
democracia y para ello, como medida primordial, preparar a los propios 
integrantes del sistema. No hay que olvidar que, por lo menos en Uruguay, 
los diputados se instauran en sus puestos por votos y no por cantidad de 
títulos. Por ello es necesario fortalecer al ciudadano que llegó apoyado por 
determinada cantidad de votantes, representando a compatriotas. De esta 
idea surgió la necesidad de crear la escuela de gobierno.

¿Cómo fue esa historia? Se realizó un seminario sobre descentraliza-
ción en la Fundación Giménez Abad que ya se encontraba trabajando en 
Uruguay; en ella, se recibió una llamada del despacho Presidencial, pre-
guntando qué podía hacer la Fundación por la Cámara, el Presidente 
Pintado manifestó abiertamente que se necesitaba crear una “escuela de 
gobierno”, exponiendo que, en muchas ocasiones, los representantes po-
líticos no sabían cómo ejercer sus funciones en términos reales. 
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que, para que el proyecto fuera duradero, tenía que contar con apoyo polí-
tico serio de todos los partidos; por ello el órgano que rige a la escuela de 
gobierno, llamado Comité Político de Seguimiento, está integrado por po-
líticos de todos los partidos, por supuesto que hay un presidente.

El funcionamiento de la escuela ha sido el siguiente: en el primer 
periodo había siete miembros, ahora son cinco, pero está abierto; cuando 
empezó la legislatura, se repartieron los cargos y las distintas comisiones 
y al mismo tiempo se ingresó la escuela de gobierno como parte del re-
parto y se fijó, por distintas bancadas de los partidos, quien iba a repre-
sentarlos en la escuela; de esta forma, existe un paraguas político arriba 
que maneja los destinos de la escuela de gobierno, y a quien se rinde 
reporte permanentemente.

Por debajo de esa estructura, se cuenta con dos direcciones: la Direc-
ción Académica, que tiene la función de marcar los rumbos, el diagrama, 
la ordenación de la escolaridad y conseguir por supuesto a los docentes; 
ese programa es sometido a estudios del Comité Político, quien siempre 
apoya las decisiones de la dirección; y es así como se constituyen los 
cursos. Luego está la Dirección Administrativa, que se encarga de toda la 
gestión económica, un servidor la dirige, y se cuenta con un funcionario 
administrativo financiado por la fundación: nuestra estructura en sí está 
formada por dos personas.

Los docentes se contratan por determinadas horas para impartir sus 
cursos. Desde el año 2008 hasta la fecha, se han llevado a cabo nueve 
cursos, han pasado por ahí trescientos sesenta uruguayos que pertenecen 
a los cuadros políticos, asesores, secretarios de legisladores o de los pro-
pios partidos, lo que ha traído a la escuela una retroalimentación cons-
tante. En esta Legislatura fungen diputados que han pasado por la 
escuela de gobierno, el secretario general de ministerio asistió a dichos 
cursos lo que fortalece y da reconocimiento al recinto. 

Hay organismos del estado del Poder Ejecutivo que han solicitado 
ayuda en su preparación para los cargos gerenciales, también gobiernos 
del interior, gobiernos municipales, ocho en total, han solicitado que se 
impartieran cursos a sus funcionarios y legisladores departamentales. 
Como la estructura es muy pequeña, se vive en una permanente crisis de 

Hoy, el diálogo y la convivencia son fundamentales, existen siete mil 
millones de habitantes en el mundo y no hay uno igual a otro. Si no se 
aprende a dialogar, la democracia no va a caminar y eso es evidente, con 
esa visión nació la escuela de gobierno y empezó a recorrerse un camino 
de aprendizaje.

Cuatro meses después de la llamada, en febrero de 2008, en la sede 
de las Cortes de Aragón, en el Palacio de Alfajería, se firmó el convenio 
en donde se definieron muchas interrogantes importantes, las más im-
portantes fueron: ¿A quién se iba a dar los cursos? ¿Qué requisitos se 
precisaban? Era el primer centro de estudios con ese perfil que se creaba 
en Uruguay; en ese momento, todas las discusiones de los diputados que 
estaban ahí giraron en torno a la profesionalización de los mismos, hasta 
que el intendente, o sea el gobernador de un departamento de un estado, 
de la provincia de Maldonado dijo: “yo soy intendente y mi profesión es 
pintor de obra”, después de escucharlo se consideró que había que res-
petar el valor de la democracia del país, en el sentido de que no sólo 
gobiernan los especialistas en derecho.

Se decidió entonces que el responsable de remitir estudiantes a los 
cursos fuera el propio legislador, ya que existen 130 legisladores, 31 sena-
dores y 99 diputados; es un parlamento pequeño, es un país muy chico 
de 178,000 km2, con un poco más de tres millones de habitantes. Se pun-
tualizó que si el legislador era el que quería la escuela de gobierno, él 
mismo matricularía alumnos ahí. 

¿Cuál es el objetivo? El objetivo que se ha marcado como norma, es 
propiciar la formación de futuras generaciones de ciudadanos con 
responsabilidad gubernativa, aportando a los mismos los conocimientos 
necesarios para una primera aproximación a la gestión pública y 
capacitándolos en el proceso de toma de decisión en el poder público, así 
mismo la escuela debe contribuir en su gestión al fortalecimiento de los 
valores democráticos y a la cultura del diálogo entre los distintos sectores 
político-partidarios.

En un principio se trabajó dentro del parlamento, ya que no había ofi-
cina ni sede, no se tenía presupuesto, no se contaba con nada, luego se 
consiguió la sede. Se estableció un Órgano de Dirección, comprendiendo 
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no se exige ningún examen, justamente para que vayan todos a participar 
y por la positiva, que no haya diferencia entre que el funcionario de de-
recha saco mejor nota que el funcionario de izquierda, aquí eso está 
prohibido.

Terminado el curso regular, se imparten talleres, en donde se otorga 
el premio de una beca a España; ahí si hay que marcar una diferencia, es 
voluntario, todos aquellos que pasaron por el curso tienen derecho a 
participar de ello, los talleres duran 15 o 16 horas y son de una materia 
específica. Siempre se intenta que sea lo más objetivo posible, con docen-
tes de primer nivel y a veces con autoridades nacionales. El ultimo taller 
versó sobre la matriz energética, en donde participo el presidente de cap, 
que es el órgano petrolero, el presidente de la ut, que es la entidad de la 
energía eléctrica y otros expertos en el tema, siempre se tiene la prioridad 
de incluir todos los colores políticos. Los docentes provienen de univer-
sidades públicas y privadas, y entre ellos existe variedad de posturas 
ideológicas, ya que importa mucho la pluralidad; porque en Uruguay 
sucede que los partidos políticos tienen su propia escuela, así, si un fun-
cionario quiere escuchar siempre lo mismo él sabe a dónde ir, pero si 
quiere escuchar otra cosa y compartir, tiene un espacio en la escuela de 
gobierno. 

En los talleres, y bajo un pseudónimo, se manda a corregir los trabajos 
a la universidad correspondiente, quien revisa no sabe quien lo redactó y 
el estudiante no sabe quien le va a revisar, luego se abren los sobres y con 
un ranking, no con una nota de aprobado o no aprobado, se decide cua-
les son los mejores; ellos si están obligados a publicar los trabajos, para 
el resto, la publicación es opcional; después simplemente se nombra a los 
ganadores. 

Ese es un poco el esquema básico de la escuela de gobierno; se im-
parten también seminarios y talleres de temas coyunturales. La escuela 
pretende profundizar más en otras temáticas como derecho penal, dere-
cho constitucional, derecho agrario, es mucho a requerimiento de los 
propios usuarios. Por otro lado, se ha creado la asociación de egresados 
y ellos también aportan ideas y propuestas, dentro del recinto se vive una 
actualización constante.

crecimiento, pero este año se cumplieron 200 horas de clase. Hay cur-
sos regulares que duran cinco semanas, y se dividen en dos, cuatro se 
hacen en la sede de Montevideo y una última semana se realiza en 
Maldonado, en la ciudad de Punta del Este, donde conviven las 40 per-
sonas que asisten, los horarios son de lunes a viernes de 2:00 p.m. hasta 
las 6:00 p.m. y en Maldonado tres horas en la mañana y tres horas en la 
tarde; se imparten además varios seminarios.

Y ahí está la fortaleza, bajo un eje académico muy fuerte, donde los 
docentes son de primer orden y muy reconocidos en Uruguay, el proceso 
durante las clases es muy interesante. La primer semana todos mantienen 
su distancia y se miran con desconfianza, prácticamente ni se saludan; 
pero después de la quinta semana de convivencia, durmiendo en el mis-
mo hotel, comiendo y cenando juntos, jugando a las cartas; el ambiente 
entre los distintos participantes, que van de la extrema izquierda hasta la 
extrema derecha, cambia; siempre se termina con un brindis y una amis-
tad que perdura, es más, esos cursos finalizan y después algunos de los 
participantes se van juntando, así, alguien de extrema izquierda acude a 
la casa del funcionario del partido de extrema derecha a compartir un 
asado, y ese es el logro más grande de la escuela; un logro bajo un eje 
académico efectivo, que por medio de la convivencia de todos los días, 
trae el aprendizaje final de que aunque filosóficamente se piense distinto, 
todos los estudiantes comparten un mismo proyecto.

Esa es la finalidad de la escuela de gobierno, no hay planes de ampliar-
la, porque no se pretende competir con las universidades ya establecidas; 
una cosa es la formación universitaria, otra cosa la formación escolar y otra 
cosa es la formación de gobernante; durante ésta se aprende que existen 
distintos procesos y que el estado está regulado, también se aprende a 
conversar y dialogar con el adversario. Por eso el público objetivo son los 
allegados dentro de los partidos políticos, porque son los futuros gober-
nantes; ya se han dado casos de diputados y gente que tiene cargos de je-
rarquía en la administración central y en administraciones municipales.

Se ha establecido una regla de oro; cuando empieza cada clase se 
cierra la puerta del salón y no se graba ni se sacan fotos, con la intención 
de que la participación y la discusión sean absolutamente libres; y es más, 
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Sur. Se ha trabajado en conjunto con la Fundación Giménez Abad des-
de sus comienzos y también a la par del Congreso de Diputados en 
todos los eventos que hacen a través de la agencia española en los distin-
tos centros de formación en América, se ha dado la posibilidad de parti-
cipar en los primeros pasos en Ecuador, en Honduras y en México, 
tratando de transmitirles las realidades del país. Además, la escuela de 
gobierno ha participado no sólo en lo académico, sino también en la re-
lación del parlamento uruguayo con el parlamento español. En cuanto al 
tema cultural, se han hecho aportaciones al Parlamento nacional en sus 
85 años de existencia como edificio, así como una exposición de la obra 
del pintor Francisco de Goya, con la colaboración de la Fundación y de 
la propia gente; es una muestra realmente impresionante.

¿Y quién paga todo esto? Es un presupuesto muy bajo, pero con 
varios patrocinadores, entre ellos: la Cámara de Diputados de Uruguay, 
la Fundación Manuel Giménez Abad, la Intendencia de Maldonado que 
aporta los hoteles para la convivencia, este año se sumó la Cámara de 
Senadores y ese es el financiamiento central, hay asimismo instituciones 
del ámbito público que se han sumado a esta iniciativa y quieren cooperar, 
algunos aportan de acuerdo a sus quehaceres: la empresa telefónica 
apoyo con equipos, con comunicación, lo que permite tener internet, dio 
todas las facilidades para tener una página web, correo electrónico, etcé-
tera, gratis de por vida. Otros aportan lo que les parece interesante en 
cuanto a los temas que pudieran abordar los docentes, es decir, la escue-
la está abierta a la sociedad. El parlamento tiene que cambiar su imagen, 
muchas veces, éste se autoflagela y cuando se les exige ser más transpa-
rentes, lo primero que hacen es publicar los sueldos y los viajes y nunca 
publican lo que hacen, hay que empezar a cambiar eso; por eso se está 
llevando adelante, y sin marketing político, un proyecto institucional que 
después de 5 años, ha logrado ya un reconocimiento a nivel nacional.

Se han realizado otros acuerdos con algunos organismos del Estado, 
lo que ha permitido analizar temas específicos, por ejemplo, la mujer en 
el ámbito de las fuerzas armadas. Uruguay integra muchas misiones de 
paz y por lo tanto hay muchas mujeres en ese ámbito; el tema del género 
es un tema que hoy por hoy es bastante central. Para ello se diseñaron 
determinados cursos de información, para el grupo de gente que asesora 
y que esta a lado de los que dirigen el país. Se ha sumado el Congreso de 
los diputados de España, que acompaña en cada inauguración con el 
aporte de sus valiosísimo diputados y letrados. 

Finalmente, se presentan algunas de las actividades que se han hecho 
en muy poco tiempo: seminarios de control parlamentario en varias opor-
tunidades, una conferencia sobre las campañas electorales en Estados 
Unidos; estuvo en el curso una mujer que trabajó con el Presidente Oba-
ma en su primera campaña, y explicó como había hecho para introducir 
en las redes sociales esa campaña que posteriormente llevó a Obama a 
ganar la presidencia. Participo también un profesor de la Universidad de 
Pisa, para dar una charla sobre la tan cuestionada Unión Europea-Merco 
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La presente reflexión se dedica a los distintos tipos de régimen presi-
dencial y la posibilidad de coaliciones de gobierno en ese contexto. 

Considerando además la relación entre el régimen presidencial y el Sis-
tema de Partidos en América Latina, con el argumento central de que la 
combinatoria entre el tipo de régimen y el tipo de sistema de partidos es 
lo que hace al núcleo central del tipo de gobierno que tiene cada caso, 
cerrando la reflexión con referencia a las reglas electorales, ya que sin 
ellas no puede entenderse el conjunto de la dinámica de gobierno.

De hecho, una distinción muy importante, especialmente para América 
Latina, es la del tipo de gobierno: presidenciales con partidos, con fuertes 
sistemas de partidos y gobiernos presidenciales sin esa condición, sin par-
tidos y eventualmente, sistemas de partidos que hacen mucho al tipo de 
democracia presidencial del presente; es decir, democracias presidenciales 
competitivas y no competitivas que, viven en regímenes donde no hay 
competencia efectiva y donde se afecta la calidad de la democracia. 

Un sistema de competencia efectiva; donde exista la posibilidad de 
alternancia y sobre todo balance de poderes, donde el margen de victoria 
del ganador con respecto a los que no ganan no sea abrumador, hace 
mucho a la democracia y a las dinámicas de gobierno que se ponen en 
marcha. En el contexto de América Latina, existen regímenes de gobier-
no que entran claramente en la condición de democracias competitivas. 
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nes que se planteaba, era que el régimen presidencial era poco propicio 
para las coaliciones de gobierno, algunos decían que hablar de estas úl-
timas era una contradicción, ya que las coaliciones eran propiedad exclu-
siva de los regímenes parlamentarios y naturalmente del mundo europeo 
como puntero de éstos, y de los antes citados sistemas de coaliciones de 
gobierno. Desde aquellos momentos fundacionales y de aquel excelentí-
simo trabajo de Juan Linz, la evolución y discusión teórica del presiden-
cialismo, las investigaciones sobre presidencialismos existentes y la 
evolución histórica concreta del presidencialismo han variado mucho y 
las coaliciones de gobierno son justamente un tema a debatir. 

En esos años hubo algunos elementos que vale la pena destacar, en 
primer lugar América Latina entró en un nuevo ciclo sociopolítico y de 
cierta estabilidad democrática, un proceso inédito por la cantidad de paí-
ses en democracia —la mayor parte de las naciones latinoamericanas—, e 
inédito también por lo prolongado del ciclo, para algunos países era una 
saña histórica tener democracias de veinte años o más. En general, ese es 
el saldo positivo, es cierto que ha habido algunos episodios, pero no fue-
ron similares a los que anteriormente habían acarreado la ruptura de las 
democracias, no fueron golpes de estado en el sentido clásico, ya que no 
fueron irrupciones militares, no fueron disoluciones parlamentarias; fue-
ron, como podría llamarse, sucesiones forzadas de los presidentes, es 
decir, que por cuestiones políticas, los presidentes fueron orillados a re-
nunciar y a terminar anticipadamente su mandato, sin ser sustituidos por 
figuras nombradas por los parlamentos; obviamente son crisis políticas, 
las últimas más notorias han sido la de Honduras y la de Paraguay, pero 
ha habido varias, tres en Ecuador, dos en Argentina, tres o cuatro en 
Bolivia, lo que quiere decir que no es el mar de la tranquilidad, pero 
tampoco es el mal de las rupturas democráticas que se vivieron en los 
periodos anteriores a la zafra larga de regímenes dictatoriales, que termi-
nó con la tragedia de Chile en el 1973 y la muerte de Salvador Allende.

Una primera reflexión: el presidencialismo existe en la nueva etapa 
democrática; en algunos lados funciona bien, en algunos lados no le ha 
ido tan felizmente y ha tenido turbulencias, pero no se han dado estas 
rupturas democráticas de la que estaban tachoneados el horizonte y la 

En particular es el caso de los Populismos que han existido en la región, 
últimamente, en el periodo de reformas liberales, y que ahora vuelven a 
aparecer como populismos de izquierda; con fórmulas que son democrá-
ticas, porque surgen de elecciones limpias y competitivas, pero que no 
son democracias de “gran” calidad, en términos del balance de poderes, 
de relaciones constitucionales, de concentración de la autoridad pública 
en la cabecera presidencial; al punto que pudieran caer en aquellas viejas 
denominaciones que los maestros fundadores del sistema americano lla-
maban el “despotismo democrático” de Tocquerville o la idea del “auto-
ritarismo electoral” que Jefferson acuñó y que algunos autores 
latinoamericanos han retomado. 

En la historia reciente de América Latina, hace poco menos de treinta 
años, se abrió un fuerte debate sobre las ventajas y desventajas del Régi-
men Presidencial; un gran sociólogo español, Juan Linz, criticaba al pre-
sidencialismo por sus rigideces, por su propensión al conflicto y por su 
falta de resolución de los conflictos institucionales, particularmente de la 
relación entre presidencia, gobierno y parlamento y se postulaba un pa-
saje al régimen parlamentario. Esto ocurría en una coyuntura especial-
mente relevante, ya que buena parte de los gobiernos de América Latina 
salían de procesos dictatoriales largos, y accedían a la democracia, a cons-
trucciones democráticas. Para entonces, la discusión sobre régimen de 
gobierno era muy pertinente, pero no sólo eso, si no que había otro tipo 
de transiciones; transiciones políticas en democracias estables que no 
habían padecido dictadura, como el caso de México, o transiciones en el 
modelo de desarrollo, como las que empezaron a aflorar hacia fines de 
los años ochenta y sobre todo noventas, cuando apareció esta gran déca-
da de reformas liberales y pro mercado. La discusión sobre gobierno 
entonces estaba muy atada, tanto en la cuestión democrática, como en los 
tipos de gestión y de necesidades, eficiencias sí se quiere, que se necesi-
taban en un momento y coyuntura crítica de construcción democrática y 
también de reformas de los modelos de desarrollo, de reformas del Esta-
do, aparte de los núcleos centrales de la sociedad. 

Ese debate apareció sobre todo en el sur del continente y llegó a 
México un poco más tarde; fue acalorado y extenso. Una de las cuestio-
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llo; podría pensarse que una etapa histórica en la que se ha pasado de 
modelos de desarrollo con una gran centralidad en el Estado a modelos 
de desarrollo más liberalizados, se presentaría una disminución de los 
poderes gubernamentales, en cierto sentido y en algunos rubros es así, 
pero no en todos los casos. Desde los años treinta hasta los años setenta 
u ochenta, el Estado y los gobiernos tuvieron mucha fuerza, pero tam-
bién la tuvieron en los periodos de reforma pro mercado. En los perio-
dos de reforma liberal, las capacidades institucionales no han hecho más 
que engrosarse; no han ido en el sentido de la disminución de las capa-
cidades institucionales del gobierno central, al contrario, ha ido en el 
sentido de la multiplicación y creación de instituciones, y de una acumu-
lación, de saberes y poderes por parte del Estado.

En América Latina se ha dado un desarrollo importante en el centro 
presidencial. Las presidencias han engrosado su organización de forma 
importante. Hay casos muy significativos, como el de Brasil y el de Chile. 
La presidencia ha ido creciendo en sus funciones, en sus funcionarios y 
en sus capacidades de gestión. Por supuesto que la región no se encuen-
tra en un Estado similar al pionero en esta materia que es Estados Uni-
dos, que ya desde la época de Roosevelt, y acumulativamente presidente 
tras presidente, ha ido creando una presidencia gigantesca con muchas 
funciones, con muchos funcionarios, muchas reparticiones, en síntesis, 
una constelación de organismos internos. Países como Francia, Inglaterra, 
Alemania y España son también ejemplos de la importancia de las ofici-
nas de la jefatura de gobierno.

¿Por qué se desarrollan los centros presidenciales?, hay una respuesta 
muy clara: la complejidad del gobierno es cada vez mayor. Ésta es la 
primera y más obvia de las funciones que el gobierno y el presidente 
tienen que encarar, va creciendo día con día. En la época de Roosevelt, él 
mismo nombró una comisión para estudiar el tema de la reforma de la 
presidencia de los Estados Unidos, una consigna que sacó, resuena hasta 
hoy en Estados Unidos y América Latina: “El presidente necesita ayuda”. 
La oficina presidencial tiene que crecer porque el presidente, sólo con 
ayuda de los ministros, no alcanza; caben aquí los procesos de desarrollo 
institucional y de diferenciación al interior de la presidencia. 

historia de América Latina; eso no significa que se esté a salvo, la demo-
cracia siempre hay que cuidarla como un metal precioso, no es nada que 
este dado de una vez para siempre, pero se ha avanzado estos años.

La segunda reflexión en términos de tendencias históricas, es que en 
esta nueva etapa se agudizó un fenómeno que viene de los años treinta; 
la concentración de poderes en la cabecera presidencial dentro de la 
estructura institucional del Estado y de las relaciones de gobierno, la 
concentración de poderes en la cabecera presidencial en el Poder Ejecu-
tivo y en la figura del presidente. Esto por supuesto, no es una tendencia 
exclusiva del presidencialismo, es una tendencia que también se registra 
en los regímenes parlamentarios; la experiencia europea lo muestra ca-
balmente; al punto que se ha hablado de la presidencialización de los 
regímenes parlamentarios, en el sentido precisamente de una fortaleza 
de los primer ministros, de los jefes de gobierno, de los presidentes de 
gobierno y de las cancilleras.

Ya en los años cincuenta el viejo maestro Gigoye señalaba que era 
inadecuado hablar de Poder Ejecutivo, como si hubiera alguien que 
mandara y alguien que ejecutara, y que en realidad había que hablar de 
Poder Gubernamental, es cierto que los poderes de gobierno, las presi-
dencias y el Poder Ejecutivo son hoy, en América Latina, un poder guber-
namental fortalecido básicamente por tres causas: primero por las normas 
jurídicas, que se han inclinado por el sentido del refuerzo de los poderes 
del presidente y en particular de las facultades legislativas del mismo; eso 
es una primera comprobación. Desde los años ochentas y hasta hoy, Amé-
rica Latina ha pasado por una etapa muy importante de reformas consti-
tucionales, que no sólo afecta las constituciones, sino que afecta también 
a la ley, porque la ley y los poderes legislativos han hecho declinación de 
competencias, y le dejan cada vez más margen de actuación al Poder 
Ejecutivo en la ejecución de las leyes, y casi podría decirse, en la legisla-
ción misma; de hecho, hay una legislación de discrecionalidad por vía 
reglamentaria con márgenes muy abundantes, que el propio parlamento 
le delega al Poder Ejecutivo en regímenes democráticos.

Esa es una primera causal, la segunda tiene que ver con los cambios 
en la estructura del Estado y con los cambios en los modelos de desarro-
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asociación entre funcionarios que habían sido adversarios muy fuertes en 
el periodo previo a la dictadura de Pinochet; la Democracia Cristiana y el 
Partido Socialista. Y la presidencia fue la orfebrería de esa construcción. 
Luego vinieron otras experiencias, especialmente la del segundo piso de 
la moneda en Chile, que es el lugar donde están los asesores, es el lugar 
donde está realmente el poder. Esta es la idea del segundo piso.

Surge así una relación contingente; cada presidente hace un poco la 
suya; no hay continuidades exactas, algunas oficinas pueden quedar con 
vida, pero ésta es bastante accidental. La otra experiencia interesante en 
el caso latinoamericano es la de Brasil, no por el hecho de que diez de 
sus integrantes estén presos, hoy va a ser menos importante el papel que 
cumplió la casa civil en el primer y segundo gobierno de Lula. Y no es 
por azar que la jefa de la casa civil en los últimos tiempos de Lula sea la 
actual presidenta de la República en Brasil. Por supuesto esta situación ha 
repercutido en Perú, Costa Rica, Argentina y de manera interesante, en 
otros países; la tendencia importante es la de la asimetría institucional 
formidable que se crea entre parlamento y gobierno, entre el congreso y 
el gobierno, entre la presidencia y el parlamento. Así, todo lo que se de-
sarrolla en términos de aparatos ejecutivos, deja de desarrollarse en tér-
minos de los aparatos parlamentarios e instituciones del parlamento.

La asimetría tiene una estrecha relación con la acumulación de pode-
res y saberes, con esta acumulación de facultades legislativas y con las 
disciplinas parlamentarias; y por supuesto está mediada por los partidos. 
Depende mucho de la ecuación partidaria de cada gobierno, del sistema 
de partidos en cada ocasión. Pero la tendencia general es fuerte, por eso, 
parece totalmente acertado pensar en una cuestión que está íntimamente 
asociada al refuerzo de los poderes políticos y de las capacidades institu-
cionales del congreso. Cuestiones que tienen que ver con la generación 
de mayores autonomías para los propios legisladores, para los propios 
representantes parlamentarios. El tema que tiene que ver con la No ree-
lección de los diputados, de los legisladores en general. Y también, toca 
directamente a los dueños de casa, con la construcción y desarrollo de 
oficinas, centros de estudio, centros de desarrollo de asesoramiento par-
lamentario. Elementos como la propia experiencia de la Escuela de Go-

Hay otras razones más políticas, ¿por qué la presidencia de los Esta-
dos Unidos es la más grande del mundo pero, al mismo tiempo, su presi-
dente es el más arrinconado del planeta? es el que tiene los poderes más 
limitados en términos constitucionales, está cercado por el federalismo 
efectivo y por la relación con el congreso, y ni siquiera puede presentar 
directamente proyectos de iniciativa legislativa, entonces, necesita como 
pocos un desarrollo presidencial, y ahí hay una causal. Es decir hay una 
regla de proporcionalidad, cuanto más limitados son los poderes presi-
denciales, más van a buscar los presidentes recursos de poder, ahí donde 
pueden moverse, que es en la esfera de la discrecionalidad propia. 

Pero también hay otras razones, una de las cuales tiene que ver con 
la existencia de coaliciones. Un presidente o un primer ministro, o el 
presidente de gobierno en los regímenes parlamentarios y que gobier-
na con coaliciones, vive en un mundo competitivo. La coalición es una 
asociación para gobernar, pero es una asociación entre competidores, 
frente a competidores de otro partido. Y los ministros no son todo lo 
obedientes, disciplinados y apegados hacia la voluntad presidencial 
como podrían ser; entonces, los presidentes necesitan mecanismos de 
alineamiento, de gestión, mecanismos incluso de “by pass” que corto-
circuitan las figuras ministeriales, sobre todo cuando los ministros son 
muy fuertes. Ahí hay toda una discusión política que asocia el desarro-
llo de los centros presidenciales al desarrollo de cierto tipo de coalicio-
nes de gobierno pluripartidarias, ni hablar cuando los presidentes 
intercalan en la línea jerárquica de los gobiernos algún sujeto de su con-
fianza para romper la línea al ministro o al secretario en términos mexi-
canos, para que no tenga abajo una línea jerárquica que sea toda de su 
propia familia ideológica, política o sectorial dentro del partido del pre-
sidente o de los partidos asociados, entonces se intercalan algo así como 
subsecretarios vigilantes del segundo piso. 

La experiencia de América Latina es interesante. Lo fue fundamental-
mente, en el caso de Chile, en la largada democrática de los años 1990 
para la construcción de la coalición de gobierno que derrotó en el plebis-
cito la posibilidad de que Pinochet continuara en el gobierno, pero que 
después tuvo que hacerse cargo del gobierno con una experiencia de 
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pero interesa más la idea de distinguir dentro del régimen presidencial 
modos de gobierno distintos. 

Gobiernos de minoría, que tienen una vida difícil pero no de ruptura 
democrática, es una minoría que se las ingenia para gobernar de alguna 
manera. Algunas experiencias de países del norte de Europa han sido 
interesantes en este sentido y algunas de las experiencias de América 
Latina también lo son.

Gobiernos que no son de minoría pero sí de un solo partido, un solo 
partido tiene una mayoría o la mayoría absoluta por lo menos en un um-
bral mayor al 40 por ciento , lo que le permite ser el “pibó” de la goberna-
ción; y hay gobiernos más plurales, donde hay alguna forma de participación 
de los partidos en la gestión gubernamental, en los procesos políticos, en 
los procesos de decisión y ahí entran dos categorías que sería interesante 
subrayar: los presidencialismos de compromiso, los presidencialismos 
asentados en los compromisos entre los distintos sectores parlamentarios y 
el presidencialismo de coalición, que es específicamente aquella forma pre-
sidencial donde hay experiencias de gobiernos de coalición.

¿Cuál es la diferencia?, que en el gobierno de compromiso hay 
cooperación, hay negociaciones, hay acuerdos interpartidarios, a veces 
puntales, a veces incluso ciertas líneas de alianzas repetitivas, pero no hay 
asociación para gobernar, no hay gobierno compartido. Básicamente el 
gabinete no es un gabinete pluripartidario. Los partidos pueden acordar 
ciertos compromisos en el terreno parlamentario, pero no necesariamen-
te tienen representación en la integración y en la formación del gobierno. 
No hay ministros que representen a los partidos, esta es una diferencia 
fundamental. 

En el gobierno de coalición hay efectivamente una asociación para 
gobernar, es un acuerdo político de un rango mayor, donde partidos o 
sectores de partidos se desempeñan como socios y se reconocen como 
tales, asumiendo orientaciones de gobierno y responsabilidades directas 
en el ejercicio de gobierno mediante representaciones de participación 
de ministros, o de secretarios, que representan directamente a su partido. 
Hay gabinetes integrados por figuras que no son del partido del presi-
dente, sino que tienen una imagen de pluralidad determinada. Pero esas 

bierno en Uruguay, que tiende a reforzar las estructuras de apoyo y las 
capacidades institucionales de los parlamentarios. 

Dicha asimetría parece difícil de revertir, es una tendencia instaurada 
desde los años treinta; pero el Parlamento puede ser un poco más proac-
tivo dentro de ésta, y puede haber variaciones importantes de un Parla-
mento a otro si tiene recursos y relaciones partidarias consistentes. 

La otra cosa que es importante subrayar es que la idea de los presi-
dencialismos y de los parlamentarismos es muy variada, en la presente 
reflexión se hará referencia a los siguientes tipos de presidencialismo 
que se ubican en tres categorías: los tipos de presidencialismos mayori-
tarios, los que ganan y gobiernan con una fuerte concentración del 
poder y con una exclusividad importante, porque las normas y su situa-
ción en el sistema de partidos así se lo permite. Los tipos de presiden-
cialismo más pluralistas en donde el poder está mejor distribuido, a 
nivel de las distintas escalas, repartido a nivel regional entre las provin-
cias, estados, organismos descentralizados de todo tipo, repartido a ni-
vel de la propia administración y dividido, por supuesto, en el sistema 
de partidos. Donde hay un sistema de partidos más balanceado, que 
distribuye mejor los poderes y que se traduce en mejores balances ins-
titucionales, puede haber constituciones maravillosamente redactadas 
en cuanto a la letra de la distribución y separación de poderes; pero si 
no hay un sistema de partidos que anime ésta, la pluralidad no se logra-
ría, son los partidos los que le dan vida a la separación de poderes, son 
los partidos los que le dan vida al cotejo competitivo entre el parlamen-
to y el gobierno. 

Y por último, una versión un poco especial, que es la de los gobiernos 
de tipo populista, donde la concentración de poderes es más extrema y 
sobre todo ocurre en escenarios sin competencia efectiva. Los gobiernos 
populistas de América Latina se caracterizan por una fuerte concentra-
ción de poderes en la cabecera presidencial, pero también por una formi-
dable ausencia de competencia organizada y efectiva, de competencia 
capaz de ser una alternativa de alternancia política, pero sobre todo una 
alternativa de control político parlamentario balanceado, como existe en 
otros sistemas. Ésta es una clasificación sobre la que se podría abundar, 
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decir que hubo presidencialismo de coalición, pero también hubo presi-
dencialismo de compromiso. 

Ni hablar de Brasil donde viven pactando; hay un presidencialismo 
de coalición de larga trayectoria que viene de los años cuarentas, pero al 
mismo tiempo, hay una práctica nutrida de compromisos con los partidos 
que no forman parte de la coalición. Este es un elemento importante, 
porque puede haber partidos que estén dispuestos a pagar ciertos pro-
ductos políticos, ciertas reformas, pero no necesariamente a participar en 
la formación concreta del gobierno. Y esta es una distinción importante, 
que tiene que ver con la vida y con la productividad de la política.

En México, desde que el pri perdió la mayoría especial, ha tenido una 
experiencia de compromisos políticos muy importantes y buena parte de 
la renovación del estatuto electoral, del régimen electoral de México: la 
creación del ife y las reformas electorales sucesivas, son productos de 
pactos parlamentarios, que no necesariamente se tradujeron en coalicio-
nes de gobierno, sino en compromisos parlamentarios específicos.

Finalmente, ¿cuáles serían las condiciones que favorecen la gestación 
de una coalición de gobierno? La primera de todas es el pluripartidismo. 
En general, en los regímenes bipartidistas parece haber muy poca pro-
pensión, pero el pluripartidismo es la medida que reparte los votos y las 
bancas parlamentarias, por ello tiende a ser una condicionante favorable, 
propicia para las coaliciones. La segunda cuestión, y esto ha generado 
efectivamente una tendencia en América Latina, es la elección mayorita-
ria del presidente. Cuando el presidente es elegido a mayoría simple, en 
una sola vuelta a pluralidad, puede jugar a que la primera mayoría llegue 
a la presidencia; pero cuando hay una elección que requiere mayoría 
absoluta y donde se ventilan dos vueltas, como ha sucedido en 14 o 15 
países de la región en los últimos años, hay una tendencia a gestar coali-
ciones electorales para llegar a la mayoría requerida, y hay una tendencia 
a que esas coaliciones electorales se conviertan en coaliciones de gobier-
no. La experiencia de América Latina en ese sentido es absolutamente 
interesante y riquísima.

Hay algunos otros elementos, las grandes tareas nacionales, que sur-
gen ante situaciones de emergencia o ante situaciones en que efectiva-

no son coaliciones. Aquellas figuras que no son del partido del presiden-
te, pero que tienen una participación en el gabinete, si no representan al 
partido, no es en sentido estricto, una situación coalicional. Ya que los 
ministros en esa situación, deben comprometer a sus respectivos sectores 
partidarios, y salen o entran en el gobierno por decisión del presidente, 
pero también por decisión de su partido, y esta es una clave fundamental 
en la distinción de compromisos y coaliciones. Como ejemplo está Esta-
dos Unidos, que desde el siglo xix ha vivido con gobiernos divididos, en 
donde el presidente no tiene mayorías parlamentarias o no controla las 
dos cámaras o no controla una y con eso alcanza. Quiere decir que hay 
situaciones de gobierno dividido en las que el presidente, para poder 
gobernar, tiene que comprometerse con sectores de partidos que son 
distintos de los partidos regimentados, de los partidos orgánicos, de los 
partidos abiertos, sin disciplina partidaria, sin directorio, sin organizacio-
nes tan fuertes, más en el momento en que se juegan las primarias y hay 
sectores importantes. Pero el terreno parlamentario es un terreno de ne-
gociación y de compromisos permanentes. Los productos parlamentarios 
en los Estados Unidos son fruto de los compromisos y rara vez son fruto 
de actos de mayoría del presidente. 

En América Latina también existen asuntos importantes, podría ha-
blarse del caso uruguayo, que ha sido tradicionalmente un caso de presi-
dencialismo de compromiso y no necesariamente de coalición, con 
algunos ejercicios de la misma, pero con una larga tradición de compro-
misos entre los dos grandes partidos tradicionales, el Partido Colorado y 
el Partido Nacional, que son de los partidos más antiguos, donde sectores 
de ambos bandos celebran compromisos y han permitido la gestación de 
políticas y de reformas. Esto pasa también allí donde hay coaliciones de 
gobierno. Está la experiencia chilena, una experiencia de gobierno de 
coalición muy fuerte, con una enorme transversalidad entre los partidos 
que integran la coalición, pero al mismo tiempo con gestaciones de com-
promiso en puntos muy sensibles con el bloque del centro-derecha, re-
presentado por Renovación Nacional y la udi. Parte de las reformas que 
se pudieron hacer, incluso reformas constitucionales, con gobiernos de la 
concertación, se pactaron mediante mecanismos de compromiso, quiere 
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Se podría pensar que hay partidos que entran a una coalición porque 
creen que con esa entrada les va a ir mejor en las elecciones, o hay parti-
dos que entran en la coalición porque están resignados electoralmente a 
no pasar de ciertos umbrales. Eso es lo que suele pasar con los partidos 
menores, que pueden transformarse en minorías decisivas; suele pasar 
con los partidos regionales, o que representan a sectores que no tienen 
una proyección nacional fuerte. Entonces los votos, las propias preferen-
cias ideológicas, las políticas públicas que están en juego, y las reformas 
pueden ser incentivos, tanto de compromisos como eventualmente, de 
coaliciones. En el juego de las coaliciones hay algunos rasgos interesantes. 

Para concluir, se analizan algunos tipos de coaliciones: una de más 
comunes es en “triadas”, cuando hay tres grandes conjuntos partidarios, 
y dos se asocian frente a un tercero que puede ser desafiante, es una de 
las coaliciones más típicas. Pueden ser coaliciones internas, en los siste-
mas pluripartidistas que están organizados en forma bipolar, como típica-
mente en Chile y en Brasil, hay una tendencia a formar coaliciones 
bastante recurrente. El caso de Chile es muy interesante porque la expe-
riencia de la concertación democrática, en donde el Partido Socialista, 
Democracia Cristiana y el Partido por la Democracia, el ppd, generaron lo 
que uno de los grandes hombres de Chile, Edgardo Bellinger —que fue 
justamente el primer ministro de la presidencia en el periodo democráti-
co en la época de Aylwin—, llamaba a la transversalidad. La transversali-
dad no es ni más ni menos que una suerte de unión en consorcios al 
interior de la coalición, donde se reparten cargos, o se acuerdan puestos 
electorales. En un sistema tan exigente como el chileno, incluso los pro-
pios ministerios estaban integrados en forma cuarteada, es decir, minis-
tros, sus secretarios y viceministros de distintos partidos. 

Y luego las coaliciones construidas como una coalición que quiere ser 
ganadora, que está en buenas condiciones como para una coyuntura, en 
la que es propicia la situación para llevar adelante ciertas políticas, dar 
pasos que no se pudieron dar en otras condiciones, y hay un capital po-
lítico del presidente o del partido del presidente que lo lleva a ensanchar 
su respaldo parlamentario para ir adelante con algunas reformas, con al-
gunos cambios trascendentes. Esta sería una coalición a la ofensiva. 

mente la nación está de por medio y tiene momentos fundacionales 
importantes. En las grandes tareas, los grandes partidos se sienten con 
la responsabilidad política y la presión ciudadana de la construcción. 
Un buen ejemplo son las grandes coaliciones en Europa terminada la 
Segunda Guerra Mundial, en Austria por ejemplo, tenían el fantasma 
del pasado metido en los huesos, tenían la idea de que los conservadores 
social-cristianos y los socialistas habían sido adversarios muy fuertes an-
tes de la llegada de los fascismos, incluso del fascismo austriaco, luego 
entonces surgió una gran coalición en una coyuntura crítica, que era la 
reconstrucción democrática en un momento muy especial, ahí tejieron 
un sistema que se llama el propors, de reparto de cargos y puestos que 
parece toda una orfebrería por el ingenio que tuvieron al repartirlas. 
Pero hay otros ejemplos más recientes, sobre todo en el caso de Alema-
nia; normalmente en las grandes coaliciones, los que no son tan gran-
des no reciben tantos beneficios, ya que las sociedades de coalición no 
benefician de la misma manera a los partidos del presidente que a los 
partidos que se asocian con él. Este es un padecimiento, un problema 
del Partido Social Demócrata Alemán que se puede poner como ejem-
plo para muchas otras de las condiciones de coalición y de pacto que 
hay en América Latina.

El último punto, absolutamente necesario de tener en cuenta es que: 
uno puede predicar las coaliciones, pero en definitiva las coaliciones son 
producto de la acción de los partidos en democracias competitivas. Y los 
partidos están ahí para competir, y su ley, su regla de juego, su racionali-
dad, es prácticamente la competencia. Esa es la esencia de la democracia, 
no hay ningún misterio. Así, asociarse o no asociarse, entrar o no entrar 
en gobierno, pactar o no pactar, es parte de la competencia. 

Entonces, ¿cuáles son los elementos que pueden tener en cuenta los 
partidos como incentivos para la coalición? En primer lugar la aspiración 
a tener cargos en el gobierno, un partido por definición vive para tener 
cargos en el gobierno, tratando de imprimir allí sus orientaciones políti-
cas. Entonces tener cargos, tener posibilidades de poseer recursos y de 
intervenir en los procesos de gobierno, ese es un primer y grande incen-
tivo, un primer elemento de coalición. El segundo es el cálculo de votos. 
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También están las coaliciones defensivas, de partidos que están en 
situaciones declinantes y que vienen de tener una historia de trayectoria 
mayoritaria, pero que empiezan a perder terreno frente a un partido de-
safiante que viene creciendo. Ahí hay coaliciones defensivas que pueden 
ser de dos contra uno. Como ejemplo, los liberales y los conservadores 
ingleses que, desde los años treinta, podrían haber tenido coaliciones 
defensivas frente al laborismo y no las tuvieron, recién las vienen a tener, 
quizás porque el contexto mundial está imponiendo esta pauta.
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anexo i
Antecedentes de 

las Jornadas de Derecho Parlamentario 
México-España

·
dr. luis mendoza cruz

Director de Estudios Parlamentarios del cedip
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putados, en especial, el funcionamiento de la Mesa”; “El control parla-
mentario del gobierno en el Congreso de los Diputados de España”; “La 
rendición de cuentas en el Senado de la República mexicana”; “El con-
trol del gobierno en el sistema presidencial mexicano”; y “El marco nor-
mativo vigente del Poder Legislativo mexicano. La influencia del derecho 
comparado”.

Además, se organizaron talleres, mesas redondas y cursos, entre los que 
resaltan: “El procedimiento legislativo. Técnica legislativa en el Parlamento 
contemporáneo”; “Los órganos internos y externos de control económico 
del Parlamento en España. Parlamento y transparencia”; “Autonomía parla-
mentaria. El control jurisdiccional de los actos parlamentarios”; “Los ins-
trumentos de control del Poder Legislativo mexicano”; “El orden jurídico 
de los grupos parlamentarios en el Congreso mexicano. Una asignatura 
pendiente de la reforma del Estado”; “El Parlamento y el equilibrio de 
poderes”; y “Las fuentes del derecho parlamentario en México”.

El intercambio bilateral enriqueció la experiencia parlamentaria de 
cada país y ayudó a comprender que la actualización de un orden jurídico 
mucho más amplio y complejo exige procesos legislativos más eficaces, 
pues de lo contrario se corre el riesgo de obstaculizar, paradójicamente 
desde el propio Legislativo, la modernización de nuestro sistema normati-
vo, fundamental para el desarrollo democrático del país.

Segundas Jornadas de Derecho Parlamentario Com-
parado. Gobierno Local: Estados y Municipios

Las Segundas Jornadas de Derecho Parlamentario Comparado no 
sólo permitieron consolidar el esfuerzo bilateral anterior entre Mé-

xico y España, sino que además tuvieron una apertura significativa al 
interior del territorio mexicano, pues se contó con la participación de 
legisladores de diversas entidades federativas del país, así como de dis-
tinguidos integrantes de los Poderes Judicial y Legislativo de México, 
entre los que destacan el Presidente del Tribunal Superior de Justicia, 

Las Jornadas de Derecho Parlamentario México-España forman parte de 
una tradición que se ha forjado desde hace más de media década, gracias 
al esfuerzo de países que están interesados en el intercambio de expe-
riencias y en el fortalecimiento de la cultura parlamentaria. Desde su 
creación, las Jornadas han tenido un proceso de apertura considerable: 
de ser inicialmente un encuentro internacional sólo de tipo bilateral, al 
día de hoy representan ya un evento de carácter iberoamericano, al que 
además se han sumado las entidades federativas del Estado Mexicano, a 
través de sus respectivas legislaturas locales. 

Con la finalidad de esclarecer las distintas etapas de apertura en las 
que esta importante tradición ha permitido consolidarse y expandirse 
hacia otros panoramas, tanto locales como internacionales, a continua-
ción se presenta una sinopsis sobre los encuentros internacionales pre-
vios a las IV Jornadas de Derecho Parlamentario.

Primeras Jornadas de Derecho Parlamentario 
Comparado de México y España

En el esfuerzo por entender la trascendencia del derecho parlamenta-
rio en los procesos legislativos, el Senado de la República Mexicana 

organizó las i Jornadas de Derecho Parlamentario Comparado de México y 
España, las cuales representaron el prístino encuentro bilateral entre dos 
países de entrañable historia y cultura.

Éstas se llevaron a cabo del 18 al 22 de agosto de 2009 y participaron 
como organizadores el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México, el Instituto Belisario Domín-
guez del Senado de la República y la Fundación Manuel Giménez Abad 
de Estudios Parlamentarios; asimismo, colaboraron el Congreso de los 
Diputados de las Cortes Generales de España y las Cortes de Aragón.

Dentro de las conferencias magistrales que se impartieron durante las 
Jornadas destacan: “La parlamentarización de los sistemas presidenciales 
de América Latina”; “Los órganos de gobierno del Congreso de los Di-
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La coordinación estuvo a cargo del doctor Daniel Barceló Rojas, del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam, doctor Luis Mendoza 
Cruz del Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República de 
México, Javier García Roca del Instituto de Derecho Parlamentario de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, Francisco Martínez 
del Congreso de los Diputados de España, y José Tudela Aranda, de la 
Fundación Manuel Giménez Abad.

Las ponencias presentadas en dicho evento fueron las siguientes: “El 
reequilibro de poderes en el sistema presidencial de los estados de la 
República mexicana. Apuntes para el fortalecimiento de los poderes le-
gislativos”; “La formación del gobierno en el sistema parlamentario espa-
ñol”; “El estatuto de los parlamentarios”; “Transparencia y acceso a la 
información parlamentaria: análisis comparado y propuestas”; “Control 
parlamentario y ética pública: instrumentos parlamentarios frente a la 
corrupción y los conflictos de intereses”; “El debate sobre el endeuda-
miento público de las Comunidades Autónomas”; “La administración 
Parlamentaria. La función de los Letrados Parlamentarios”; “El control 
del presupuesto”; y “El control jurisdiccional de los actos administrativos 
de los parlamentos de las Comunidades Autónomas de España”.

Jorge Herrera Solorio y el entonces Coordinador en el Senado de la 
fracción del pri, dip. Manlio Fabio Beltrones.

Las Jornadas se llevaron a cabo en la ciudad de Querétaro, en el Tea-
tro de la República, los días 19 y 20 de agosto del 2010 y la temática cen-
tral giro en torno al tema “Gobierno Local: Estados y Municipios”. Las 
instituciones encargadas de organizar dichas Jornadas fueron el Instituto 
Belisario Domínguez del Senado de la República, el Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas de la unam y la Fundación Manuel Giménez Abad. 

La Conferencia inaugural de las ii Jornadas corrió a cargo del Dr. José 
Tudela, con el tópico “La forma de gobierno de las comunidades autóno-
mas españolas”. Asimismo se organizaron mesas de discusión sobre los 
temas: “La forma de gobierno municipal española”, “El derecho interno 
de los parlamentos de las comunidades autonómicas españolas”, “La for-
ma de gobierno de los municipios de Costa Rica”, “La carta europea de 
los municipios”, “La reforma del Estado en México y su proyección a los 
estados y municipios. La experiencia comparada”, “La forma de gobierno 
de las provincias argentinas y sus problemas. Propuesta de reforma polí-
tica para la provincia de Córdoba”, y “La reforma del Estado en las enti-
dades federativas. Las legislaturas de los estados”.

Terceras Jornadas de Derecho Parlamentario 
Comparado México-España

Las Terceras Jornadas representaron la consolidación del intercambio 
cultural y parlamentario entre México y España, dado que serían 

organizadas por primera vez en territorio ibérico, específicamente en las 
ciudades de Madrid y Zaragoza.

Este evento se desarrolló en el marco del Convenio de Colaboración 
del Instituto Belisario Domínguez con la Fundación Manuel Giménez 
Abad y fue organizado conjuntamente por ellos y el Congreso de los 
Diputados en España; además, se contó con la participación de expertos 
miembros de las Cortes de Aragón.
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anexo ii
El Proyecto de la Academia 

o Escuela de Gobierno y la visión 
comparada de los centros de 

investigación
·

miguel garita arce
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Estado autonómico, logrando un avance importante en temas de gran 
trascendencia como lo son los estudios políticos parlamentarios y la or-
ganización iberoamericana. 

Otros países que han optado más recientemente por esta figura son 
Argentina y Uruguay, los cuales han logrado formar y capacitar a distin-
tos cuadros que realizan importantes aportaciones a la administración y 
gestión gubernamental de sus respectivos países.

Ante la necesidad de hacer frente a los diversos cambios que han reper-
cutido en la dinámica del Congreso Mexicano, particularmente en la Cáma-
ra de Diputados, y dada la positiva experiencia que han tenido las figuras 
de las Escuelas, adscritas a los distintos órganos del Estado, tanto a nivel 
nacional como internacional, se ha valorado la propuesta de contar con una 
Academia de Gobierno y Derecho Parlamentario dentro de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión y con la coadyuvancia del Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México 
y de la Fundación Manuel Jiménez Abad de Estudios Parlamentarios y del 
Estado Autonómico; que funcione como plataforma de preparación profe-
sional de los servidores públicos que la integran, con la finalidad de hacer 
frente, de manera oportuna y eficaz, a los distintos cambios que la realidad 
social impone para la consolidación de la democracia mexicana.

Con la creación de dicha Academia sería posible llevar a cabo activi-
dades de gran relevancia para la actividad legislativa al interior de la 
Cámara de Diputados, tales como: la preparación de seminarios, confe-
rencias y Congresos sobre los temas del Parlamento, la elaboración de 
proyectos de investigación y análisis comparado relacionado con la acti-
vidad legislativa y preparación o actualización de cuadros legislativos o 
de servicios de apoyo parlamentario, entre otros.

Aunado a lo anterior, resulta indispensable que este importante órga-
no de formación y capacitación sea organizado y dirigido por una insti-
tución ya reconocida dentro del orden jurídico-legislativo, como lo es la 
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, y 
cuya composición, finalidades y objetivos transiten en la misma línea. 

Por ello, se están elaborando propuestas orientadas al establecimiento 
de la Academia de Gobierno y Derecho Parlamentario de la Cámara de Di-

Como resultado de la dinámica de creciente pluralismo político en Méxi-
co, los canales de participación política no sólo se han abierto para dis-
tintos grupos y actores políticos, sino también para la ciudadanía en 
general; han aparecido nuevos paradigmas de participación y representa-
ción política, así como nuevas modalidades de intercambio social y plu-
ral. Estos grandes cambios, orientados a la consolidación de nuestra 
democracia, han generado un incremento inusitado de la actividad legis-
lativa que demanda a los distintos cuadros parlamentarios, su personal y 
demás actores involucrados con dicha actividad, un alto grado de prepa-
ración, excelencia, especialización y profesionalismo con el quehacer le-
gislativo; de esta forma, para lograr afianzar los nuevos cambios en pos 
de la democracia, la profesionalización del cuerpo parlamentario es una 
condición necesaria para el logro de tal empresa.

Con el fin de cumplir con el objetivo antes mencionado, la tendencia 
tanto nacional como internacional ha sido el establecimiento de Sistemas 
de Cuadros, Escuelas o Academias adscritas al interior de los distintos 
órganos de gobierno, centradas en la formación profesional y humana de 
sus integrantes y en donde el conocimiento científico que se transmite 
está vinculado con las necesidades, objetivos y metas institucionales.

En México, un ejemplo de ello fue la creación de la Escuela Judicial, 
como parte de la estructura del Instituto de la Judicatura Federal, la cual 
ha permitido una óptima formación de los funcionarios de la Carrera 
Judicial para el ejercicio de la función jurisdiccional.

En el ámbito internacional existen importantes precedentes: España 
cuenta con una de las Escuelas de Gobierno más antiguas, —el Instituto 
de Altos Estudios Nacionales— (iaen), fundada desde 1972; al día de 
hoy, dicha institución trabaja acorde con las directrices institucionales 
establecidas en el Plan Nacional de Desarrollo y en las distintas políti-
cas públicas sectoriales orientadas a la formación y educación del país. 

En el ámbito parlamentario, la Fundación Manuel Giménez Abad de 
Estudios Parlamentarios y del Estado Autonómico, perteneciente a las 
Cortes de Aragón, fue creada desde el 2001 con la finalidad de contribuir 
en la investigación, conocimiento y difusión de la institución parlamenta-
ria y del modelo de distribución territorial del poder que representa el 
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f) Estructurar y mantener actualizado un sistema de archivo especia-
lizado que contenga la información documental necesaria para el des-
empeño de sus funciones; y

g) Procesar la información de su especialidad que se integrará al sub-
sistema de informática y estadística parlamentarias; y 

h) Presentar a la consideración del Secretario de Servicios Parlamen-
tarios los requerimientos presupuestales para el desempeño de sus 
funciones, a efecto de que se considere en el anteproyecto de presu-
puesto de la Cámara.”

Sus orígenes se remontan a 1999, año en que fue aprobada la Ley Orgáni-
ca del Congreso General, en donde se previó su existencia como Centro de 
investigaciones en las materias parlamentaria y jurídica de la Cámara de 
Diputados. Con la creación de esa ley, se reconoció al Centro de referencia 
como verdadero órgano de apoyo a los legisladores. 

Además, se están generando propuestas encaminadas a que la Acade-
mia pueda llevar a cabo sus actividades contando con la colaboración de 
otras instituciones públicas y privadas, así como con distintos órganos 
del Estado, tanto nacionales como internacionales, a fin de lograr brindar 
una formación de alta calidad.

Por otra parte, en lo que respecta a la visión comparada de los Cen-
tros de Investigación, a continuación se mencionan los que se consideran 
los más representativos a nivel global:

1. 
México

En la Cámara de Diputados, existen cinco centros de investigación, los 
cuales forman parte de la estructura de la Secretaría de Servicios 

Parlamentarios de dicha Cámara. Éstos tienen como objeto prestar, en 
forma objetiva, imparcial y oportuna, los servicios de apoyo técnico y la 

putados al cedip, cuyo objeto, previsto en el artículo 35 del Estatuto de la 
Organización Técnica y Administrativa y del Servicio de Carrera de la Cámara 
de Diputados, consiste en la prestación, en forma objetiva, imparcial y oportu-
na, de los servicios de apoyo técnico y la información analítica indispensable 
para el cumplimiento de las funciones de la Cámara de Diputados, conforme 
a los programas aprobados y en sintonía con los cánones de la investigación 
científica; y, cuyas tareas y funciones, previstas en el artículo 43 del referido 
ordenamiento van acorde con los objetivos que se buscan con la implemen-
tación de la Academia de Gobierno y Derecho Parlamentario propuesta; al 
respecto, las tareas y funciones del Centro referido son las siguientes:

Artículo 43.- El Centro de Estudios de Derecho e Investigaciones Parlamen-
tarias tiene las funciones y tareas siguientes:

a) Llevar a cabo investigaciones y estudios jurídicos de carácter histó-
rico, comparativo y socio jurídico sobre instituciones parlamentarias, 
instituciones públicas, derecho público, derecho privado, derecho so-
cial y, en general, sobre cualquier rama o disciplina afín, que contribu-
yan al ejercicio de las funciones legislativas;

b) Realizar reuniones académicas vinculadas al estudio del derecho e 
investigaciones parlamentarias;

c) Participar en las actividades de capacitación que comprende la 
formación, actualización y especialización de los funcionarios del 
Servicio;

d) Instrumentar un programa editorial y de divulgación sobre estu-
dios especializados en derecho y prácticas parlamentarias;

e) Promover la celebración de convenios de colaboración con centros 
de estudios parlamentarios e instituciones académicas nacionales e 
internacionales para el intercambio de experiencias y de personal, así 
como con especialistas; 



148 149

quórum 112 iv  jornadas de derecho parlamentario  ·   méxico-españa

La Asociación tiene diversas funciones primordiales en la actividad de 
la investigación legislativa: opera como instrumento de difusión, represen-
ta un vínculo de los trabajos que se publican con el quehacer legislativo y 
coadyuva con los estudios comparados en el trabajo que realizan los legis-
ladores; igualmente, tiene un fuerte compromiso con el fortalecimiento de 
la cultura legislativa del país, que se actualiza con el trabajo diario a través 
de la producción de conocimiento científico e intercambio de aprendizajes 
de sus integrantes, vinculados directamente con los procesos legislativos 
que hay en las distintas regiones del país. Su finalidad principal es la con-
solidación de la participación de los Institutos y Organismos de Estudios e 
Investigaciones Legislativos de los Congresos locales y de las Cámaras de 
Senadores y Diputados, así como de la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal, en la vida parlamentaria del país.

La integración actual de la amexiil nos da una muestra de la impor-
tancia que tiene la investigación legislativa en el país: está conformada 
por más de 26 Institutos de Investigación Legislativa de los Congresos de 
los Estados, por asociados de organismos legislativos que representan a 
sus legislaturas y por miembros honorarios de instituciones de nivel su-
perior como el Centros de Estudios Parlamentarios de la Universidad 
Autónoma de Nuevo León y el Centro de Investigaciones Legislativas de 
la Universidad Autónoma Metropolitana.

2. 
España

Las Cortes Generales son el órgano constitucional que tiene la re-
presentación del pueblo español. Dichas Cortes cuentan con un 

Cuerpo de Letrados encargado de proporcionar los servicios de infor-
mación parlamentaria. Este Cuerpo representa un colectivo de funcio-
narios que son elegidos mediante convocatoria pública, libre, a través 
de un sistema de oposición y constituyen una de las élites jurídicas 
dentro del Estado español; además, se integra de asesores técnico-jurí-
dicos de carácter institucional, responsables de brindar apoyo parla-

información analítica requerida para el cumplimiento de las funciones de 
la Cámara, conforme a los programas aprobados y acorde con los cáno-
nes de la investigación científica. Los análisis, informes, proyecciones, y 
en general toda la documentación que generen los Centros, no podrá 
contener ni sugerir recomendaciones sobre políticas públicas. Los cinco 
Centro de Investigación son los siguientes: 1) De Derecho e Investigacio-
nes Parlamentarias; 2) De las Finanzas Públicas; 3) De Estudios Sociales 
y de Opinión Pública; 4) Centro de Estudios para el Desarrollo Rural 
Sustentable y la Soberanía Alimentaria; y el 5) Centro de Estudios para 
el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género.1

Por el Senado de la República existe el Instituto Belisario Domínguez, 
actualmente en reestructuración, que funciona como un órgano especia-
lizado dependiente de la Mesa Directiva, encargado del desarrollo de 
investigaciones, análisis y estudios sobre los temas de la agenda legislati-
va del Senado, con el fin de fundamentar la toma de decisiones para el 
ejercicio de sus facultades y competencias, así como de establecer víncu-
los institucionales con organismos públicos y privados, nacionales y ex-
tranjeros que resulten de utilidad para la consecución de sus fines;2 cabe 
decir que debido a su diseño normativo, este centro de investigaciones 
trabaja bajo una tendencia considerablemente partidista.

Por lo que refiere a las Legislaturas Estatales, representantes de 13 
legislaturas de distintas entidades federativas crearon, en el 2002, la Aso-
ciación Mexicana de Institutos y Organismos de Estudios e Investigacio-
nes Legislativas (amexiil). Dicha Asociación se configuró gracias al 
esfuerzo profesional y civil de contar con una organización que permitie-
ra, de manera horizontal y volitiva, tener un espacio de encuentro dentro 
del ambiente de cooperación propio del federalismo, en el que existiera 
una relación entre pares y el intercambio de experiencias, donde el valor 
de las aportaciones de los participantes descansara en una base de igual-
dad, tolerancia y actitud crítica.

1. Estatuto de la Organización Técnica y Administrativa y del Servicio Civil de Carrera de 
la Cámara de Diputados, artículos 34 al 37.

2. Reglamento del Instituto Belisario Domínguez, artículo 3.
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tos parlamentarios; realiza estudios técnicos sobre asuntos específicos, 
gestiona ante el Directorio el concurso de expertos para colaborar con el 
trabajo parlamentario; organiza y mantiene un área de archivo y antece-
dentes; realiza investigaciones sobre asuntos de interés para el Parlamen-
to; y analiza, compila y ordena las sentencias de la Sala Constitucional.4

4. 
Uruguay

Los servicios de asistencia a legisladores y, en general, al Parlamento 
uruguayo están a cargo, entre otras entidades, de la Biblioteca del Po-

der Legislativo de aquel país, la cual está destinada a promover el desarrollo 
de la comunidad, cooperando con otras instituciones públicas y privadas a 
efectos de generar información útil para la toma de decisiones de los legis-
ladores, así como servicios de documentación y asesoramiento con base en 
su acervo bibliográfico general, doctrinario, jurisprudencial y legislativo.5

Además del servicio que presta la Biblioteca de Uruguay, la nación 
cuenta con una novedosa institución parlamentaria: la Escuela de Go-
bierno de la República Oriental del Uruguay, creada mediante convenio 
firmado el 12 de febrero de 2008, con la finalidad de llevar a cabo las 
siguientes actividades:

• La celebración en la República Oriental del Uruguay, de cursos ma-
gistrales, a cargo de técnicos uruguayos y españoles calificados y de 
reconocido prestigio en las materias pertinentes, destinados a la for-
mación de ciudadanos en el desempeño de la gestión parlamentaria 
y gubernativa en general, estableciéndose a tales efectos una agenda 
académica periódica.

4. Departamento de Servicios Técnicos; Asamblea Legislativa de Costa Rica; en: http://
www.go.cr/fs/congresoproyec.html

5. Portal electrónico del Parlamento uruguayo: www.parlamento.gub.uy

mentario en el proceso legislativo y de proporcionar herramientas indis-
pensables para la correcta toma de decisiones políticas.

De manera específica, dicho Cuerpo desempeña las funciones de ase-
soramiento jurídico y técnico a la Presidencia y a la Mesa de cada Cáma-
ra, a las Comisiones y sus órganos, a las Subcomisiones y a las Ponencias, 
así como la redacción, de conformidad con los acuerdos adoptados por 
dichos órganos, de las resoluciones, informes y dictámenes, y el levanta-
miento de las actas correspondientes; la representación y defensa de las 
Cortes Generales, del Congreso de los Diputados, del Senado, de la Jun-
ta Electoral Central y de los órganos e instituciones vinculados o depen-
dientes de aquéllas, ante los órganos jurisdiccionales y ante el Tribunal 
Constitucional; las funciones de estudio y propuesta de nivel superior, y 
la función de dirección de la Administración Parlamentaria, asumiendo la 
titularidad de los órganos correspondientes.3

3. 
Costa Rica

La investigación y análisis legislativo está a cargo del Departamento 
de Servicios Técnicos de la División Legislativa, perteneciente a la 

Asamblea Legislativa. 
Este Departamento tiene a su cargo las siguientes funciones: brinda 

información técnica requerida por el Plenario, el Directorio, las comisio-
nes y los diputados, en la tramitación de los proyectos de ley; realiza es-
tudios y rinde informes técnicos relativos a los proyectos de ley que se 
presenten a la Asamblea Legislativa; evalúa consultas que sobre el trámi-
te legislativo formulen la Dirección Ejecutiva y la División Legislativa; da 
asesoría a los órganos legislativos en materia de fondo de procedimien-

3. Estatuto del Personal de las Cortes Generales, artículo 8, numeral 1.
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6. 
Alemania

El área de investigación de la biblioteca del Parlamento alemán (Bun-
destag) cuenta con once departamentos de investigación y análisis; el 

número de investigadores es de 100, de los cuales 14 se encuentran en la 
biblioteca y 86 en los departamentos de investigación.

Los investigadores producen análisis, opiniones, encuestas, estu-
dios, así como propuestas de reforma y soluciones a problemas concre-
tos; asesoría en temas constitucionales; formulan comparativos de 
diferentes sistemas políticos y legales; dan asistencia en cuestiones de 
legislación y ocasionalmente borradores de iniciativas; hacen evaluacio-
nes, resúmenes y revisiones, y también contribuciones a la discusión, 
notas, documentación, compilaciones y material para discursos. Sus ser-
vicios están destinados a los miembros del Parlamento, grupos parla-
mentarios, administraciones parlamentarias, los miembros alemanes del 
Parlamento Europeo, los miembros del Bundesrat, a los departamentos 
gubernamentales en Berlín y Bonn, a misiones diplomáticas en Berlín, 
cabilderos certificados y a periodistas alemanes y extranjeros.8 

7. 
Reino Unido

La Cámara de los Comunes cuenta con la Biblioteca para los servicios 
de investigación parlamentaria. Está a su vez, está compuesta por 

dos departamentos: en primer lugar, el Departamento Parlamentario, 
que presta los servicios de información para los funcionarios y su perso-
nal y cuenta con un centro parlamentario constitucional; por otro lado, el 

8. Liahut Baldomar, “Características…”, p. 27.

• La creación de determinado número de becas periódicas destina-
das a facilitar la concurrencia de los alumnos de la Escuela de Go-
bierno a los cursos, jornadas y seminarios que vinculados con su 
agenda académica fueren organizados por las entidades parte.

• Creación de un sistema informático centralizado que permita un in-
mediato acceso a la documentación bibliográfica, normativa y juris-
prudencial existente en los países iberoamericanos referidas al 
objetivo académico de la Escuela de Gobierno.6

5. 
Argentina

La Dirección de Referencia Legislativa es el Centro de Información y 
Asesoramiento del Congreso de la Nación Argentina y depende de 

la Biblioteca del Congreso argentino.
Este órgano está a disposición de legisladores, asesores, comisiones y 

demás dependencias del Congreso y cuenta con los siguientes departa-
mentos: Asistencia Técnica Legislativa, Organización y Derecho Parla-
mentario, Ordenamiento Legislativo y Coordinación de Estudios; esta 
dirección cuenta con una plantilla de 100 investigadores. 

Los productos y servicios que proporcionan consisten en la asesoría 
sobre técnica legislativa y redacción de formas jurídicas y proyectos 
legislativos, estudios sobre derecho, teoría y práctica parlamentaria, 
análisis y sistematización y ordenamiento permanente de la legislación 
nacional y estudios interdisciplinarios sobre asuntos de interés nacional, 
regional e internacional.7

6. En: http://www.fundacionmgimenezabad.es/index.php?option=com_content&view=cate-
gory&layout=blog&id=243&Itemid=100827

7. Dulce María Liahut Baldomar, “Características de los servicios de información parlamen-
taria en 21 congresos del mundo”, en Cuadernos de Apoyo, dg-12-02, octubre 2002. 
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9. 
Francia

El Parlamento francés cuenta con un Departamento de Estudios y 
Documentación adscrito a su Biblioteca, el cual está organizado en 

cuatro divisiones: Cultura, Trabajo y Salud; Protección Social; Asuntos 
Económicos, Financieros y Presupuesto; y Asuntos Administrativos y de 
Justicia. 

Dicha Dirección se encarga de preparar y actualizar dossiers en todos 
los temas de interés para los parlamentarios, elabora notas a pedido de 
los diputados; asimismo, da asistencia en la edición de iniciativas y en las 
preguntas orales y escritas; también se encarga de examinar la viabilidad 
de las solicitudes dirigidas al ombudsman.11

10. 
Italia

La investigación parlamentaria la realiza la Oficina de Estudios depen-
diente de Biblioteca. Esta oficina tiene seis departamentos, de acuer-

do a los temas de dos o más comités: Instituciones: Materias constitucio-
nales, justicia y asuntos internos; Asuntos internacionales y defensa; 
Economía y producción: agricultura, industria y trabajo; Finanzas públi-
cas: impuestos y presupuesto; Medio ambiente, transporte y trabajo pú-
blico; y Asuntos sociales y culturales. Su infraestructura total es de 45 
investigadores. Los servicios que presta dicha oficina están dirigidos a 
elaborar dossiers comentados por cada iniciativa presentada al parlamen-
to, reportes de investigación para la oficina del Presidente de la Cámara, 

11. Assemblée Nationale, en http://www.assemblee-nationale.fr/14/documents/index-dos-
sier.asp

Departamento de Investigación tiene a su cargo siete secciones: presu-
puesto; asuntos internos y legislación; asuntos económicos; transporte y 
comunicaciones; y política social y educación.9

8. 
Estados Unidos

El ejemplo más paradigmático por lo que hace a la apuesta por la 
infraestructura en investigación legislativa es el de Estados Unidos. 

En dicho país, desde 1883, las autoridades gubernamentales imple-
mentaron programas y fondos para asegurar la vinculación entre los 
entes de investigación especializada y el gobierno, creándose poste-
riormente el servicio en comento dentro de la Biblioteca del Congreso. 
Más adelante, se llevó a cabo la institucionalización del Servicio de 
Investigación del Congreso (Congressional Research Service), organismo 
encargado de asistir en todas las etapas del proceso legislativo nortea-
mericano. Actualmente, el Servicio de Investigación cuenta con más de 
600 investigadores; igualmente, resulta de gran interés el apoyo econó-
mico que reciben dichos órganos, pues para el ejercicio de 2012 conta-
ron con fondos que ascendían a los $106.79 millones de dólares, ade-
más de ingresos adicionales adquiridos por otras aportaciones de 
fundaciones sin fines de lucro tales como la Fundación Joyce, la Fun-
dación Henry Luce, la Fundación John D. and Catherine T. Mac Arthur, 
entre otras.10

9. Liahut Baldomar, “Características…”, p. 34.
10. Annual Report of the Congressional Research Service of the Library of Congress for 

Fiscal Year 2012, p. 28.
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Además, la Sección referida proporciona otros servicios de apoyo par-
lamentario como la formulación de respuestas acerca de peticiones de 
artículos e información sobre cuestiones del interés de los parlamenta-
rios; también, otorga consultas en apoyo al trabajo legislativo y escribe 
cartas, notas cortas y artículos e investigación a petición de senadores y 
miembros de la Cámara de los Comunes.

grupos parlamentarios y diputados individuales y asistencia a las reunio-
nes de los comités como apoyo parlamentario.12

11. 
Chile

La investigación legislativa es llevada a cabo por la Biblioteca del Con-
greso Nacional y está conceptualizada como asesoría parlamentaria; 

existen dos unidades orgánicas productoras de ese tipo de asesoría: el 
Departamento de Estudios y Extensión, encargado de investigar, analizar, 
sistematizar y comparar los temas de relevancia nacional e internacional 
con miras a facilitar la diplomacia parlamentaria. Por otra parte, se en-
cuentran las Asesorías Técnicas Parlamentarias, que tienen la función 
principal de apoyar el trabajo legislativo en Comisiones, Salas y Comités 
Parlamentarios; igualmente, responden a las peticiones individuales de 
asesoría especializada que solicitan los legisladores.

12. 
Canadá

Los servicios de investigación y análisis están a cargo de la Sección de 
Información y Documentación de la Biblioteca del Parlamento cana-

diense. Realizan diversos trabajos de investigación parlamentaria tales 
como publicaciones periódicas, reseñas legislativas, notas en formato de 
dispositivos móviles, publicaciones sobre intercambio y actividad de in-
versión y demás publicaciones ocasionales y preasignadas.13

12. Liahut Baldomar, “Características…”, p. 33.
13. Parliament of Canada, Research publications, Library of parliament (http://www.parl.

gc.ca/About/Library/VirtualLibrary/ResearchPublications-e.asp?Language=E).
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anexo iii
Forma de gobierno 

y coaliciones 
en Centroamérica 

·
dr. jean paul vargas céspedes
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1. 
Provocaciones de partida

cooperación política

1. 
Es un factor determinante 

y crucial para la calidad de las 
políticas públicas

2. 
Es un constructo histórico 

que requiere de incentivos políticos 
e institucionales

3. 
La viabilidad de las políticas 

depende más de la habilidad política 
que la rigurosidad técnica

4. 
El proceso tiene un impacto en la 

calidad de las políticas

plan de presentación

I.
Provocaciones de 

partida

III.
Centroamérica: 
una cultura de 

pactos y coaliciones

II.
Estabilidad 
partidaria

IV.
Modelos 

de gestión de 
coaliciones
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9. 
Nadie quiere colaborar con un 

gobierno impopular

10. 
Los incentivos de cooperación decrecen 

conforme se aproximan las elecciones y no hay 
viabilidad de reelección

11. 
La falta de sanciones institucionalizadas 
al cumplimiento de acuerdos aumenta la 

«democracia de la calle»

12. 
Se deben extender los horizontes 

de cooperación: continuidad y estabilidad 
(más políticas de estado y no de 

gobierno)

5. 
Se requiere poner atención a la 

brecha entre la negociación y la implementación 
de acuerdos, de una forma que les permita 
sobrevivir políticamente y ser socialmente 

aceptados

6. 
Hay que tener cuidado con las 

recetas universales que ignoren las 
especificidades de los países

7. 
Los procesos de reforma del 

Estado son los más duraderos, pero los 
más difíciles

8. 
Se requiere capacidad de generar 

«moneda de transacción» y procesos múltiples para 
la articulación de acuerdos
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1950 1960

costa rica

panamá

guatemala

nicaragua

honduras

el salvador

1970 1980 1990 2000 2010 2013

el arribo democrático a centroamérica

Una región de viejos y nuevos desafíos

2. 
Estabilidad partidaria

i ola 

ii ola 

iii ola 

1940 1950 1960

nicaragua

el salvador
honduras

guatemala
panamá
costa rica

1970 1980 1990 2000 2010

Fuente: Constitucionales Políticas y leyes electorales.
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Fuente: Constitucionales Políticas y leyes electorales.
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(–)
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Fuente: Constitucionales Políticas y leyes electorales.

¿Una puerta abierta para los outsiders o hacia una 
mejor representatividad?
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Parlamentaria Municipal

representación exclusiva 
en los partidos políticos
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1. En el caso de “Régimen de sanciones en Guatemala”, no hay ninguna sanción, no lo estipula la Ley de Partidos 
Políticos. Por ello, antes de realizar las elecciones se lleva a cabo un pacto político (el cual ningún partido respeta). 
Solamente la campaña anticipada tiene sanción de mil Quetzales pero ésta es impuesta por el tse y no esta en ley 
por ello, los partidos al ser multados ponen un amparo ante el juez y con ello pueden ser exonerados del pago.

Fuente: elaboración propia con las leyes electorales de los respectivos países.
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Fuente: Constitucionales Políticas y leyes electorales.

¿Partidos políticos como maquinarias 
electorales?

funciones atribuidas por la legislación electoral 
(y/o partidos políticos)
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centroamérica: fluidez partidaria 1980 - 2013
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quórum 112

índice artiga-gonzález

Fp = (ea + ed)/2

fluidez de la oferta partidaria centroamericana

Guatemala Honduras Costa RicaEl Salvador
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honduras: fluidez partidaria 1980 - 2013

nicaragua: fluidez partidaria 1980 - 2013
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poderes partidarios y poderes constitucionales
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centroamérica:  
índice efectivo de la oposición  

por composición electoral  
y realineamiento parlamentario
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Procesos electorales: 
reconfiguración del sistema de partidos 

Presiones sectoriales 
(oposición extra-parlamentaria)

Cambios institucionales 
(reglas de juego)

Necesidad de aprobar agendas 
y/o concesiones colaterales

Gobiernos divididos

¿Por qué surgen los pactos y coaliciones?

¿Colectivización 
del riesgo de decisión?

¿Sobredimensionadas 
por falta de confianza 
y cohesión?

¿Tiempos  
y arenas de 
coalición?

3. 
Centroamérica: una cultura de pactos y coaliciones

porcentaje de permanencia de escaños  
en las bancadas legislativas
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fórmula

Ejercicio 
del Poder

Arreglos 
político-institucionales

Presión mediática

Expectativa de “gane”

Coaliciones de Gobierno
(peso en el Parlamento)

Coaliciones partidarias 
(peso en el Parlamento)

Transparencia

Costos de transacción

Discrecionalidad

Incertidumbre

Coalición coyuntural

Coalición de agenda

Pactos

Estabilidad(–)

(+)

C
os

te

(+)

(–)

Gestión 
Intrapartidaria

Pactos y 
coaliciones

Gestión de 
Organizaciones 

Sociales
Gestión 

Interpartidaria

I

III II

Impulso 
de una agenda 

política

Asegurar 
triunfos 
políticos

Construcción 
de 

legitimidad

Presión 
de una 

coyuntura

Mantener 
capital y 
apoyos 

políticos

Ejercicio del poderAcceso al poder
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4. 
Modelos de gestión de coaliciones

Tiempos

Reglas

Agenda

Actores

Arenas

Gestión presidencial

Conflictividad social

Sistema 
de partidos

Credibilidad 
institucional

momento país

tipo característica Guatemala
El 

Salvador Honduras Nicaragua Costa Rica Panamá

pr
e-

el
ec

to
ra

l

PA
CT

O
S

Gabinetes / 
instituciones

Interpartidario x x x x x x
Interpartidario x x
Sociedad civil

Temáticos
Ejecutivo x x x x x
Legistlativo x

C
O

AL
I-

C
IO

N
ES

Electorales
Presidencial x x
Legislativo

po
st

-e
le

ct
or

al

PA
CT

O
S

Gabinetes / 
instituciones

Interpartidario

Interpartidario x
Sociedad civil x x x x x x 

Gobernabilidad
Para mayorías x x x x
Agenda x x

C
O

AL
IC

IO
N

ES Parlamentarias
Agenda x
Proyecto x x

Oposición
Veto x
Control x

PR
O

C
ES

O
S 

D
E 

LE
G

IT
IM

ID
AD

 S
O

C
IA

L

Grupos 
especializados

Comisiones de 
alto nivel x x x x x
Grupos de 
notables x

Diálogo social

Mesas de 
negociación x x x x x x
Concentración 
social x x x x x
Plataformas de 
diálogo social x x x
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país
gestión 

presidencial

funciones políticas

Impulso 
agenda 
estratégica

Coordinación 
institucional

Relaciones 
con el 
parlamento

Portavoz 
oficial

Canalización 
de la 
conflictividad 
social

Guatemala Competitivo Presidencia

Comisiones 

y asesores 

presidenciales

Secretario 

presidencial

Secretario 

presidencial / 

Ministro del 

ramo

Ministro del 

ramo

El Salvador Formal Presidencia Presidencia
Secretarios 

presidenciales
Presidente

Presidente y 

asesores 

presidenciales

Honduras Competitivo Presidente

Ministro 

de la 

presidencia

Ministro 

de la 

presidencia

Presidente

Ministro 

de la 

presidencia

Nicaragua Formal

Presidente / 

Primera 

Dama

Comisión del 

partido

Presidente / 

Comisión del 

partido

Primera 

Dama

Presidente / 

Comisión del 

partido

Costa Rica Competitivo
Consejos de 

competitividad

Ministro de 

planificación

Ministro 

de la 

presidencia

Ministro de 

comunicación

Ministro 

de la 

presidencia

Panamá Formal Presidente Presidente

Secretario 

ejecutivo del 

consejo del 

gabinete

Presidente
Minitro del 

ramo

Competitivo

Presidente Presidente

M. Presidencia

Presidente

Formal

Institucionalización

Colegiado

A1

A1

A1

A2

A2

A2

A3

A3

A3

(–) (+)

Coherencia - Eficiencia
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pa
ís

relación partidos y bancadas parlamentarias

Inclusión Colaboración Supremacía Autonomía
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na
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á

Partidos 
mayoritarios

Partidos 
minoritarios

Partidos 
minoritarios

características del sistema de partidos 
políticos en centroamérica, 2013

Fuente: revisión de estatutos partidarios y entrevistas a expertos.
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características del sistema de partidos 
políticos en centroamérica, 2013

Fuente: revisión de estatutos partidarios y entrevistas a expertos.
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presiones partidarias presiones sociales

gestión 
de 
redes 
de 
apoyo

capacidad 
de 

gestión 
prospectiva 

comunicación 
política

agenda prioritaria 
del ejecutivo

Dimensión 
política

Dimensión 
institucional

confianza en las  
instituciones democráticas

partidos 
políticos parlamento poder 

ejecutivo
poder 

judicial democracia

100

80

60

40

20

0

Guatemala

El Salvador

Honduras

Nicaragua

Costa Rica

Panamá

Fuente: elaboración propia con base en latinobarometro 2012 & 2013.
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AGENDA

Gestión 
técnica

Gestión 
política

ANÁLISIS 
PROSPECTIVO

Poderes 
informales 

de veto

Diálogo y 
negociación

Información

Modelo 
de redes

Institucionales ·
Partidarios · 

Sociales · 

· Acceso 
· Oportunidad
· Calidad

· Gestión
· Logros
· Coyuntura

· Coordinación
· Participación
· Dependencias

· Portavoces
· Medios
· Sociedad

Actores, arenas 
y tiempos

Construcción del 
mensaje

Mapa de ruta

Capacidad 
de 

respuesta

Complejidad · 
Priorización ·

Visión ·
Principios ·

Crisis política
· Desescalada del 
conflicto

· Minimizar pérdidas de 
  apoyo

· Presión mediática

Presión 
interna
· Diluir el riesgo político

· Liderazgo partidario

· Presión de militantes

· Grupos de apoyo

Presión 
externa
· Falta de confianza

· Presión internacional

· Concesiones colaterales

· Grupos de presión

REACTIVO PROACTIVO

Liderazgo  
(ejecutivo)

Agenda

Personal

Cúpula partidaria

Bases partidarias

Grupos de apoyo
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Procesos presupuestariosAprobación de políticas

Horizontes políticos

M
on

ed
as

 d
e 

tr
an

sa
cc

ió
n

(+)

(+)(–)

Evaluar

Políticas públicas

ACTORES

PREFERENCIAS

INCENTIVOS

MECANISMOS 
para asegurar 
y sancionar 
el cumplimiento 
de acuerdos

Niveles de cumplimiento

Rendición de cuentas

Perspectiva comparada

Entorno informal Entorno formal

Diálogo 
político-
social

Fórmulas 
de 
negociación

Diversidad 
de actores 

Metas y 
relaciones

Generación 
de 
dependencias

Confianza
(–) (+)
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anexo iv 
La forma parlamentaria 
de Gobierno en España 

·
dr. jorge villarino marzo
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forma de estado y forma  
de gobierno en españa 

La forma política del Estado 
español es la Monarquía parlamentaria 

(artículo 1.3 de la ce)

Congreso de los Diputados

algunas afirmaciones previas

• Crisis de la institución parlamentaria

• Necesidad de que el Parlamento encuentre 
  su lugar en unas democracias marcadas por:
  · la preponderancia del Poder ejecutivo 
  · la omnipresencia de los partidos políticos 
    en la vida institucional



198 199

quórum 112 iv  jornadas de derecho parlamentario  ·   méxico-españa

¿se cumple la máxima conceptual? 

¿dónde son fuertes los parlamentos?

Forma 
parlamentaria 
de gobierno

Parlamento 
centro de la 
vida pública

Parlamento 
fuerte

elementos propios de  
la forma parlamentaria de gobierno

• La necesidad de que el Presidente del Gobierno 
y solamente él, goce de la confianza del Congre-
so de los Diputados 

• La reconocida potestad constitucional por parte 
de aquél de disolver cualquiera de las dos Cáma-
ras o ambas conjuntamente como resulta práctica 
habitual

• Esta última potestad es además equilibrada con 
la posibilidad que tiene el Congreso de los Dipu-
tados de aprobar una moción de censura, bien es 
cierto que de naturaleza constructiva
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¿qué funciones tiene el parlamento?

Control

Impulso político

Legislativa

Presupuestaria

Funciones

¿cómo se determina el poder?

las grandes preguntas

Poder Funciones

• ¿Se puede hablar de una centralidad del Parla-
mento en la forma de gobierno en España? 

• ¿Es necesario que exista una centralidad del 
Parlamento para poder hablar verdaderamente 
de una forma parlamentaria de gobierno? 
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decreto-ley y estado descentralizado

Aumentan los 
problemas

Oposición a la tramitación de enmiendas

Declaración de urgencia

Posibilidad de retirar proyectos

Reformas
estatutarias

Ejemplo: 
Cataluña 23 
desde 2007

otras facultades gubernamentales

función legislativa

el decreto-ley como  
instrumento normativo (stc 51/2013)

• Desde el punto de vista formal es al Parlamento 
al que corresponde la aprobación de las leyes, y 
se puede decir que materialmente también es así

• Sin embargo la realidad es que existen figuras 
que han permitido al Gobierno desplazar al Par-
lamento en el ejercicio de esa función tan esen-
cial: el Decreto-Ley

Articulación
Nuestra Constitución ha adoptado una so-
lución flexible y matizada respecto del fe-
nómeno del decreto-ley que, por una parte, 
no lleva a su completa proscripción en aras 
del mantenimiento de una rígida separación 
de los poderes, ni se limita a permitirlo de 
una forma totalmente excepcional en situa-
ciones de necesidad absoluta.

Utilización
En todos aquellos casos en que hay que al-
canzar los objetivos marcados para la go-
bernación del país, que, por circunstancias 
difíciles o imposibles de prever, requieren 
una acción normativa inmediata o en que 
las coyunturas económicas exigen una rápi-
da respuesta. 
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división de funciones

Gobierno

Parlamento

· Iniciativa 
· Modificaciones 
  presupuestarias

· Examen
· Enmienda
· Aprobación

Parlamento ¿?

una vez aprobado:  
¿qué se hace con el presupuesto?

situación general de la función legislativa 

función presupuestaria

• La creciente complejidad del ordenamiento ju-
rídico, 

• las exigencias de los pactos políticos, 

• el aumento de los centros de producción nor-
mativa con una notable actuación de la Unión 
Europea, 

• la progresiva complejidad social, 

• la dirección del proceso por parte del ejecutivo 

• y la  participación de los agentes sociales y eco-
nómicos como grupos de presión. 

Lógica: el Presupuesto como instrumento finan-
ciero de la dirección política del Gobierno



206 207

quórum 112 iv  jornadas de derecho parlamentario  ·   méxico-españa

la oficina de control presupuestario (ii)

• Es a la Oficina a la que corresponde el segui-
miento y control de la ejecución de los Presu-
puestos Generales del Estado y de su liquidación 
(artículo 6 de la Resolución) 

• Labor de asesoramiento con funciones simila-
res a las que la Congressional Budget Act of 1974 
atribuye a la Oficina Presupuestaria del Congreso 
de los Estados Unidos (artículo 202 del Título ii 
de la ley de 1974) 

• La Oficina se ha puesto en funcionamiento en el 
año 2013 y supone un paso significativo en cuan-
to al desempeño de la función presupuestaria por 
parte del Parlamento español

el control presupuestario

• Año 2010 se aprueba la Ley 37/2010, de 15 de 
noviembre, por la que se crea la Oficina Presu-
puestaria de las Cortes Generales

la oficina de control presupuestario (i)

•La Exposición de Motivos demostraba la falta de 
centralidad del Parlamento: “necesidad de articu-
lar en el seno de las Cámaras un mecanismo efi-
caz de asesoramiento técnico en materia de se-
guimiento y control de la ejecución de los 
Presupuestos Generales del Estado y sobre aque-
llos aspectos que tengan repercusión en los in-
gresos y gastos públicos…”
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instrumentos de control

• Comparecencias de autoridades gubernamenta-
les: la fina línea entre información y control

• Necesidad de información (y asesoramiento) 
para un adecuado control

• Preguntas e Interpelaciones: (question time)
   · Diferente naturaleza
   · Similar función

• Mecanismos extraordinarios:
   · Moción de censura (constructiva)
   · Cuestión de confianza

Dos grandes 
funciones

Control político Impulso político 
(indirizzo politico)

¿qué papel le queda al parlamento?

función de control

• Función central de la institución parlamentaria

• Dación de cuentas como elemento propio de la 
forma de gobierno parlamentaria

• Caja de resonancia de la realidad social
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instrumentos

a) Los planes, programas y comunicaciones del 
Gobierno

b) Las propuestas de resolución y las proporcio-
nes no de ley

c) Las mociones

d) La comparecencia del Gobierno ante el Parla-
mento y las sesiones informativas

e) La coordinación, autorización y aprobación de 
actuaciones

f) Elección de titulares de otros órganos institu-
cionales

finalidad de esta función

• Origen histórico: posguerra

• Recuperar la centralitá de la institución parla-
mentaria (Italia) 

• Reinventer le Parlement (Francia) 

• Objetivo —————————> Se pretendía que la institución re-
presentativa de todas las clases y estratos sociales 
que deriva directamente de la soberanía popular 
se convirtiese en la clave de bóveda de las insti-
tuciones democráticas estatales 

función presupuestaria

• Función de dirección, orientación o impulso po-
lítico

• Omisión constitucional

• Constituye una gran parte del quehacer diario 
del Parlamento 
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cauces de participación: el mito de  
las wikirrevoluciones políticas

un factor determinante:  
la omnipresencia de los partidos

• Democracia representativa como único cauce de 
articulación de la participación política

• Las nuevas tecnologías no van a sustituir los 
mecanismos de representatividad, sino simple-
mente a acompañarlos

• La presencia de los partidos políticos “empapa” 
las instituciones y el partido político está muy 
presente después de las elecciones

• El grupo parlamentario como proyección del 
partido político dentro del Parlamento

• Los partidos y los grupos parlamentarios están 
fuertemente jerarquizados

algunas reflexiones añadidas

un largo debate:  
la elección de otros órganos

• El continuo cuestionamiento de la “legitimidad”

• Los nuevos cauces de participación

• La fuerte presencia de los partidos políticos en 
las instituciones

Concepto de legitimidad como centro del deba-
te: 
   · Legitimidad de origen
   · Legitimidad de ejercicio
   · Legitimidad de juicio “mediático”
   · Legitimidad social (weberiana): legítimo es 
   aquello que es considerado como tal por la 
   sociedad.
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conclusiones

• Formalmente existe una forma de gobierno par-
lamentaria

• Materialmente el Parlamento no es el centro de 
la vida política entendido como centro de adop-
ción de decisiones

• Existe un fuerte presidencialismo bajo una apa-
riencia de forma parlamentaria de gobierno

• El Parlamento puede y debe recuperar esa cen-
tralidad potenciando las funciones donde toda-
vía tiene margen de actuación

• El Parlamento ha de poner “de su parte” a los 
ciudadanos

elecciones, grupos  
parlamentarios y ciudadanos

• Se vota al “cabeza de lista” y no a las listas

• Es el Grupo parlamentario el que representa 
a los ciudadanos y no el Diputado individual

• No hay mandato imperativo pero sí mandato de 
partido

• Ausencia de autonomía del Diputado individual, 
incluso en el plano formal
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